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Editorial 
Entre la transformación tecnológica, la justicia 
social y los nuevos desafíos éticos

La tercera edición de Katapulta se configura como 
un espacio de encuentro entre problemáticas con-
temporáneas que atraviesan la vida jurídica, social, 
empresarial y tecnológica de nuestras sociedades. 
Los artículos que integran esta publicación eviden-
cian una preocupación común: la necesidad de 
repensar las instituciones, las prácticas profesiona-
les y las formas de convivencia frente a escenarios 
cada vez más complejos, dinámicos e interconecta-
dos. Más que una suma de investigaciones aisladas, 
esta edición propone una conversación interdisci-
plinaria sobre los desafíos éticos y humanos que 
emergen en el contexto actual.

Uno de los ejes más visibles de esta edición gira en 
torno a la relación entre derecho, tecnología e inteli-
gencia artificial. Los trabajos sobre el uso de la IA en 
el sistema legal y sobre la prevención del error judi-
cial mediante herramientas tecnológicas invitan a 
reflexionar sobre el impacto que tienen los sistemas 
automatizados en la administración de justicia. La 
inteligencia artificial aparece aquí no solo como 
una herramienta técnica, sino como un fenómeno 
que obliga a replantear preguntas fundamentales 
sobre la transparencia, la responsabilidad, la inter-
pretación jurídica y la protección de los derechos 
fundamentales. En un escenario donde los algorit-
mos comienzan a influir en decisiones humanas de 
alta sensibilidad, resulta indispensable discutir sus 
alcances, límites y riesgos desde una perspectiva 
crítica y humanista.

De manera paralela, varios artículos abordan la am-
pliación contemporánea de las nociones de justicia 
y protección jurídica. Las reflexiones sobre los dere-
chos animales y el reconocimiento de los animales 
como seres sintientes muestran cómo las discusio-
nes éticas actuales han comenzado a cuestionar 
modelos tradicionales centrados exclusivamente 
en el ser humano. Estos debates evidencian una 
transformación cultural y jurídica que busca incor-
porar nuevas sensibilidades frente al sufrimiento, 
la dignidad y la coexistencia con otras formas de 
vida. La discusión deja de ser únicamente normati-
va para convertirse también en un debate filosófico 
sobre los alcances de la justicia y las limitaciones de 
las teorías clásicas del derecho.

En esta misma línea de protección y garantía de 
derechos, el análisis sobre la violencia intrafamiliar 

en Colombia recuerda que los sistemas jurídicos 
continúan enfrentando profundas deudas sociales 
relacionadas con la protección efectiva de las víc-
timas. La violencia, especialmente cuando ocurre 
en espacios íntimos y familiares, sigue siendo uno 
de los desafíos más complejos para el derecho pe-
nal y para las políticas públicas. Este tipo de inves-
tigaciones permite visibilizar no solo las tensiones 
normativas existentes, sino también la necesidad 
de fortalecer enfoques basados en derechos huma-
nos, perspectiva de género y atención integral a las 
víctimas.

La edición también incorpora reflexiones sobre sos-
tenibilidad, gestión empresarial y control organiza-
cional. El estudio sobre responsabilidad ambiental 
en las PYMES comercializadoras de lubricantes 
automotrices pone en evidencia que las organiza-
ciones contemporáneas ya no pueden pensarse 
únicamente desde la rentabilidad económica. La 
sostenibilidad ambiental, la responsabilidad social 
y las prácticas empresariales éticas se han conver-
tido en componentes esenciales de la competitivi-
dad y la legitimidad institucional. De igual forma, el 
trabajo relacionado con auditoría forense muestra 
cómo las organizaciones requieren fortalecer me-
canismos de transparencia y control para enfrentar 
riesgos financieros y administrativos cada vez más 
sofisticados.

Finalmente, la presencia de investigaciones inter-
nacionales, como el análisis brasileño sobre emisio-
nes de valores mobiliarios por productores rurales, 
demuestra la importancia de ampliar las miradas 
académicas más allá de los contextos locales. La in-
clusión de perspectivas comparadas y discusiones 
regionales fortalece el diálogo latinoamericano y 
permite comprender que muchos de los desafíos 
actuales —económicos, jurídicos, tecnológicos y so-
ciales— poseen dimensiones globales que requie-
ren respuestas igualmente integrales e interdisci-
plinarias.

Con esta edición, Katapulta reafirma su compromi-
so con la divulgación académica crítica, plural y co-
nectada con las problemáticas del presente. Cada 
artículo representa una invitación a pensar el cono-
cimiento no como un ejercicio aislado, sino como 
una herramienta capaz de contribuir a la transfor-
mación social, al fortalecimiento institucional y a la 
construcción de sociedades más justas, responsa-
bles y conscientes de los retos que impone nuestro 
tiempo.

Edwin Herrera Ruíz
Editor



7

DERECHO 
ANIMAL



Reconocimiento y protección a 
los animales como seres sintien-
tes por medio de la Ley 1774 de 
2016 y 2455 de 2025.

INTRODUCCIÓN

En Colombia se ha generado una gran evolución 
jurídica gracias al reconocimiento de los anima-
les como seres sintientes siendo éste uno de los 
más importantes en la última década, derivando 
de puntos como la protección, cambios sociales 
y culturales, el rechazo de la ciudadanía frente a 
casos reales denunciados mediante redes socia-
les dejando en evidencia la necesidad de una res-
puesta ágil y certera de las autoridades y la legis-
lación colombiana debido a la presión generada 
por organizaciones como fundaciones, activistas, 
ciudadanos y figuras públicas que buscan garan-
tizar los derechos de los animales que diariamente 
o eventualmente se encuentran en situaciones de 
vulnerabilidad, maltrato o abuso. En éste contexto, 
la legislación colombiana se encamina a reforzar el 
régimen de protección animal existente en el cual 
se encuentran vacíos y falencias con el fin de ga-
rantizar mejor respuesta, responsabilidad penal, 
prevención de dichos casos y la reparación directa 
a aquellas víctimas ya sean animales o sus respec-
tivos tenedores.

Carol Johana Romero Guacaneme



9

Gracias a la expedición de la Ley 1774 de 2016 gene-
ró un hito trascendental al reconocer a los animales 
como “Seres sintientes” he incorporando el maltra-
to animal como un delito en nuestro código penal, 
gracias a esto se modificó el Código Civil dónde se 
catalogada a los animales como seres semovientes 
y dió paso al análisis de casos concretos que han 
sido denunciados y posteriormente emitidas sus 
sentencias por el legislador dónde se toman deci-
siones mas conscientes y basadas en la calidad de 
los animales como sujetos de especial protección, 
a pesar de éste gran avance, a nivel aplicativo, aún 
se evidenciaban grandes falencias debido a vacíos 
normativos, surgiendo de ésta necesidad se expi-
dió la Ley 2455 (Conocida como Ley Ángel) cuyo 
propósito fue llenar aquellos vacíos procesales y 
ampliar las disposiciones existentes mediante es-
pecificaciones procesales, incrementando la carga 
penal sobre aquellos sujetos responsables del de-
lito, tipificando delitos que antes no se tenían en 
cuenta y principalmente buscando la prevención 
de nuevos casos y la reparación a las víctimas.

La expedición de la Ley 1774 de 2016 marcó un hito 
trascendental al reconocer a los animales El aná-
lisis comparado de estas dos normas resulta rele-
vante para comprender la evolución del derecho 
de protección animal en Colombia y los motivos 

que impulsaron al legislador a brindar un comple-
mento normativo gracias a los casos conocidos a 
nivel nacional que dieron

origen a dichas leyes. Además, examinar las moti-
vaciones sociales y legales detrás de su

creación permite identificar cómo las demandas 
ciudadanas, los debates originados y las conside-
raciones jurídicas convergen para dar forma a las 
políticas públicas en esta materia.

El análisis de las Leyes 1774 de 2016 y 2455 de 2025 
permite comprender con mas claridad el impacto 
que se ha generado en el régimen sancionatorio 
colombiano en materia de protección animal y 
cómo el estado busca demostrar una respuesta de 
la mano de instituciones competentes y entidades 
como la Policía Nacional y Fiscalía General de la 
Nación a las denuncias públicas y la demanda por 
parte de la ciudadanía de la especial protección de 
los animales quiénes son considerados por varios 
aquellos que no tienen voz pero si representantes 
para que sean defendidos, al realizar dicho análi-
sis en la estructura normativa de éstas dos leyes se 
puede tener una visión de la evolución en el siste-
ma penal acusatorio colombiano los desafíos que 
aún persisten para garantizar la protección de los 
animales en el ordenamiento jurídico colombiano.

Fuente: Universidad Externado

Fuente: Noticias RCN

JUSTIFICACIÓN

El análisis normativo mediante la comparación 
de las Leyes 1774 de 2016 y 2455 de 2025 permite 
profundizar en la transformación constante del 
derecho colombiano respecto a la protección ani-
mal teniendo en cuenta antecedentes sociales y 
la evolución del pensamiento en el cuál ahora las 
personas prefieren tener mascotas y velar por su 
cuidado antes que tener hijos, demostrando así la 
sensibilización de la humanidad y el incremento de 
las exigencias en una respuesta del estado con el 
fin de prevenir, disminuir y penalizar aquellos ca-
sos existentes de crueldad animal.
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La expedición de la ley 1774 de 2016 representó un 
cambio modificando la percepción tradicional de 
los animales cómo seres semovientes que pode-
mos ver en el código civil colombiano otorgándo-
les un valor jurídico diferenciado y permitiendo la 
tipificación penal de conductas como el maltrato 
y crueldad animal. A pesar de esta modificación, 
gracias a la aplicación de casos reales se hallaron 
varios vacíos procesales y problemas operativos 
que impedían la eficiencia de su aplicación, gracias 
a esto, el estado buscó solventar aquellas necesi-
dades y reforzar el sistema de protección animal, 
es así que surge la ley 2455 de 2025 la cuál estable-
ció con más claridad procedimientos, especificó la 
competencia de los entes reguladores, incrementó 
las penas y sanciones y reconoció los actos sexua-
les con animales como delito.

Adicionalmente, el análisis de éstas dos leyes debe 
abordarse teniendo en cuenta la aplicabilidad, 
como se puede encontrar la sentencia C-666 de 
2010 y sentencia C-467 de 2016 las cuales consoli-
dan aspectos ambientales y jurídicos que demues-
tran la respuesta del estado frente a casos concre-
tos y utilizando la interpretación permiten orientar 
la elaboración de nuevas políticas de protección 
animal.

Basado en lo anterior, la investigación se justifica 
en la búsqueda de comprender cómo influyen los 
factores sociales, institucionales y culturales en el 
desarrollo de un marco jurídico más concreto y co-
herente. Así mismo, también se justifica en exami-
nar las transformaciones, motivaciones y alcances 
presentados por ambas leyes para así evidenciar 
la evolución del estado en la construcción de un 
régimen que responda correctamente a los casos 
denunciados de maltrato animal en el país y que 
igualmente busque proteger a todos aquellos ani-
males considerados víctimas y posibles víctimas 
mediante el trato digno y respetuoso.

PREGUNTA PROBLEMA

¿En qué medida las Leyes 1774 de 2016 y 2455 de 
2025 han modificado y fortalecido el ordenamien-
to jurídico colombiano en materia de protección 
animal, y cuáles fueron las motivaciones sociales y 
legales que dieron paso a su creación y posterior 
emisión?

OBJETIVO GENERAL

Analizar las modificaciones introducidas por las Le-
yes 1774 de 2016 y 2455 de 2025 al ordenamiento 
jurídico colombiano en materia de protección ani-
mal, para determinar las motivaciones sociales y 
legales que originaron su creación y posterior emi-
sión.

OBJETIVOS ESPECÍFICOS

•  •  Examinar los cambios estructurales y funcio-
nales que cada una de las dos leyes incorpora al 
marco jurídico de protección animal, atendien-
do a las categorías de tipificación, sanciones y 
mecanismos de aplicación.

•  •  Identificar las motivaciones sociales y legales 
que impulsaron el trámite legislativo de la Ley 
1774 de 2016 y de la Ley 2455 de 2025, conside-
rando el contexto político, social y normativo en 
el que fueron formuladas.

•  •  Determinar las diferencias y avances jurídicos 
entre ambas leyes para establecer en qué medi-
da la Ley 2455 de 2025 complementa, amplía o 
transforma las disposiciones previamente adop-
tadas por la Ley 1774 de 2016.

HIPÓTESIS

Las leyes 1774 de 2016 y la Ley 2455 de 2025 son ba-
ses normativas que han generado un avance con-
tinuo en el ámbito jurídico colombiano de protec-
ción animal ya que añaden ajustes estructurales 
en el ámbito penal reconociendo el maltrato como 
delito, la mejor estructuración del sistema sancio-
natorio y mecanismos judiciales, éste avance nor-
mativo se encuentra ligado con la transformación 
social caracterizada por la gran sensibilidad y em-
patía frente a casos de maltrato animal y la exigen-
cia social de demostrar la garantía de los derechos 
de los animales y su especial protección gracias a 
su reconocimiento jurídico como seres sintientes.

Fuente: Desde La Fe
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METODOLOGÍA

Para realizar la debida comparación de las leyes 
1774 de 2016 y 2455 de 2025, se pretende delimitar 
el marco normativo y contratastar sus puntos prin-
cipales y enfocarse en aquellos puntos diferencia-
les, para ello se realiza de la siguiente manera:

Revisión y de limitación normativa:

Se identifican y organizan las disposiciones lega-
les con enfoque en su contenido literal y cuál es su 
finalidad en el ordenamiento jurídico colombiano 
con el fin de establecer el marco en el cual se desa-
rrolla el análisis comparativo.

ANÁLISIS COMPARATIVO

Cómo segundo punto, se compara los elementos 
centrales de ambas leyes, teniendo en cuenta sus 
puntos de coincidencia, diferencia y cambios apli-
cados qué se encuentran vigentes. Este ejercicio 
orienta a determinar cómo éstas dos leyes conci-
ben la protección animal, que estándares de bien-
estar incorpora y que modelo de responsabilidad 
adopta.

SÍNTESIS INTERPRETATIVA

Finalmente, se integran los hallazgos obtenidos 
en un conjunto de conclusiones que articulan las 
diferencias estructurales y los avances de política 
criminal presentes en cada normativa. Esta síntesis 
permite valorar el alcance real de los mecanismos 
de protección y su alineación con las tendencias 
contemporáneas del derecho penal y ambiental.

ANÁLISIS INTEGRAL SOBRE LA 
INCIDENCIA DE LA LEY 1774 DE 
2016 Y LA LEY 2455 DE 2025 EN EL 
RÉGIMEN DE PROTECCIÓN ANIMAL 
COLOMBIANO.

El reconocimiento jurídico de los animales como 
seres sintientes ha provocado una transformación 
sostenida del ordenamiento jurídico colombiano. 
Esta unión normativa se ha evidenciado a lo largo 
de la historia en el país y en éste caso nace a partir 
de la respuesta en conjunto del legislador y la rama 
3 ramas del poder en el país debido a los cambios 
sociales profundos como los son la visibilidad de 
casos reales de crueldad, la acción autónoma de 
organizaciones protectoras y la exigencia de la ciu-
dadanía de una respuesta normativa y mediante 
acciones del estado para prevenir y castigar éstos 
actos de crueldad animal. En éste contexto la ley 
1774 de 2016 introdujo para principal cambio el re-
conocimiento de los animales como seres sintien-
tes y seres de protección especial, además de tipi-
ficar el maltrato animal cómo delito en el código 
penal generando así nuevas obligaciones para el 

estado y los tenedores de dichos animales.

El presente trabajo analiza de forma comparada 
las innovaciones introducidas por ambas normas, 
articulándose con la jurisprudencia constitucional 
relevante siendo aplicada a casos concretos como 
por ejemplo aquellos que fueron materia de inves-
tigación en las sentencias C- 666/2010 y C-467/2016, 
para determinar los avances, tensiones y retos que 
permanecen en la protección animal en Colombia.

MARCO JURÍDICO Y ANTECEDENTE 
JURISPRUDENCIAL.

El punto de partida para comprender la evolu-
ción normativa lo constituye tanto el Estatuto Na-
cional de Protección de los Animales (Ley 84 de 
1989) como la jurisprudencia constitucional que, 
aún antes de la reforma legislativa de 2016, 
sentó princi- pios interpretativos sobre la 
protección animal. En la sentencia C-666 
de 2010, la Corte Constitu-
cional se pronunció 
respec- to a 
p r á c -
t i c a s 
d o n d e 
se evi-
d e n c i a b a 
maltrato ani-
mal pero tam-
bién eran temas 
c o n t r o v e r s i a l e s 
debido a su recono-
cimiento como prác-
ticas tradicionales a ni-
vel cultural en algunas 
regiones del país como 
las corridas de toros, 
coleos y peleas de ga-
llos, en su pronuncia-
miento resaltan el 
deber de minimizar 
el sufrimiento por 
encima de las tradi-
ciones, ésta decisión 
marcó un hito acerca 
de la proporcionalidad 
y razonabilidad cuan-
do se trata de permitir 
excepciones a la pro-
hibición del maltra-
to animal. Así mismo 
también se presenta 
otro caso en la sen-

Fuente:Redbubble 
(jdz031)
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tencia C-467 de 2016 donde la Corte Constitucional con-
solida la posibilidad de que el legislador al reconocer a los 
animales como seres sintientes, sea éste un fundamento 
para imponer deberes de protección para que el estado 
adopte medidas idóneas. Estas decisiones constituyen 
bases interpretativas indispensables para leer tanto la Ley 
1774 de 2016 como las reformas posteriores qué resultaron 
en la Ley 2455 de 2025.

LA LEY 1774 DE 2016, 
RECONOCIMIENTO DE LA SINTIENCIA Y 
TIPIFICACIÓN PENAL.

La Ley 1774 de 2016 representó un hito normativo ya que 
declaró que los animales son “Seres sintientes” y estableció 
una arquitectura legal orientada a su protección con modi-
ficaciones al Código Civil, Código Penal y Estatuto Nacional 
de Protección Animal. Específicamente la ley dejó de con-
siderar los animales como simples bienes semovientes al 
integrar la sintiencia como criterio base para brindarles es-
pecial protección y como justificante de la penalización de 
conductas que causen sufrimiento sin motivo. Entre sus 
aportes se encuentran: (i) La reformulación conceptual del 
reconocimiento jurídico de los animales (ii) La creación de 
un capítulo único en el Código Penal llamado: Delitos con-
tra la vida, integridad física y emocional de los animales (iii) 
La incorporación de asignaciones de responsabilidades a 
los tenedores y cuidadores de animales de cualquier es-
pecie. (iv) La articulación de mecánicos administrativos de 
intervención, reacción y protección inmediata de la mano 
con la Policía Nacional y (v) la especificación de circunstan-
cias de agravación punitiva..

LA LEY 2455 DE 2025 
(LEY ÁNGEL): FINALIDAD 
Y PRINCIPALES 
INNOVACIONES.

Esta ley surge a partir de los 
vacíos procesales en el sistema 
penal acusatorio y falencias en 
el funcionamiento y aplicación 
de la ley 1774, su creación resal-
ta la búsqueda de una justicia 
más rigurosa, la prevención de 
futuros delitos y la investiga-
ción en los casos existentes, 
entre los puntos más relevan-
tes se encuentra: (i) el endu-
recimiento de las penas para 
conductas extremas (muerte o 
lesiones graves infligidas con 
dolo o agravantes de sevicia); 
(ii) la tipificación y descripción 
más pormenorizada de las con-
ductas constitutivas de maltra-
to; (iii) la creación de agravantes 
específicos (abuso sexual, sevi-

cia, actos en contra de animales domésti-
cos con autoridad de tenencia, entre otros); 
(iv) la regulación del abandono como con-
ducta punible y (v) la imposición de medi-
das accesorias como la inhabilitación tem-
poral para poseer animales y la creación 
de registros de condenados por maltrato. 
Estas medidas persiguen cerrar los vacíos 
detectados y garantizar una respuesta es-
tatal más homogénea y eficaz frente a si-
tuaciones de riesgo y crueldad.

La Ley 2455 también tuvo en cuenta las 
rutas de atención y su acceso rápido me-
diante protocolos articulados con la parti-
cipación de la Policía Nacional, autorida-
des sanitarias y entidades de protección 
animal que buscan la intervención pronta 
para proteger la integridad del animal, así 
como mecanismos de decomiso, retiro de-
finitivo y remisión para rehabilitación. En 
suma la ley busca articular la prevención a 
través de concienciación y campañas edu-
cativas, la investigación mediante jornadas 
de capacitación y protocolos policiales y 
periciales y la sanción gracias a la imposi-
ción de penas privativas de la libertad, mul-
tas accesorias en un esquema coherente.

EVALUACIÓN COMPARADA: 
AVANCES REALES Y 
LIMITACIONES PERSISTENTES

Al afrontar la Ley 1774 de 2016 y la Ley 2455 
de 2025 emergen de avances notables y 
desafíos que persisten. En el plano con-

Fuente: RFI
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ceptual, la consolidación del reconocimiento de 
la sintiencia y su uso cómo criterio normativo se 
ha reafirmado y la ley se desarrolla a nivel general 
basándose en dicho concepto, a nivel operativo, la 
Ley 2455 responde aquellas falencias a nivel pro-
cedimental que se encontraron en la Ley 1774. No 
obstante, aquellos avances dependen de factores 
externos que no se encuentran en textos jurídicos:

COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL

Se evidencia en aspectos como la implementación 
de rutas de atención de fácil acceso para presen-
tación de denuncias, reportes anuales de institu-
ciones competentes alusivos al funcionamiento de 
los canales anteriormente mencionados, creación 
de un registro de inhabilidad de personas conde-
nadas por delitos contra los animales y la autoriza-
ción de un tercero interviniente en procesos pena-
les por éstos delitos contra los animales, puede ser 
cualquier ciudadano, grupo activista, juntas defen-
soras de animales o cualquier tercero interesado 
en el caso.

CULTURA Y PREVENCIÓN

Gracias a los cambios en la sociedad no sólo se bus-
ca una condena ejemplar, también se busca la pre-
vención y cuidado de la integridad de los animales 
y continuar con el cambio en la sociedad mediante 
capacitaciones a inspectores de policías de mane-
ra periódica frente a la atención de éstos casos y 
campañas para general conciencia en la ciudada-
nía.

Protección procesal del animal víctima: El avance 
hacia la consideración del animal cómo víctima 
en procedimientos penales y policivos plantea re-
tos probatorios Y de acreditación del daño. Con el 
avance normativo se busca facilitar la acción pú-
blica mediante la especificación de competencia 

de los entes reguladores, proceso de trámite y que 
ente regulador conoce en primera y segunda ins-
tancia, además de procedimientos de la mano de 
peritos veterinarios con el fin de evitar la revictimi-
zación del animal o sus tenedores.

En síntesis, el marco legal entorno a la protección 
animal se ha fortalecido gracias a la Ley 2455 y otras 
leyes actuales vigentes qué tocan varios puntos de 
maltrato animal pero todas con

el enfoque de la protección y prevención además 
de la mejora en las condenas, en la ley 1774 se tiene 
que la pena privativa era de 12 a 36 meses de pri-
sión, 1 a 3 años de inhabilidad para ejercicio de fun-
ciones relacionadas con animales y 5 a 36 SMLMV, 
pero con la implementación de la ley 2455 se tiene 
ahora pena privativa de 32 a 56 meses de prisión, 2 
a 5 años de inhabilidad en para ejercicio de funcio-
nes relacionadas con animales y 30 a 60 SMLMV.

IMPACTO SOCIAL Y 
MOTIVACIONES PARA LA 
REFORMA DE 2025

La aprobación de la Ley 2455 de 2025 respondió 
a una convergencia de factores: la presión ciuda-
dana frente a casos emblemáticos (como el caso 
que inspiró el nombre “Ley Ángel”), la percepción 
de impunidad frente a altas cifras de denuncias 
y el reconocimiento de que la tipificación de 2016 
necesitaba mayor precisión y herramientas sancio-
natorias más contundentes. El proceso legislativo 
refleja que la reforma no fue meramente técnica, 
sino politizada por la sensibilidad social y deman-
dada por organizaciones protectoras y sectores po-
líticos que abogaron por un endurecimiento nor-
mativo.

La Ley 1774 de 2016 y la Ley 2455 de 2025 configuran 
un proceso normativo de consolidación progresiva 
del régimen colombiano de protección animal: la 
primera sentó la base conceptual al reconocer la 
sintiencia y al tipificar el maltrato, y la segunda vino 
a precisar, endurecer y articular la respuesta esta-
tal frente a conductas de crueldad. Sin embargo, 
el éxito de esta arquitectura normativa dependerá 
de la capacidad institucional, de la asignación de 
recursos, de la coordinación interinstitucional y de 
políticas sostenidas de prevención y educación. De 
este modo, la reforma más reciente representa un 
avance normativo significativo y una oportunidad 
política para transformar la sensibilidad social en 
protección efectiva mediante su práctica median-
te implementación diligente, evaluación continua 
y compromiso estatal.

Fuente: Policía Nacional de Colombia
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ANÁLISIS DE LOS 
CAMBIOS EN LAS 
PENAS Y A NIVEL 
FUNCIONAL 
INTRODUCIDOS 
POR LAS LEYES 
1774 DE 2016 Y 
LEY 2455 DE 2025

Cómo se ha evidenciado 
anteriormente, el reconoci-
miento de la sintiencia con la 
Ley 1774 fue un punto clave 
para la tipificación de los de-
litos contra los animales en el 
ámbito penal colombiano, 
es así que la Ley 2455 ac-
túa como un complemen-
to y fortalecimiento en la 
anterior ley y también 
en el Estatuto Nacional 
de Protección Animal 

con el principal fin de 
prevenir, fortalecer y 
mejorar el régimen 
sancionatorio en 
materia de protec-
ción animal.

Tipificación: 
qué conductas 
se castigan 
y cómo se 
entiende el 
daño.

La Ley 1774 formali-
zó el reconocimien-

to de los animales 
como seres sintientes 

y tipificó conductas de 
maltrato en el Código 
Penal (introduciendo 
categorías que pena-

lizan agresiones, tortura, 
abandono, tráfico ilegal y con-
ductas similares). El tipo penal 

se articula alrededor de la 
exigencia de una afecta-

ción al bienestar —máxi-
me si existe lesión física 

o muerte— y mantiene 
la estructura clásica 
que vincula conduc-
ta, resultado y tipici-
dad; en la práctica, 
la caracterización 
del tipo penal ha 
requerido prue-

bas veterinarias periciales para acreditar el 
daño.

La Ley 2455 ratifica y amplía la tutela: su 
objeto explícito es fortalecer la lucha con-
tra el maltrato animal, actualizando el Es-
tatuto Nacional de Protección (Ley 84 de 
1989) e incorporando definiciones y figuras 
que buscan ampliar el alcance de la in-
tervención estatal, incluyendo puniciones 
más claras ante situaciones de riesgo o 
trato indigno que no necesariamente im-
plican lesión consumada. Esto implica una 
apertura en la tipificación hacia conductas 
que vulneran el bienestar en sentido am-
plio (condiciones de vida, negligencia gra-
ve, explotación indebidamente regulada, 
etc.).

Comparación funcional.

En términos funcionales, la diferencia es 
clara y relevante: la ley 1774 sitúa el centro 
en la ocurrencia del daño (modelo más tra-
dicional y resultadista), mientras que la ley 
2455 orienta la tipicidad hacia un estándar 
más amplio que permite intervención ante 
condiciones objetivas de riesgo o trato in-
digno, incrementando la capacidad de 
prevención normativa. Esta distinción no 
es meramente teórica: determina el um-
bral probatorio, la posibilidad de medidas 
cautelares y el tipo de actuaciones admi-
nistrativas y policivas que cabe adoptar en 
fases tempranas del procedimiento.

Régimen sancionatorio: cuantía, 
tipos y finalidad de las penas.

La Ley 1774 de 2016 dice que las conductas 
de crueldad o maltrato que no causen la 
muerte ni lesiones graves a un animal, la 
sanción es una multa: de 5 a 50 salarios mí-
nimos legales mensuales vigentes (SML-
MV).

Para conductas de maltrato que causen 
muerte o lesiones que menoscaben gra-
vemente la salud o la integridad física del 
animal, la pena es de prisión de 12 a 36 me-
ses, además de inhabilidad especial de 1 a 3 
años para ejercer profesión, oficio, comer-
cio o tenencia relacionada con animales, y 
multa de 5 a 60 SMLMV.

La ley también contempla 
agravantes en ciertos escenarios, 
lo que puede aumentar la pena 
de prisión “de la mitad a tres 
cuartas partes” cuando:

Fuente: Fiscalía General de la Nación
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02

03

04

05

La conducta se cometió con 
sevicia.

Se perpetró en vía pública o sitio 
público;

Se utilizó a menores de edad o 
inimputables, o se cometió en 
presencia de ellos;

Se cometieron actos sexuales 
con animales

El autor fue un servidor público u 
ostentó funciones públicas.

La Ley 2455 de 2025 introduce un endurecimien-
to y diversificación del régimen sancionatorio: es-
tablece rangos penales más severos (en algunos 
supuestos reportados, penas entre 32 y 56 meses 
para muertes o lesiones graves, así como multas 
altas hasta decenas de salarios mínimos), incorpo-
ra inhabilidades e instrumentos administrativos de 
mayor alcance y prevé medidas de carácter restau-
rativo y de rehabilitación. El énfasis legislativo es 
explícito: combinar la sanción retributiva con me-
didas preventivas y reparadoras para abordar inte-
gralmente la problemática.

La Ley Ángel modificó el Código Penal, añadiendo 
el Título “Delitos contra los animales” (TÍTULO XI-A), 
con nuevos artículos.

Cuando el maltrato cause lesiones que menosca-
ben gravemente la salud o la integridad física del 
animal, la pena es de 20 a 42 meses de prisión, más: 
inhabilidad especial de 1 a 3 años para ejercer pro-
fesión, oficio o comercio relacionado con animales; 
multa de 15 a 30 salarios mínimos legales mensua-
les vigentes (SMLMV); y además prohibición de ad-
quirir, tener, cuidar o refugiar animales.

Si el maltrato resulta en la muerte del animal (o 
conductas equivalentes de crueldad grave), la pena 
se agrava: 32 a 56 meses de prisión, multa de 30 
a 60 SMLMV, y también se impone la prohibición 
de tenencia o cuidado de animales por un período 
tras la condena.

Además de las sanciones principales, la Ley Ángel 
prevé penas accesorias como la inhabilidad espe-
cial (para quienes tengan relación con animales), la 
prohibición de adquisición o tenencia de animales 
a cualquier título, y la creación de un registro nacio-
nal de personas condenadas por maltrato animal, 
lo que implica restricción duradera de derechos 
respecto de los animales.

La ley también establece medidas policivas y de 
control: faculta a autoridades para intervenir, per-
mite sanciones incluso en casos de maltrato leve 
mediante procesos policivos administrativos o cur-
sos de sensibilización —es decir, no todos los casos 
requieren condena penal si son menos graves.

Comparación funcional.

Ley 1774 de 2016 LEY 2455 DE 2025

Cimentó la base nor-
mativa y simbólica pero 
con una aplicación san-
cionadora que, en la 
práctica, ha encontrado 
límites operativos.

Desplaza la respuesta 
estatal hacia un esque-
ma más punitivo en la 
cuantía y más integral 
en las herramientas 
(multas, inhabilidades, 
clausuras, decomisos, 
programas de rehabili-
tación)

La nueva ley busca cerrar vacíos y ofrecer instru-
mentos más ágiles y proporcionales para distintos 
grados de lesión y negligencia.

Mecanismos de aplicación: 
institucionalidad, prueba y 
procedimientos.

Tras la Ley 1774 se consolidó la necesidad de coor-
dinación interinstitucional (Fiscalía, Policía, auto-
ridades ambientales y entes territoriales) para la 
investigación y sanción del maltrato. Sin embargo, 
se evidenciaron carencias: falta de unidades es-
pecializadas en muchas jurisdicciones, protocolos 
de valoración forense animal no uniformes y pro-
blemas logísticos para la protección y custodia de 
animales decomisados. Esos vacíos han limitado la 
eficacia de la intervención estatal y han revelado la 
importancia de articular capacidades técnicas en 
terreno.

La Ley Ángel incorpora previsiones que buscan ro-
bustecer la operatividad: medidas policivas y pro-
cedimientos administrativos de reacción rápida, 
legitimación ampliada para denuncias, y normas 
que facilitan la valoración técnica y la intervención 
preventiva. En la práctica normativa y en los docu-
mentos explicativos se enfatiza la creación o forta-
lecimiento de unidades técnicas y protocolos que 
permitan decisiones más ágiles (medidas cautela-
res, decomisos, clausuras temporales) y una inte-
gración más efectiva entre la dimensión policiva y 
la penal.

01

Fuente: Periódico Central
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COMPARACIÓN FUNCIONAL

En la práctica, 2455 procura institucionalizar res-
puestas más rápidas y técnicas —reduciendo la 
dependencia exclusiva de la fase penal para lograr 
protección efectiva—; 1774 dio el paso necesario de 
tipificar y sensibilizar institucionalmente, pero su 
operatividad quedó condicionada por la heteroge-
neidad territorial y la falta de estandarización técni-
ca. La Ley 2455 intenta incorporar medidas correc-

tivas a estos problemas mediante herramientas 
procedimentales y policivas mejor definidas.

EVOLUCIÓN DE LAS PENAS Y 
CONSECUENCIAS JURÍDICAS 
DEL MALTRATO ANIMAL, EN 
EL ORDENAMIENTO JURÍDICO 
COLOMBIANO.

El análisis de los elementos sancionatorios previs-
tos en la Ley 1774 y la Ley 2455 permite identificar 
el rumbo que ha tomado el ordenamiento jurídico 
colombiano en la construcción de un sistema de 
protección animal qué no solo reconozca la sin-
tiencia, sino que sea capaz de generar consecuen-
cias jurídicas efectivas frente a las vulneraciones al 
bienestar animal. Al examinar ambas leyes desde 
el principio penal, ofrece una visión clara sobre su 
origen a partir del reproche social así como sobre 
las falencias que se evidencian al momento de su 
implementación práctica. Este análisis resulta re-
levante teniendo en cuenta que el sistema penal 
acusatorio no solo se centra en la pena o conse-
cuencias sino que tiene en cuenta la protección de 
los animales y brinda herramientas para prevenir 
su ocurrencia y corregir patrones de violencia, ne-
gligencia y crueldad.

En primer lugar, la Ley 1774 de 2016 significó un 
cambio estructural al integrar el maltrato animal 
dentro del Código Penal colombiano y asignarle 
penas privativas de la libertad y multas diferencia-
das según la gravedad del daño ocasionado. Esta 
ley introdujo sanciones de 12 a 36 meses de prisión, 
acompañadas de multas entre 5 y 60 salarios mí-
nimos legales mensuales vigentes y medidas de 
inhabilidad de 1 a 3 años para ejercer profesiones 
o actividades relacionadas con animales. Aunque 
su impacto simbólico fue indudable al reconocer 
que el maltrato constituye un reproche penal au-
tónomo y no un simple conflicto administrativo, lo 
cierto es que en la práctica estos rangos sanciona-
torios encontraron limitaciones, ya sea porque la 
pena mínima permitía salidas procesales alterna-
tivas o porque su aplicación dependía en exceso 
de la prueba del daño consumado. En muchos es-
cenarios, la persecución penal se vio condicionada 
por la carga probatoria, la disponibilidad de peritos 
y las restricciones institucionales para atender ade-
cuadamente los casos.

En contraste, la Ley 2455 de 2025 amplía, endurece 
y diversifica el sistema sancionatorio, respondien-
do a las deficiencias identificadas en los años pos-
teriores a la entrada en vigor de la Ley 1774. Esta 
nueva normativa incorpora penas más severas, 
especialmente para conductas que producen le-
siones graves o muerte del animal, estableciendo 
rangos de 20 a 42 meses de prisión para lesiones y 
32 a 56 meses para muerte, acompañados de mul-

Fuente: StockCake

Fuente: Noticias RCN

La prevención general, la 
prevención espacial y la reparación 
del daño son pilares que fortalecen 
la efectividad de la protección 
animal en Colombia 
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tas que duplican las anteriores y medidas acceso-
rias más estrictas, como la prohibición de tenencia, 
adquisición o custodia de animales, así como la 
creación de un registro nacional de maltratadores. 
Este último elemento tiene un enfoque preventivo 
evidente: evitar que personas con antecedentes de 
crueldad puedan acceder nuevamente a animales 
o desempeñar actividades que los expongan a re-
petir la conducta.

La Ley 2455 también incorpora medidas restau-
rativas y educativas, lo cual representa un avance 
frente al sistema enfocado en las penalizaciones 
evidenciado en la Ley 1774. La introducción de 
medidas de sensibilización, cursos obligatorios, 
trabajos comunitarios y brigadas, demuestran 
un reconocimiento jurídico de que la violencia 
contra los animales no es un problema aislado, 
sino muchas veces parte de patrones amplios 
de comportamiento que pueden y deben inter-
venir desde la política criminal con herramien-
tas más complejas que la pena cancelaria.

Basándose en la comparación previamente reali-
zada, se refleja la ampliación de penas, incorpora-
ción de medidas accesorias pertinentes, claridad 
normativa respecto a hechos agravante punitivos 
y la restricción de la tenencia de animales a perso-
nas condenadas con el fin de evitar la reincidencia, 
esto permite entender cómo el estado responde a 
las necesidades actuales del país, aunque aún los 
índices de maltrato se encuentran elevados, aho-
ra se tiene mayor interés por parte de la sociedad, 
mecanismos de reacción y prevención y una mayor 
intervención administrativa.

En términos funcionales, puede afirmarse que el 
sistema sancionatorio evolucionó desde un mo-
delo marcadamente declarativo en el que el reco-
nocimiento legislativo tenía un peso mayor que 
la eficacia práctica hacia un modelo más integral, 
donde las sanciones cumplen funciones retributi-
vas, preventivas, pedagógicas y restaurativas. Esta 
transición no solo fortalece la protección jurídica 
de los animales, sino que también refleja una con-
solidación del derecho penal ambiental y de bien-
estar animal como un campo emergente dentro 
del ordenamiento colombiano, en el cual la política 
criminal ya no se limita a sancionar el daño, sino a 
anticipar su ocurrencia y a transformar las prácti-
cas sociales que lo perpetúan.

Además, la Ley 2455 amplía el espectro de conduc-
tas sancionables al reconocer que el maltrato no se 
reduce exclusivamente a la producción de lesiones 
físicas, sino que puede manifestarse en contextos 
de negligencia prolongada, privación de necesida-
des básicas, encierros inadecuados o tratos indig-
nos que, aun sin producir heridas visibles, afectan 
de manera severa la integridad y el bienestar del 
animal. Esta ampliación conceptual se traduce en 
la posibilidad de sancionar conductas que antes 
quedaban sin reproche penal, fortaleciendo el ca-
rácter protector del sistema y alineándose con los 
estándares contemporáneos del derecho animal a 
nivel internacional.

La Ley Ángel también introduce un equilibrio más 
sofisticado entre sanción y pedagogía. Las medi-
das restaurativas, como cursos obligatorios sobre 
bienestar animal, programas de sensibilización, 
trabajos comunitarios especializados y obligación 
de financiar tratamientos veterinarios, reflejan una 
visión integral que reconoce que el castigo por sí 
solo no transforma patrones culturales arraigados. 
Estas herramientas apuntan a modificar compor-
tamientos de fondo y a evitar que el maltrato se 
reproduzca en contextos familiares, comunitarios 
o profesionales. En esa medida, la combinación de 
penas privativas, medidas pedagógicas y prohibi-
ciones específicas constituye un modelo sanciona-
torio multipropósito, en el que confluyen la retribu-
ción, la prevención general, la prevención especial 
y la reparación del daño.

Desde una perspectiva jurídica más amplia, la 
comparación entre ambas leyes evidencia un trán-
sito de un sistema sancionatorio declarativo a uno 
funcional. La Ley 1774 fue esencial para introducir 
el maltrato animal en el lenguaje de la política cri-
minal y para dar un primer paso en la construcción 
de un nuevo paradigma jurídico. Sin embargo, su 
estructura resultó limitada para responder a la 
complejidad del fenómeno, lo que generó la nece-
sidad de una norma más detallada, más severa y 
más especializada. La Ley 2455, en consecuencia, 
puede entenderse como una segunda generación 
normativa, orientada a subsanar las omisiones de 

Fuente: IDPYBA
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AVANCES, COMPLEMENTOS 
Y MODIFICACIONES 
INTRODUCIDAS POR LA LEY 2455 
DE 2025 FRENTE A LA LEY 1774 
DE 2016.

El examen comparado de la Ley 1774 de 2016 y la 
Ley 2455 de 2025 permite observar un proceso de 
maduración normativa gradual, donde el derecho 
colombiano avanzó desde la formulación de un 
marco legal inicial, pionero pero limitado, hacia la 
consolidación de un régimen jurídico más sofis-
ticado, robusto y funcional para la protección pe-
nal animal. Ambos cuerpos normativos no deben 
entenderse como proyectos aislados ni desconec-
tados entre sí, sino como dos momentos comple-
mentarios dentro de una misma línea de evolución 
legislativa. La Ley 1774 abrió el escenario jurídico; 
la Ley 2455 amplió ese escenario, lo profundizó, lo 
corrigió y lo llevó a un nivel de desarrollo que res-
ponde con mayor precisión a los retos contempo-
ráneos del maltrato animal en Colombia.

Desde una perspectiva conceptual, la primera di-
ferencia sustancial entre ambas leyes se encuen-
tra en la forma de entender y delimitar el fenóme-
no del maltrato. La Ley 1774 reconoce la sintiencia 
como categoría jurídica, pero su aproximación a la 
conducta punible está anclada a un entendimien-
to tradicional y restrictivo, centrado en la lesión físi-
ca o la muerte del animal. La Ley 2455 introduce un 
cambio cualitativo relevante al incorporar nociones 
ampliadas de daño, tales como el trato indigno, la 
afectación emocional, la privación de necesidades 
esenciales, la inadecuada custodia, la negligencia 
estructural y la exposición a riesgos injustificados. 
Esto representa un giro conceptual profundo, que 
desplaza la protección desde un modelo reactivo 
que actúa tarde, cuando el daño ya está consu-
mado hacia un enfoque preventivo y anticipatorio, 
donde el Estado puede intervenir incluso en au-
sencia de lesión visible.

Esta diferencia conceptual tiene consecuencias di-
rectas en la operatividad del sistema penal. Bajo la 
Ley 1774, la intervención estatal dependía casi ex-
clusivamente de evidencias objetivas de daño, lo 
cual generaba dificultades probatorias, retrasos en 
las investigaciones y un elevado número de casos 
que, pese a evidenciar riesgo o maltrato potencial, 
no cumplían con los requisitos estrictos para acti-
var la jurisdicción penal. La Ley 2455 corrige esta 
falencia al reconocer conductas de riesgo, estados 
de vulneración continua, condiciones ambienta-
les nocivas y contextos de trato degradante, lo que 
permite a fiscales, jueces y autoridades adminis-
trativas actuar en fases más tempranas y adoptar 
medidas preventivas inmediatas, reduciendo la 
posibilidad de que los hechos escalen hacia formas 
más graves de crueldad.

Finalmente, puede afirmarse que las consecuen-
cias jurídicas que surgen de la Ley 2455 son más 
acordes con las exigencias actuales del país, tanto 
por su estructura sancionatoria más robusta como 
por su enfoque transversal de prevención. Sin em-
bargo, su eficacia dependerá de la capacidad insti-
tucional de aplicar las medidas con rigurosidad, de 
la formación técnica de las autoridades encarga-
das de ejecutar las decisiones y de la existencia de 
mecanismos de seguimiento que permitan verifi-
car el cumplimiento de las prohibiciones de tenen-
cia y de las medidas restaurativas. En todo caso, el 
avance entre 2016 y 2025 demuestra un proceso de 
maduración normativa que responde a la crecien-
te demanda social por una protección efectiva de 
los animales en Colombia.

la legislación anterior y a fortalecer la capacidad 
del Estado para intervenir en todas las fases del ci-
clo del maltrato: prevención, detección, sanción y 
seguimiento.

En términos de consecuencias jurídicas, es eviden-
te que la Ley 2455 supera a la Ley 1774 en alcance 
y efectividad. La prohibición de tenencia, la vigilan-
cia estatal sobre los condenados, las medidas res-
taurativas y la ampliación del concepto de maltrato 
generan una red de protección mucho más consis-
tente, especialmente en contextos donde el riesgo 
de violencia es reiterado. No obstante, la eficacia 
de estas sanciones dependerá, en la práctica, de 
la existencia de sistemas adecuados de monitoreo, 
de la capacitación de las autoridades y de la articu-
lación interinstitucional necesaria para que las de-
cisiones judiciales se cumplan y produzcan efectos 
reales en las comunidades.

LO VALIOSO 

Enfoque restaurativo: 
Se promueve la reparación integral del 
daño al animal.

Protección integral: 
Se reconoce a los animales como seres 
sintientes 

Sanciones más efectivas:
Se incluyen médidas correctivas, educa-
tivas y terapéuticas 
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Estos elementos permiten afirmar que la 
Ley Ángel no solo complementa a la Ley 
1774, sino que transforma profundamen-
te la arquitectura del sistema sanciona-
torio, haciéndolo más funcional, preven-
tivo y adaptable a distintas formas de 
agresión.

Otro aspecto en el que la Ley 2455 repre-
senta un avance evidente es en la confi-
guración institucional y operativa. La Ley 
1774, aun cuando impuso obligaciones 
claras, dejó vacíos sobre la articulación 
efectiva entre autoridades policiales, 
fiscales, administrativas y judiciales. Su 
implementación evidenció desigualdad 
territorial, falta de estandarización en 
procedimientos, ausencia de protocolos 
para valoración de daños y escasez de 
unidades especializadas en protección 
animal. La Ley 2455 responde a estas fa-
lencias estableciendo un sistema más 
ordenado, con competencias definidas, 
mecanismos de coordinación interinsti-
tucional, protocolos unificados y partici-

pación activa de entidades de protección animal 
como sujetos legitimados para actuar. La previsión 
de medidas de aseguramiento para proteger a los 
animales mientras avanza un proceso penal cons-
tituye una herramienta adicional que la Ley 1774 
no contemplaba de manera explícita, evidencian-
do un paso hacia un sistema más eficiente y con 
mayor capacidad de respuesta.

Asimismo, la Ley Ángel profundiza en el análisis 
de la proporcionalidad punitiva, estableciendo 
agravantes con mayor precisión, como la sevicia, 
la exposición pública del maltrato, la instrumen-
talización de menores, la crueldad reiterada y la 
participación de sujetos con posiciones de espe-
cial responsabilidad. Estos elementos permiten 
configurar un sistema que diferencia entre tipos 
de agresores y niveles de gravedad, lo cual era una 
necesidad evidente en el modelo inicial de la Ley 
1774, que manejaba categorías de agravación más 
generales y menos ajustadas a la realidad social.

Prohibiciones de tenencia con 
efectos reales y verificables.

Restricciones para ejercer oficios 
o profesiones relacionadas con 
animales.

Medidas de seguridad asociadas 
a la reincidencia.

Multas más altas y progresivas 
según la gravedad del hecho.

Trabajos comunitarios 
especializados.

Registros oficiales para impedir 
nuevos actos de maltrato.

NOCIONES CLAVE 
QUE AHORA 
RECONOCE 
LA LEY 2455 

DE 2025

Trato indigno 

Afectación 
emocional 

Privación de 
necesidades 
esenciales

Custodia 
inadecuada

Negligencia 
estructural

Exposición a riesgos 
injustificados 

Fuente: El Tiempo

Fuente: Pasado’s Safe Haven

Desde el ámbito sancionatorio, el contraste entre 
ambas leyes es aún más marcado y evidencia un 
cambio estructural en la política criminal del Es-
tado colombiano. La Ley 1774, aunque innovadora 
para su época, incorporó penas moderadas que, en 
la práctica, facilitaron salidas procesales como la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena, 
preacuerdos o sustituciones, lo cual debilitó de ma-
nera significativa el efecto disuasorio que el legis-
lador pretendía otorgarle a la norma. La Ley 2455 
no solo aumenta los rangos punitivos, sino que in-
troduce sanciones más complejas, diferenciadas y 
específicas, entre ellas:
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Finalmente, desde una perspectiva es-
tructural más amplia, la Ley 2455 no 
solo amplía el alcance de la Ley 1774: 
la refina, la perfecciona, la actualiza y 
la recontextualiza dentro de un marco 
que reconoce que la protección animal 
no es un tema marginal, sino un com-
ponente esencial del bienestar social, 
ambiental y ético del país. La Ley 1774 
creó el cimiento teórico necesario; la 
Ley Ángel construyó sobre ese cimiento 
un sistema jurídico más completo, con-
sonante con los estándares internacio-
nales y más capaz de generar cambios 
reales.

Así, puede afirmarse que la Ley 2455 de 
2025 constituye una norma de segun-
da generación que avanza de manera 
significativa respecto de la Ley 1774 de 
2016, no sustituyéndola, sino fortale-
ciéndose y llevándola a un nivel de fun-
cionalidad que era indispensable para 
garantizar la eficacia del derecho penal 
animal en Colombia. La progresividad, 
la ampliación conceptual, la consoli-
dación del régimen sancionatorio y la 
mejora sustancial en la operatividad 
institucional evidencian que el legis-
lador colombiano ha entendido que 
la protección animal requiere normas 
dinámicas, ajustables y capaces de res-
ponder a los desafíos contemporáneos 
del país.

ANÁLISIS NORMATIVO

La Ley 1774 de 2016 constituye un 
pilar fundamental del régimen co-
lombiano de protección animal, al 
reconocer a los animales como “se-
res sintientes” y al tipificar penal-
mente conductas de maltrato. Esta 
norma replantea la relación jurídica 
entre humanos y animales, asig-
nando obligaciones al Estado y a los 
tenedores, así como estableciendo 
sanciones específicas en el Código 
Penal para conductas que causan 
sufrimiento injustificado.

A lo largo de los últimos años, el or-
denamiento jurídico colombiano ha 
experimentado transformaciones 
significativas en materia de protec-
ción animal, impulsadas por una 
mayor conciencia social frente a las 
dinámicas de maltrato y por la nece-
sidad del Estado de garantizar me-
canismos eficaces que prevengan, 

Fuente: OpenAI (ChatGPT)

sancionen y administren una tutela real hacia los animales 
en calidad de seres sintientes. Este proceso no se ha desa-
rrollado de manera aislada, sino que ha sido el resultado 
de un diálogo constante entre la sociedad, el legislador y 
la jurisprudencia constitucional, cada uno aportando ele-
mentos que han contribuido a la consolidación progresiva 
de un régimen jurídico que ya no se limita a concebir a los 
animales como simples bienes, sino como sujetos de es-
pecial protección. En este contexto, resulta indispensable 
realizar un análisis profundo del origen, contenido y perti-
nencia de las Leyes 1774 de 2016 y 2455 de 2025, así como de 
las Sentencias C-666 de 2010 y C-467 de 2016, ya que estas 
disposiciones y pronunciamientos judiciales constituyen 
hitos normativos esenciales para comprender la evolución 
del derecho de protección animal en el país.

C-467 de 2016
En el plano constitucional, la Sentencia C-467 de 2016 de la 
Corte Constitucional es especialmente relevante para enten-
der el deber estatal de protección hacia los animales. En ese 
fallo, la Corte sostuvo que la prohibición de maltrato no se de-
riva únicamente de una calificación como “ser sintiente”, sino 
que es necesario identificar las formas concretas de maltrato 
para regularlas eficazmente. La Corte señaló que corresponde 
al legislador individualizar y caracterizar las distintas modali-
dades de maltrato, y que debe adoptar medidas idóneas para 
prevenir y sancionar ese sufrimiento legítimo, en coherencia 
con los principios constitucionales de dignidad humana, fun-
ción ecológica de la propiedad y protección ambiental. Este 
pronunciamiento es clave para tu investigación, porque legi-
tima la creación de un régimen penal que no solo castigue el 
maltrato, sino que articule una política pública progresiva de 
protección según la realidad de las relaciones entre humanos 
y animales.
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C-666 de 2010
Por otro lado, la Sentencia C-666 de 2010 también aporta ele-
mentos centrales al análisis jurídico sobre el bienestar animal. 
En este fallo, la Corte declaró que los animales son sujetos de 
protección constitucional por su capacidad de sentir dolor y 
sufrimiento, y que el Estado tiene la obligación de desarro-
llar políticas que minimicen el maltrato. Aunque la sentencia 
se emitió en un contexto previo a la Ley 1774, fijó principios 
que luego servirían de fundamento para la legislación mo-
derna: la Corte sostuvo que el trato hacia los animales debe 
ajustarse a criterios de proporcionalidad, razonabilidad y mi-
nimización del daño, aun en prácticas con tolerancia excep-
cional. La inclusión de esta sentencia en el análisis permite 
evidenciar que el reconocimiento del bienestar animal como 
interés jurídico protegido no surge únicamente con las leyes 
recientes, sino que es el resultado de un proceso jurispruden-
cial progresivo que culmina en reformas legislativas como la 
Ley 2455 de 2025.

La Ley 2455 de 2025, conocida como Ley Ángel, aparece jus-
tamente como una respuesta normativa a los vacíos eviden-
ciados por la Ley 1774 y a la insuficiente eficacia sancionatoria 
observada en su implementación. Esta ley fortalece las pe-
nas, crea agravantes, regula rutas de atención, endurece los 
mecanismos de control y busca asegurar que casos graves 
de maltrato no queden en impunidad. Su análisis debe rea-
lizarse a la luz de las decisiones constitucionales menciona-
das, ya que tanto la C-467/2016 como la C-666/2010 trazan los 
parámetros interpretativos que justifican la intensificación 
de medidas legislativas para garantizar una protección real 
y efectiva.

En conjunto, el estudio de estas dos leyes (1774 de 2016 y 2455 
de 2025) y de las sentencias C-467/2016 y C-666/2010 permite 
comprender la evolución del derecho de protección animal 
en Colombia, así como los fundamentos constitucionales 

que han orientado al legislador. Estas 
referencias no solo legitiman la necesi-
dad de fortalecer las bases legislativas 
del maltrato animal, sino que explican 
por qué el Estado ha debido ajustar 
continuamente su marco normativo 
para responder adecuadamente al in-
cremento de hechos de maltrato y al 
mayor reconocimiento social del bien-
estar animal.

Durante mucho tiempo, la normativi-
dad colombiana mantuvo una visión 
tradicional en la que los animales eran 
entendidos principalmente como bie-
nes muebles, carentes de un reconoci-
miento jurídico más allá de su utilidad 
económica o funcional. Esta concep-
ción limitaba la capacidad del dere-
cho para responder adecuadamente 
a situaciones de crueldad o maltrato, 
relegando tales conductas al ámbito 
contravencional o administrativo, in-
cluso en casos donde el sufrimiento 
ocasionado era evidente. Sin embargo, 
conforme aumentaron la visibilización 
de episodios de maltrato y la movili-
zación ciudadana exigiendo una res-
puesta institucional más severa, se hizo 
evidente que este enfoque resultaba 
insuficiente para garantizar una pro-
tección efectiva.

Organizaciones defensoras de los ani-
males, colectivos ciudadanos, acadé-
micos y profesionales del derecho co-
menzaron a señalar la necesidad de 
que el ordenamiento reconociera ex-
plícitamente la sintiencia animal como 
criterio determinante para la adopción 
de políticas de protección. Este movi-
miento social y jurídico generó un am-

Fuente: Alcaldía De Bogotá
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biente propicio que condujo a la expedición de la 
Ley 1774 de 2016, una norma que transformó pro-
fundamente el panorama legislativo al introducir 
cambios sustanciales tanto en el Código Civil como 
en el Código Penal y en el ámbito de las sanciones 
administrativas.

La Ley 1774 constituye el primer gran punto de 
ruptura respecto al paradigma anterior. Su prin-
cipal aporte radica en haber reconocido expre-
samente a los animales como seres sintientes, 
una categoría jurídica que implica la capacidad 
de experimentar dolor, placer, estrés, angustia 
y otras sensaciones que ameritan una protec-
ción especial por parte del Estado. Este reco-
nocimiento no solo tuvo implicaciones simbó-
licas, sino que justificó la tipificación penal del 
maltrato animal, lo cual representó un cambio 
trascendental. Por primera vez, se estableció en 
el Código Penal que causar daño injustificado 
a un animal podía constituir un delito, lo cual 
significó elevar estas conductas de simples con-
travenciones a infracciones de mayor gravedad, 
merecedoras de sanciones privativas de liber-
tad, multas e inhabilidades.

La ley también asignó responsabilidades específi-
cas a los tenedores, propietarios y custodios de ani-
males, obligándolos a garantizar condiciones mí-
nimas de bienestar y a evitar actos que pudieran 
generar sufrimiento físico o emocional. Además, 
incorporó mecanismos administrativos que permi-
tieron a las autoridades intervenir de manera más 
directa en situaciones en las que existiera riesgo 
para la integridad del animal. Gracias a todo ello, la 

Ley 1774 se convirtió en un referente fundamental 
del derecho interno, pues modificó de manera sus-
tancial la forma en la que la sociedad colombiana 
concibe la relación entre seres humanos y anima-
les, dejando atrás una visión meramente utilitaria 
para pasar a una que reconoce expresamente el 
valor moral y biológico de los animales.

No obstante, la implementación de esta ley puso 
de manifiesto una serie de dificultades prácticas y 
vacíos que limitaban su eficacia. Aunque la norma 
representaba un avance significativo, la redacción 
del tipo penal presentaba ambigüedades que en 
ocasiones complicaban la labor de jueces y fisca-
les al momento de determinar si una conducta 
específica debía considerarse como maltrato pu-
nible. También se evidenciaron falencias en la ar-
ticulación entre las autoridades encargadas de la 
protección animal, lo cual dificultaba las interven-
ciones oportunas y eficientes. A esto se sumaba el 
limitado acceso a recursos institucionales para im-
plementar programas de rescate, atención y reha-
bilitación de animales afectados. Estas deficiencias 
generaron una percepción generalizada de insufi-
ciencia normativa, especialmente en contextos en 
los que los casos de maltrato adquirían notoriedad 
pública a través de redes sociales y medios de co-
municación. Todo ello fortaleció la presión social y 
política para revisar el marco legislativo y ajustar 
los instrumentos existentes con el fin de garantizar 
una protección más efectiva.

Fuente: Gaceta Legal

Fuente: El Colombiano



En respuesta a estas necesidades, el legislador ex-
pidió en 2025 la Ley 2455, conocida como Ley Ángel 
por el caso que impulsó su trámite y que generó un 
fuerte rechazo nacional por la crueldad de los he-
chos. Esta ley constituye una ampliación y un forta-
lecimiento sustancial del régimen instaurado por 
la Ley 1774. Su propósito fue corregir los vacíos de-
tectados y proporcionar herramientas más contun-
dentes para combatir el maltrato animal. Entre sus 
novedades más relevantes se encuentran el endu-
recimiento de las penas, la definición más precisa 
de las conductas constitutivas de maltrato, la crea-
ción de agravantes específicos, la estandarización 
de rutas de atención inmediata, el reforzamiento 
de las competencias de los entes territoriales y la 
implementación de mecanismos de coordinación 
interinstitucional. Esta norma también buscó ga-
rantizar que los procesos judiciales y administra-
tivos fueran más eficientes, fortaleciendo la capa-
cidad del Estado para actuar en casos urgentes y 
evitar que los animales continuarán expuestos a 
situaciones de riesgo o sufrimiento. De esta mane-
ra, la Ley 2455 se erige como una pieza clave den-
tro del análisis, ya que permite observar cómo el 
legislador respondió al desafío de adaptar el mar-
co jurídico a las necesidades actuales, mostrando 
una clara intención de avanzar hacia un sistema de 
protección cada vez más robusto y acorde con las 
expectativas sociales.

Sin embargo, para comprender adecuadamente el 
alcance de estas leyes resulta fundamental analizar 
el papel desempeñado por la Corte Constitucional 
en la construcción del concepto de protección ani-
mal en Colombia. La jurisprudencia ha sido decisi-
va en consolidar los principios éticos y jurídicos que 
sirven de base para la regulación legislativa. Un 
punto de partida obligado es la Sentencia C-666 de 
2010, un pronunciamiento que, aunque antecede 
a las leyes analizadas, desempeñó una función de-
terminante al reconocer que los animales son seres 
capaces de sentir dolor y sufrimiento. En esa opor-
tunidad, la Corte abordó la constitucionalidad de 
prácticas tradicionales como las corridas de toros 
y las riñas de gallos, y si bien avaló su práctica bajo 
condiciones muy estrictas, dejó claro que el Estado 
está obligado a minimizar el sufrimiento animal y 
a regular aquellas actividades que puedan generar 
daño injustificado. La Corte sostuvo que el trato ha-
cia los animales debe estar mediado por criterios 
de razonabilidad, proporcionalidad y respeto por 
la vida en sus diversas manifestaciones, principios 
que luego servirían como base interpretativa para 
la legislación posterior. La relevancia de esta sen-
tencia radica en que, incluso antes de que existiera 
un reconocimiento legal expreso de la sintiencia, 
ya se había planteado desde la perspectiva cons-
titucional la necesidad de proteger a los animales 
en función de su bienestar y su capacidad de expe-
rimentar dolor. Por este motivo, la Sentencia C-666 
forma parte esencial del análisis, pues actúa como 
antecedente doctrinal y axiológico para los desa-
rrollos legislativos posteriores. Fuente: Imgur
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La Sentencia C-467 de 2016 comple-
menta el panorama jurisprudencial 
al validar constitucionalmente el re-
conocimiento de los animales como 
seres sintientes y la tipificación del 
maltrato animal como delito. Este 
fallo consolidó la legalidad y legitimi-
dad de la Ley 1774, explicando que la 
sintiencia es un criterio razonable y 
constitucionalmente válido para jus-
tificar la adopción de medidas nor-
mativas orientadas a la protección 
animal. La Corte enfatizó que esta 
categoría no implica otorgar dere-
chos fundamentales a los animales, 
sino establecer un deber estatal de 
protección que debe ser desarrolla-
do por el legislador. Señaló también 
que la regulación del maltrato no 
solo es compatible con la Constitu-
ción, sino que resulta necesaria para 
garantizar la protección del ambien-
te, la función ecológica de la propie-
dad y el principio de dignidad huma-
na, ya que el trato hacia los animales 
refleja valores y prácticas que inci-
den directamente en la convivencia 
social. Este pronunciamiento resulta 
relevante dentro del análisis porque 
proporciona el marco interpretativo 
y constitucional que sustenta tanto 
la Ley 1774 como las reformas intro-

ducidas posteriormente 
por la Ley 2455. Permite 
entender cuáles son los 
límites y posibilidades 
del legislador al diseñar 
políticas de protección 
animal y cómo estas de-

ben armonizarse con los 
principios superiores del 

orden constitucional.

En su conjunto, la Ley 1774 de 2016, la Ley 2455 de 2025 y 
las Sentencias C-666 de 2010 y C-467 de 2016 conforman un 
cuerpo normativo y jurisprudencial coherente que permite 
comprender la evolución y consolidación del régimen de 
protección animal en Colombia. Cada una aporta elementos 
esenciales para interpretar la transformación legislativa, ya 
sea como antecedente constitucional, fundamento jurídico 
o actualización normativa. El análisis articulado de estas dis-
posiciones evidencia que el proceso de fortalecimiento del 
régimen de protección animal no ha sido improvisado, sino 
el resultado de un diálogo continuo entre las necesidades 
sociales, los estudios científicos, los principios constitucio-
nales y la voluntad legislativa. Asimismo, permite identificar 
las tensiones y desafíos que todavía persisten, como la ne-
cesidad de mejorar los mecanismos de aplicación, fortalecer 
la coordinación institucional y garantizar que las sanciones 
impuestas sean efectivas y disuasorias. En este sentido, la 
selección de estas normas y sentencias para el análisis no 
solo es pertinente, sino indispensable para comprender la 
evolución normativa y las motivaciones que han impulsado 
al legislador a adoptar medidas cada vez más estrictas y co-
herentes con la realidad social y jurídica del país.

Fuente: El Universal
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POSTURA SENTENCIA C-467 DE 
2016 Y SALVAMENTO DE VOTO 
DEL MAGISTRADO JORGE IVAN 
PALACIO PALACIO.

La Sentencia C-467 de 2016 resolvió una demanda 
contra los artículos 655: 

Muebles son las que pueden 
transportarse de un lugar a 
otro, sea moviéndose ellas a sí 
mismas como los animales (que 
por eso se llaman semovientes), 
sea que sólo se muevan por una 
fuerza externa, como las cosas 
inanimadas. Exceptúense las que 
siendo muebles por naturaleza 
se reputan inmuebles por su 
destino, según el artículo 658.

Y el artículo 658 del Código Civil: 

Se reputan inmuebles, 
aunque por su naturaleza no 
lo sean, las cosas que están 
permanentemente destinadas 
al uso, cultivo y beneficio de 
un inmueble, sin embargo 
de que puedan separarse sin 
detrimento. 

Tales son, por ejemplo:

Las losas de un pavimento.

Los tubos de las cañerías.

Los utensilios de labranza o minería, y los animales 
actualmente destinados al cultivo o beneficio de 
una finca, con tal que hayan sido puestos en ella 
por el dueño de la finca.

Los abonos existentes en ella y destinados por el 
dueño de la finca a mejorarla.

Las prensas, calderas, cubas, alambiques, toneles y 
máquinas que forman parte de un establecimien-
to industrial adherente al suelo y pertenecen al 
dueño de éste.

Los animales que se guardan en conejeras, pajare-
ras, estanques, colmenas y cualesquiera otros viva-
res, con tal que estos adhieran al suelo, o sean parte 
del suelo mismo o de un edificio.”

Los cuales continúan clasificando a los animales 
como bienes muebles o inmuebles por destina-
ción. La decisión mayoritaria declaró exequibles 
dichas disposiciones bajo el argumento de que la 
categoría civil de “bien” es puramente patrimonial 
y no interfiere con el reconocimiento legal de los 
animales como seres sintientes consagrado en la 
Ley 1774 de 2016. Desde esa perspectiva, la Corte 
optó por conciliar ambos modelos el tradicional 
y el contemporáneo entendiendo que el primero 
se mantiene solo para efectos económicos y que 
el segundo garantiza la protección efectiva de los 
animales frente al maltrato.

Sin embargo, el Magistrado Jorge Iván Palacio Pa-
lacio presentó un salvamento de voto firme y pro-
fundamente crítico frente a esta posición. Para él, la 
decisión mayoritaria ignoró el núcleo del problema 
constitucional: que los animales, al ser seres sin-
tientes, no pueden seguir siendo calificados jurídi-
camente como “cosas”. Su postura rechaza la lógi-
ca formalista de la mayoría y propone un enfoque 
más coherente con los principios ecológicos, éticos 
y protectores introducidos en el ordenamiento co-
lombiano. En su salvamento, el magistrado hace 
evidente que la Corte no puede permanecer atada 
a categorías patrimoniales anacrónicas cuando el 
propio legislador ha reconocido que los animales 
sienten dolor, placer, angustia y sufrimiento, y que, 
por tanto, requieren un trato normativo diferencia-
do.

El magistrado Palacio lo expresa de manera 
contundente en el siguiente pasaje, que recoge 
la esencia de su crítica:

Fuente: Iagua

Fuente: Ifevet International
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Fuente: INTEF

Esta cita pone de manifiesto dos puntos esencia-
les:

Primero, que la mayoría redujo el problema a 
una cuestión meramente lingüística y patrimo-
nial, despojándolo de su dimensión constitucio-
nal profunda; y segundo, que dicha reducción 
desconoce la realidad científica y ética sobre la 
sintiencia animal, así como los avances legislati-
vos que ya existían en la Ley 1774 de 2016.

El salvamento de Palacio no solo identifica la con-
tradicción interna entre llamar “ser sintiente” a un 
animal en la ley penal pero “cosa” en el Código Ci-
vil, sino que denuncia el efecto simbólico y práctico 
que esta inconsistencia produce. El lenguaje jurídi-
co tal como él lo explica no es un adorno, sino una 
herramienta que configura conductas, legitima 
prácticas y estructura relaciones sociales. Mante-
ner la categoría civil de “bien” proyecta un mensaje 
regresivo, según el cual los animales siguen sin ser 
sujetos dignos de consideración moral o jurídica, 
pese a que el sistema normativo ya reconoce su 
capacidad de sentir.

Además, el magistrado Palacio resalta que la Corte 
perdió una oportunidad histórica de avanzar hacia 
un modelo de protección plenamente coherente 
con la Constitución ecológica. Su postura se alinea 
con el mandato de protección reforzada a los seres 
sintientes y con la obligación del Estado de mini-
mizar el maltrato en todas sus formas. La decisión 
mayoritaria, en cambio, mantuvo un estatus civil 
que invisibiliza la sintiencia y preserva categorías 
decimonónicas que ya no reflejan el entendimien-
to contemporáneo sobre los animales.

Desde mi punto de vista, comparto plenamente 
la postura del Magistrado Jorge Iván Palacio. Con-
sidero que su salvamento expone con claridad la 
incoherencia que persiste en el ordenamiento 
jurídico tras la aprobación de la Ley 1774 de 2016: 
no es posible proteger a los animales como seres 
sintientes mientras se les sigue catalogando, en el 
ámbito civil, como simples objetos susceptibles de 
apropiación. Coincido con él en que la Corte de-
bió armonizar el Código Civil con la nueva realidad 

Fuente: Fundación Amigos del Planeta

No hay deberes a medias ni 
derechos por fracciones. La 
sentencia C-467 de 2016, en mi 
sentir, terminó amparando la 
tesis contraria: deberes mínimos 
para la especie humana, derechos 
inexistentes para los animales, sin 
considerar seriamente en su debate 
que son seres que tienen sistemas 
nerviosos complejos, son capaces 
de dolor y de vida en sociedad. Es 
decir, para restarle importancia 
al asunto que resuelve, la 
providencia vuelve una y otra sobre 
la idea según la cual las normas 
demandadas son una simple 
cuestión lingüística o un sencillo 
asunto de técnica de derecho civil 
y –como esto es así– no deben 
preocuparse el legislador ni la Corte 
de debates ontológicos acerca de 
los animales.
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jurídica y reconocer que la sintiencia implica una 
reconfiguración ontológica del estatus animal, in-
compatible con la categoría de cosa. Su visión no 
solo es más acorde con los principios constitucio-
nales, sino también más ética, más moderna y más 
respetuosa del deber estatal de garantizar el bien-
estar animal.

CONCLUSIONES

En primer lugar, el análisis comparado de las Le-
yes 1774 de 2016 y 2455 de 2025 permitió evidenciar 
que ambas normas introducen cambios estructu-
rales y funcionales significativos en el régimen jurí-
dico de protección animal en Colombia. La Ley 1774 
inauguró el paradigma de la sintiencia, fortaleció 
la tipificación penal del maltrato e incorporó me-
canismos administrativos orientados a la preven-
ción y sanción de conductas lesivas. Por su parte, la 
Ley 2455 de 2025 consolidó y amplió dicho marco 
al introducir herramientas de articulación interins-
titucional, procedimientos más operativos para la 
atención de casos y un modelo sancionatorio in-
tegral que supera varias de las limitaciones de la 
legislación anterior.

En segundo lugar, el estudio permitió identifi-
car que ambas leyes surgieron como respuesta a 
transformaciones sociales profundas, marcadas 
por una creciente sensibilidad ciudadana frente al 
maltrato animal y por una demanda colectiva de 
mayor intervención estatal. Tanto la Ley 1774 como 
la Ley Ángel se inscriben en un contexto político 
y cultural donde el bienestar animal ocupa un lu-
gar prioritario en la agenda pública, lo que llevó al 
legislador a corregir vacíos normativos, actualizar 
conceptos y fortalecer mecanismos institucionales.

Finalmente, se concluye que la Ley 2455 de 2025 
no sólo complementa, sino que también amplía y 
transforma varios aspectos de la Ley 1774, particu-
larmente en materia de prevención, articulación 
institucional y eficacia de las medidas sancionato-
rias. Esta reforma confirma la hipótesis planteada: 
ambas leyes constituyen hitos normativos que re-
flejan un proceso progresivo de consolidación del 
régimen de protección animal, asociado tanto a 
la evolución social hacia un mayor reconocimien-
to del valor de los animales como seres sintientes, 
como a la necesidad jurídica de adecuar el orde-
namiento a las nuevas exigencias éticas, institucio-
nales y operativas en materia de bienestar animal.
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RESUMEN

En este trabajo se presenta una crítica a la teoría 
contractualista, mostrando sus limitaciones en re-
lación con la cuestión de los derechos animales y 
argumentando que el enfoque de las capacidades 
de Martha Nussbaum se configura como una pro-
puesta superadora.

Para ello, en primer lugar, se analizan los presu-
puestos básicos que sirven de fundamento al con-
tractualismo clásico, señalando que los mismos 
-especialmente los presupuestos de igualdad apro-
ximada y beneficio mutuo- impiden que aborde 
aquellos problemas de justicia que implican graves 
asimetrías de poder. Entre ellos, la cuestión animal. 

Luego, se indaga acerca de la teoría de la justicia 
de John Rawls reconociendo que, si bien es una de 
las más influyentes y relevantes de la actualidad, 
también presenta limitaciones. En este sentido, se 
pone en discusión que, aunque el autor reconoce 
ciertos deberes de compasión y humanidad hacia 
los animales, los mismos no suponen una cuestión 
de justicia.

Por último, se centra la investigación en la pro-
puesta de Nussbaum con el objetivo principal de 
ponderar sus aportes como una teoría mínima de 
la justicia que brinda las herramientas conceptua-
les necesarias para elaborar una Constitución vir-
tual que sirva de guía en el diseño de leyes orienta-
das a la protección animal. 
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ABSTRACT

This paper presents a critical examination of con-
tractualism, highlighting its limitations with regard 
to the question of animal rights and arguing that 
Martha Nussbaum’s capabilities approach offers a 
promising alternative. 

To this end, the basic assumptions underpinning 
classical contractualism are first analyzed, no-
ting that these assumptions -particularly those of 
approximate equality and mutual benefit- preclu-
de the theory from addressing justice-related pro-
blems characterized by severe power asymmetries, 
including issues concerning animals.

The analysis then turns to John Rawls’s theory of 
justice, acknowledging that although it is one of 
the most influential and relevant contemporary 
theories, it also exhibits limitations. In this regard, 
the study argues that, while Rawls recognizes cer-
tain duties of compassion and humanity toward 
animals, these duties do not amount to matters of 
justice.

Finally, the study examines Nussbaum’s proposal 
with the primary objective of assessing its contri-
butions as a minimal theory of justice that provides 
the conceptual tools necessary to develop a nor-
mative framework capable of guiding the design 
of laws aimed at animal protection.

KEYWORDS

Animal rights, Contractualism, Capabilities 
approach, Dignity, Significant triving, Sentience.

INTRODUCCIÓN

Posiblemente nadie pondría en duda que el domi-
nio del ser humano sobre el resto de los animales1 
ha estado presente desde tiempos inmemoriales, 
casi como un mandato intrínseco que acompaña a 
la especie humana desde siempre y responde a una 
supuesta superioridad escandalosamente incues-
tionable para algunos. Ese dominio ha justificado 
múltiples formas de crueldad, infligiendo daños in-
debidos de diversas maneras: explotación, cría in-
tensiva de animales, destrucción de hábitats, aban-
dono y maltrato hacia los animales de compañía, 
contaminación ambiental, caza furtiva y deportiva, 
etc. En efecto, la crueldad parece ser un problema 
ancestral que ha recibido la condena tanto de la 
tradición filosófica occidental como oriental. Bas-
ta con recordar, por ejemplo, a los filósofos griegos 
Porfirio y Plutarco, quienes elaboraron tratados en 
los que destacaban la inteligencia de los animales 
y su capacidad para la vida social, rechazaban la 
crueldad del ser humano hacia ellos e instaban a 
abandonar ciertos estilos de vida y hasta modificar 
los hábitos alimenticios (Nussbaum, 2023). Lamen-
tablemente esos llamamientos no han generado 
cambios profundos, más bien la realidad muestra 
que los seres humanos han agudizado su dominio 
y diversas formas de crueldad siguen más vigentes 
que nunca. Esto sin duda pone en evidencia, como 
señalan algunos autores, que:

la especie humana tiene una 
deuda ética enorme con los 
animales. Y, cabe agregar, una 
impostergable deuda política. 

1. En este trabajo se utiliza el término “animal” para aludir a los animales 

no humanos.

Fuente: OpenAI (ChatGPT)

Fuente: OpenAI (ChatGPT)
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Sobre la base de estas consideraciones, en el si-
guiente trabajo se invita a reflexionar sobre los 
derechos de los animales, adoptando como pun-
to de partida la idea de que se trata de un asunto 
de justicia que exige respuestas urgentes desde el 
plano teórico, pero también un fuerte compromiso 
colectivo en el plano práctico a fin de promover los 
cambios necesarios para su reconocimiento y pro-
tección.

Con la intención de discutir estos temas, se inicia 
el análisis mostrando las limitaciones del contrac-
tualismo clásico en relación con la cuestión animal, 
específicamente a partir del estudio de sus presu-
puestos teóricos básicos. Luego, se propone inda-
gar acerca del contractualismo contemporáneo a 
partir de la teoría de la justicia de John Rawls y el 
lugar que tienen los animales en ella. De esta ma-
nera se brindan argumentos para sostener que 
estas perspectivas teóricas no cuentan con las he-
rramientas conceptuales necesarias para incluir la 
problemática como una cuestión de justicia. 

Finalmente, se centra la discusión en el enfoque de 
las capacidades de Martha Nussbaum, con la in-
tención de ponderar sus aportes como una teoría 
mínima de la justicia mejor equipada conceptual-
mente para diseñar principios políticos que inclu-
yan los intereses de los animales. De esta forma se 
espera contribuir, en alguna medida, a ampliar el 
debate sobre la justicia trascendiendo el antropo-
centrismo imperante en las principales teorías.

METODOLOGÍA

La metodología empleada en este trabajo consis-
te en un abordaje analítico-descriptivo desde una 
perspectiva filosófica. Se realiza un análisis crítico 
de algunas propuestas teóricas orientadas a re-
flexionar sobre los derechos de los animales como 
un problema de justicia.

Concretamente, se abre la discusión acerca de las 
bases teóricas del contractualismo clásico y se pre-
sentan las ideas principales de la teoría de la justi-
cia de John Rawls en relación con los animales y los 
deberes del ser humano hacia ellos. Se establecen 
diferencias conceptuales entre estas propuestas 
y el enfoque de las capacidades de Martha Nuss-
baum, evidenciando su alcance y posibles aportes.

DISCUSIÓN

1. El contractualismo clásico y sus 
limitaciones en relación con la cuestión 
animal

Es innegable que las teorías contractualistas han 

tenido una gran influencia histórica y probable-
mente sean de las teorías de la justicia más pode-
rosas de las que se dispone, pero aun las grandes 
teorías pueden tener serias limitaciones. Al res-
pecto, Martha Nussbaum (2004; 2007; 2012) se ha 
ocupado de señalar que persisten en la actualidad 
algunos problemas graves de justicia social no re-
sueltos por dicha teoría, entre ellos la cuestión de 
los derechos de los animales. Ciertamente, los pre-
supuestos básicos en los que se sustenta el con-
tractualismo establecen límites bien marcados a 
su alcance, impidiendo su extensión al reino ani-
mal. Para comprender con claridad estas dificulta-
des, resulta conveniente mencionar brevemente 
cuáles son esos presupuestos (Nussbaum, 2007):

Las circunstancias de la justicia: el pro-
yecto de establecer ciertos principios po-
líticos básicos surge bajo determinadas 
circunstancias. En términos muy simples, 
las teorías del contrato social establecen 
típicamente que la justicia tiene sentido 
cuando las personas se encuentran en 
una situación tal que abandonan el esta-
do de naturaleza y establecen un acuerdo 
para el beneficio mutuo.

Las características de las partes: las par-
tes del contrato social son libres, iguales 
e independientes. El postulado de la li-
bertad natural es central y constituye un 
ataque de esta tradición hacia distintas 
formas de jerarquía y tiranía. Tal como se-
ñala Locke en su Segundo tratado sobre el 
gobierno civil, sólo por medio del consen-
timiento alguien puede quedar sometido 
al poder de otro. En la propuesta de Kant 
esto implica que cada persona tiene el de-
recho de perseguir su propia concepción 
de la felicidad, siempre que

Fuente: Igualdad Animal
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El beneficio mutuo como finalidad de la coo-
peración social: las partes cooperan porque de 
esta forma obtienen un beneficio que no obten-
drían si no lo hicieran. Por lo tanto, se descarta 
toda presunción de altruismo, el contrato se sus-
cribe para ventaja recíproca de los participantes. 
Es esa ventaja, y no el interés ni el amor por los 
demás, la causa que lleva a las personas a reu-
nirse en sociedad (Nussbaum, 2012). Inclusive 
Locke, que pone su atención en la benevolencia, 
sostiene que el motivo por el cual las personas 
se unen en una comunidad es lograr vivir 

Una vida confortable, pacífica y 
libre de temores, en el disfrute 
seguro de sus propiedades, y de 
gozar de una mayor protección 
frente a quienes no pertenecen a 
ella” (Locke, 2005, p. 115). 

De manera que no se requiere ningún respeto 
intrínseco por el bien de los demás, ni ninguna 
especie de apego por la justicia en cuanto tal. 

La motivación de las partes: se vincula estre-
chamente con el presupuesto anterior, implica 
que las partes en la negociación social tienen 
motivos acordes con su búsqueda del beneficio, 
es decir que aspiran a alcanzar sus proyectos. De 
esta forma la mayoría de los contractualistas pa-
recen sostener que los sentimientos benevolen-
tes son insuficientes en sí mismos para brindar 
estabilidad a la sociedad política, considerando 
que los principios políticos deben surgir de un 
punto de partida más determinado y, en algún 
sentido, menos exigente. 

Como queda en evidencia, estos presupuestos teó-
ricos -especialmente los de igualdad aproximada y 

No perjudique la libertad de los 
demás que puede coexistir con la 
libertad de cada uno según una 
ley universal posible” (Kant, 1984, 
pp. 42-43).

Para la tradición contractualista el derecho a 
la libertad es pre-político, en tanto pertenece a 
cada miembro de la comunidad como ser hu-
mano. Es interesante señalar que este aspecto 
tiene una gran importancia moral y política, pero 
a la vez puede volverse problemático cuando se 
indaga acerca de cuáles serían las capacidades 
que presupone esa libertad. Surgen dificultades 
cuando se confrontan esas capacidades con las 
vidas de los animales. Por otro lado, la igualdad 
de las partes es crucial en tanto permite com-
prender el motivo por el cual establecen un 
contrato, cómo lo hacen y qué esperan obtener 
del mismo. Además, es importante considerar 
que justamente esta presunción de igualdad 
es la que lleva a que el contrato no pueda dar 
respuesta a ciertas cuestiones de justicia vincu-
ladas con las profundas desigualdades y asime-
trías que existen entre los individuos. En cuanto 
al atributo de independencia, el mismo implica 
que las personas no se encuentran en una situa-
ción de dominación ni de dependencia asimé-
trica en relación con otros. 

Fuente: SciencePost
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beneficio mutuo- impiden en buena medida que 
el contractualismo aborde de un modo adecuado 
ciertos problemas de justicia que implican asime-
trías entre los individuos potencialmente suscrip-
tores del contrato. Al presentar la imagen de un 
contrato establecido entre seres humanos adultos, 
racionales, libres, iguales e independientes para 
explicar el origen de los principios de la justicia, ex-
cluyen los intereses de las criaturas no humanas. 
Además, estas teorías confunden la cuestión de 
quién diseña los principios con la de para quién 
son diseñados, de tal manera que no pueden in-
cluir a ningún animal en el grupo de aquellos para 
quienes se establecen en tanto no participan en la 
elaboración del contrato. Por lo tanto, los anima-
les no pueden ser considerados sujetos primarios 
de justicia porque no pueden formular contratos 
(Nussbaum, 2007). 

En consecuencia, los representantes de esta tradi-
ción generalmente sostienen que el ser humano 
no tiene deberes morales directos hacia los anima-
les o que, en caso de haberlos, serían deberes in-
directos o derivados de compasión o caridad más 
que de justicia. Un claro ejemplo de una teoría de 
los deberes indirectos es la propuesta de Immanuel 
Kant, quien brinda un pronunciamiento explícito 
acerca del tema:

Ahora bien, como los animales existen única-
mente en tanto que medios y no por su propia 
voluntad, en la medida en que no tienen cons-
ciencia [458-459] de sí mismos, mientras que el 
hombre constituye el fin y en su caso no cabe 
preguntar: «¿por qué existe el hombre?», cosa 
que sí sucede con respecto a los animales, no 
tenemos por lo tanto ningún deber para con 
ellos de modo inmediato; los deberes para con 
los animales no representan sino deberes in-

directos para con la humanidad. Dado que la 
naturaleza animal es análoga a la humana, ob-
servamos deberes hacia la humanidad, cuando 
por analogía los observamos hacia los animales 
y promovemos con ello de modo indirecto nues-
tros deberes hacia la humanidad (…) Para no 
desarraigar estos deberes humanos, el hombre 
ha de ejercitar su compasión con los animales, 
pues aquel que se comporta cruelmente con 
ellos posee asimismo un corazón endurecido 
para con sus congéneres. Se puede, pues, co-
nocer el corazón humano a partir de su relación 
con los animales. (Kant, 1988, pp. 287-288)

La limitación del contractualismo clásico en re-
lación con los animales no puede ser remediada 
con una simple reformulación o mediante algunos 
ajustes conceptuales menores, sino que supondría 
una modificación sustancial de sus postulados bá-
sicos. De modo que cualquier cambio es ese sen-
tido alteraría la estructura teórica misma. Ahora 
bien, es interesante preguntar si el contractualis-
mo contemporáneo logra o no superar estas limi-
taciones avanzando hacia la posibilidad de incluir 
los intereses de los animales.

2. La cuestión animal en la teoría de la 
justicia de John Rawls

En el debate acerca de los derechos animales es 
interesante considerar la postura de Rawls, asu-
miendo que su propuesta contractualista es, sin 
duda, una de las más influyentes y relevantes en 
la actualidad. La posición del autor con respecto 
a los animales puede ser enmarcada, al igual que 
la propuesta kantiana, dentro de las denominadas 
teorías de los deberes indirectos.2 En términos ge-
nerales, dichas teorías sostienen que los animales 
no tienen valor moral y, en consecuencia, no hay 
ningún tipo de deber directo hacia ellos. De modo 
que existen deberes hacia las personas porque tie-
nen valor moral y sólo en un sentido derivado hacia 
los animales. Esto supone, en buena medida, equi-
parar a los animales con cosas, dando por sentado 
que pueden ser propiedad de los humanos (Ortiz 
Millán, 2017). 

Al igual que Kant, Rawls limita a los agentes mo-
rales -y no a los pacientes morales-3 el universo de 

2. La distinción entre aquellas teorías que reconocen deberes directos o 

indirectos hacia los animales se establece a partir de la consideración del 

estatus moral de los mismos. La perspectiva que sostiene que los ani-

males carecen de valor moral reconoce que sólo hay deberes indirectos 

hacia ellos. En cambio, la perspectiva que sostiene que los animales son 

dignos de consideración moral reconoce que los seres humanos tienen 

deberes directos hacia ellos (Ortiz Millán, 2017).

3. Los agentes morales son aquellos individuos que tienen algunas capa-

cidades sofisticadas, entre ellas la capacidad de aplicar principios mora-

les imparciales en la determinación de lo que debe hacerse escogiendo 

libremente un curso de acción. Además, no sólo pueden hacer lo que es 

correcto o incorrecto, sino que también son receptores de los actos de Fuente: Dreamstime
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aquellos individuos hacia quienes hay deberes di-
rectos, reconociendo que sólo existen ciertos debe-
res derivados de compasión y de humanidad hacia 
los animales. Aquello que impone esos deberes es 
el hecho de que los animales sientan placer y dolor, 
pero esto no supone una cuestión de justicia: 

La capacidad de sentimientos de placer y de do-
lor, y de las formas de vida de que son capaces 
los animales, imponen, evidentemente, deberes 
de compasión y de humanidad en su caso. No 
intentaré explicar estas creencias aquí conside-
radas. Se hallan fuera del campo de la teoría de 
la justicia, y no parece posible ampliar la doctri-
na contractual hasta incluirlas de un modo na-
tural. (Rawls, 1993, pp. 565-566)

Además, los animales carecen de las propiedades 
que determinan que los individuos sean tratados 
conforme a los principios de la justicia. Ser una per-
sona moral es condición necesaria para ello, y las 
personas morales se definen en referencia a dos 
características: “son capaces de tener (y se supo-
ne que de adquirir) un sentido de su bien (…); y se-
gunda, que son capaces de tener (y se supone que 
de adquirir) un sentido de la justicia (Rawls, 1993, p. 
557).

Precisamente, la igualdad entre las personas radi-
ca en tener dichos poderes al menos en un grado 
mínimo para ser “miembros plenamente coopera-
dores de la sociedad” (Rawls, 1995, p. 42). Dado que 
estos poderes son propios de los seres humanos, 
los animales no alcanzan a ser personas en el sen-
tido requerido. Y al no poseer las capacidades de 
los agentes morales, tampoco forman parte de la 
comunidad política (Sierra, 2019). En este orden de 
cosas, tanto la inviolabilidad de las personas como 
la dignidad son definidas en términos de su perte-
nencia a la comunidad moral, y esto excluye a los 
animales de la discusión.  Por lo tanto, el vínculo 
entre los seres humanos y el mundo natural no 
constituye una relación de justicia. 

Como puede suponerse, el contractualismo con-
temporáneo de Rawls no logra superar las limita-
ciones mencionadas anteriormente. El hecho de 
que no incluya a los animales en su teoría de la 
justicia se debe tanto a su concepción kantiana de 
la noción de persona como a la estructura teórica 
misma del contrato social. De modo que la justi-
cia finalmente parece ser patrimonio exclusivo del 
mundo humano.

Sobre la base de estas consideraciones, resulta cru-
cial cuestionar críticamente si el trato cruel dispen-
sado a los animales por parte de los seres humanos 

otros agentes morales. En cambio, los pacientes morales carecen de los 

prerrequisitos que les permitirían controlar su propio comportamiento 

de tal manera que los hiciera moralmente responsables de sus actos (Re-

gan, 2016). Para algunos autores los animales serían pacientes morales.

sólo da lugar, en el mejor de los casos, a deberes de 
compasión. Lo cierto es que una simple mirada ha-
cia la realidad basta para comprender que muchas 
decisiones que los humanos toman diariamente 
afectan las vidas de otras especies causándoles 
graves sufrimientos o malogrando su florecimien-
to. Esto sin duda constituye un problema de justicia 
que exige respuestas apropiadas desde lo teórico, 
pero también en la praxis. En este sentido, es preci-
so señalar que en tiempos recientes varios autores 

Fuente: Ecoyaab

Fuente: Zoostash
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han problematizado la cuestión animal desde una 
perspectiva política (ya no exclusivamente ética), 
dando lugar a algunos enfoques basados en los de-
rechos. Lo que supone, entre otras cosas, incorpo-
rar ciertos conceptos que el contractualismo aplica 
a los seres humanos de forma excluyente. Es por 
ello que, sin dejar de reconocer los valiosos aportes 
de esta tradición, es indispensable contar con una 
propuesta alternativa que brinde las herramientas 
necesarias para incluir los intereses de los anima-
les en el marco de una teoría de la justicia. En este 
trabajo se argumenta que el enfoque de las capa-
cidades de Martha Nussbaum podría hacer impor-
tantes aportes en ese sentido. 

3. Aportes del enfoque de las 
capacidades como una propuesta 
superadora

Como se mencionó anteriormente, las limitaciones 
del contractualismo en relación con la posibilidad 
de abordar la cuestión animal en términos de justi-
cia, se deben fundamentalmente a los presupues-
tos teóricos en que se apoya. Y es precisamente en 
este punto donde el enfoque de las capacidades de 

Nussbaum se distancia aportando herramientas 
conceptuales más prometedoras. A diferencia del 
contractualismo, no necesita introducir la hipótesis 
de que las partes son libres, iguales e independien-
tes, y esto es una ventaja significativa al momento 
de abordar aquellas situaciones que suponen asi-
metrías de poder. Además, el enfoque parte de una 
concepción del ser humano como animal político 
que implica no sólo su consideración como un ser 
moral y político, sino también como una criatura 
cuya dignidad no se opone a su naturaleza animal, 
sino que es inherente a ella y a su trayectoria tem-
poral. El reconocimiento de su naturaleza animal, 
dependiente, necesitada y vulnerable amplía el 
alcance del enfoque como una teoría mejor equi-
pada para evaluar y responder a las injusticias. Por 
otro lado, niega que los principios de la justicia 
deban garantizar el beneficio, destacando que la 
justicia es un bien que puede ser perseguido por 
sí mismo y su interpretación como el resultado de 
un contrato para la ventaja mutua supone una gra-
ve reducción. Asimismo, también se distancia del 
contractualismo en relación con la motivación de 
las partes, puesto que puede incluir sentimientos 
benevolentes que son fundamentales al momento 
de abordar la cuestión animal (Nussbaum, 2007).

Fuente: OpenAI (ChatGPT)

Fuente: OpenAI (ChatGPT)
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Si bien este enfoque en sus inicios fue diseñado 
para ser aplicado a los seres humanos, en la obra 
Las fronteras de la justicia (2007) Nussbaum 
propone extenderlo hacia el resto de los anima-
les delineando las bases conceptuales de una 
teoría de la justicia que en tiempos más recien-
tes ha ido cobrando forma intentando remediar, 
en alguna medida, el silencio predominante en 
este ámbito acerca de los animales. 

En términos generales, el argumento central del 
enfoque establece que una sociedad es justa si 
garantiza a cada ciudadano un umbral mínimo de 
ciertas capacidades centrales. Las mismas son con-
cebidas como elementos esenciales en las vidas de 
los individuos y conforman una especie de lista de 
derechos fundamentales. Dicha lista incluye los 
siguientes aspectos: vida; salud física; integridad 
física; sentidos, imaginación y pensamiento; emo-

ciones; razón práctica; afiliación; relación con otras 
especies; juego; y control sobre el propio entorno 
político y material (Nussbaum, 2007; 2012; 2023). 

Al extender esta propuesta al reino animal, la auto-
ra parte de la idea de que los animales son agentes 
-no meros receptáculos de placer o dolor- y fines 
en sí mismos. Además, incorpora algunos concep-
tos que hacen de su enfoque una alternativa muy 
atractiva para diseñar principios de justicia que 
contemplen los intereses todas las criaturas con las 
que el ser humano comparte el planeta. 

Un concepto central es la idea de dignidad, en 
estrecha conexión con la noción de norma de 
especie. Nussbaum argumenta que los anima-
les son capaces de llevar una vida digna propia 
de su especie, entendiendo que cada animal 
(como cada ser humano) tiene una forma de 
vida que entraña un conjunto de objetivos rele-
vantes que aspira a conseguir: “cada animal es 
un sistema teleológico dirigido a un conjunto de 
fines buenos relacionados con la supervivencia, 
la reproducción y, en la mayoría de los casos, la 
interacción social” (Nussbaum, 2023, p. 125). La 
justicia para los animales requiere que tengan 
acceso a aquellas capacidades que son típicas 
de los miembros de su especie. Así, la norma de 
especie cumple una función práctica indispen-
sable, puesto que sirve para definir el contexto 
en el que los individuos o miembros de una es-
pecie logran florecer o no (Nussbaum, 2007). 

Una crítica interesante que algunos autores hacen 
a la noción de norma de especie es que sólo po-
dría tener sentido si los humanos y el resto de los 
animales vivieran separados, pero esto no sucede 
con los animales domesticados que forman parte 
de una sociedad compartida con los humanos. De 
modo que son miembros de una especie y a la vez 
son miembros de una comunidad interespecies. 
Por eso, para tener una idea acabada de las capa-
cidades necesarias para su florecimiento sería in-
dispensable considerar el contexto en el que viven 
(Donaldson y Kymlicka, 2018). En trabajos más re-
cientes, de alguna manera Nussbaum supera esta 
crítica advirtiendo con lucidez que ciertos anima-
les tienen una forma de vida mucho más relacio-
nal con criaturas de otras especies e incluso con 
los humanos, y afirma que “basarnos en lo que es 
normal para una especie no implica encarcelar a 
una criatura dentro de los límites de la suya pro-
pia” (Nussbaum, 2023, p. 137). En este orden de co-
sas, reconoce explícitamente que en los animales 
de compañía la posibilidad de florecimiento se da 
dentro de una relación con los humanos. Esto im-
plica, evidentemente, tomar en consideración las 
relaciones interespecies y el contexto específico en 
el que logran florecer. Asimismo, supone que el ser 
humano debe responder con seriedad a la respon-
sabilidad que tiene en relación con ello. 

Fuente: ProAves
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Otro concepto fundamental que la autora integra a 
su teoría es la noción de conato significativo ligado 
a la idea de sintiencia. Así, su enfoque se basa en 
las formas de vida de los seres sintientes y puede 
ser entendido como una teoría de la justicia básica 
que busca sostener las aspiraciones y los esfuerzos 
-el conato- de esas criaturas sin centrarse exclusiva-
mente en el dolor. Desde esta perspectiva, los seres 
sintientes son aquellos a los que su enfoque atribu-
ye el derecho a recibir un trato justo, entendiendo 
que no sólo pueden sentir dolor, sino que poseen 
la aptitud para tener una perspectiva subjetiva del 
mundo. Precisamente esa sintiencia entendida de 
un modo más amplio que la mera capacidad de 
sentir placer o dolor, es la base necesaria para ser 
un sujeto de justicia. En ese contexto, las injusticias 
son entendidas como una “obstaculización indebi-
da de las actividades características de la vida de 
un animal sintiente” (Nussbaum, 2023, p. 148).

A partir de estas consideraciones, la pregunta 
fundamental que plantea el enfoque es la si-
guiente: ¿qué criaturas son capaces de tener un 
conato significativo? Dicho con otras palabras: 
¿qué criaturas son capaces no sólo de sufrir, sino 
de ver injustamente frustrados sus esfuerzos y 
aspiraciones? En términos muy simples, los se-
res a los que se refiere el enfoque son aquellos 
capaces de tener algún tipo de percepción y de-
seo, y de moverse como respuesta a la combi-
nación de ambos. Esto es lo que hace que un 
conato sea significativo:

Por percepción me refiero (…) a la capacidad de 
centrar la atención en objetos presentes en el 
mundo, y de hacerlo no sólo por encuentro fortui-
to, sino por algún tipo de guía o dirección real, o por 
aquello que los filósofos llaman intencionalidad. El 
mundo tiene un «aspecto» para esas criaturas, que 
notan algún tipo de experiencia subjetiva. Algo si-
milar ocurre con el deseo: las criaturas que nos in-
teresan aquí no se limitan a rehuir mecánicamente 
el peligro ni a acudir a la comida de forma igual-
mente automática, sino que sienten una atracción 
subjetiva hacia aquello que ven como bueno, y una 
aversión también percibida subjetivamente como 
tal hacia aquello que ven como malo. (Nussbaum, 
2023, p. 149)

En definitiva, el enfoque de las capacidades “con-
siste básicamente en dar a los seres conativos una 
oportunidad mínimamente aceptable de flore-
cer” (Nussbaum, 2023, p. 125). Al respecto, la autora 
afirma que su propuesta es una teoría básica de 
la justicia orientada a la protección de un umbral 
razonable de todas las capacidades animales cen-
trales, y puede servir de “Constitución virtual” ideal. 
Es decir, proporciona una guía para que diversas 
naciones o regiones del mundo puedan encontrar 
inspiración en la elaboración de sus propias leyes 
de protección animal. En este sentido, su objetivo 
fundamental es que todos los animales tengan la 

oportunidad de llevar vidas compatibles con su 
dignidad y su conato en el contexto de ese umbral 
de protección (Nussbaum, 2023).

En suma, la consideración de los animales como 
fines en sí mismos obliga a plantear una pregun-
ta crucial: ¿qué es lo que este principio exige a las 
sociedades actuales en materia de políticas públi-
cas y derecho? Esto interpela directamente a los 
seres humanos, quienes tienen la responsabilidad 
de asumir un fuerte compromiso político que se 
traduzca en acciones concretas sin perder de vis-
ta que “la orientación de una política debe basarse 
en la idea de que cada criatura tiene derecho a los 
prerrequisitos de una vida floreciente para ese tipo 
de criatura” (Nussbaum y Faralli, 2019, p. 27). Es de-
cir, la especie humana debe hacerse cargo de una 
tarea impostergable: contribuir a que las activida-
des vitales de las criaturas con quienes comparte 
el planeta sean efectivamente posibles en un mar-
co de protección. Finalmente, el interrogante que 
queda planteado es si el ser humano será capaz de 
estar a la altura de semejante desafío.

Fuente: El Español

Fuente: El Tiempo
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en los que se apoya, niega que los seres humanos 
tengan obligaciones de justicia hacia los anima-
les. Esta limitación no implica en ningún sentido 
descartar o desconocer la influencia y los aportes 
de dichas teorías, más bien obliga a buscar alguna 
propuesta alternativa que ofrezca las herramientas 
necesarias para alcanzar el objetivo específico de 
incluir la cuestión de los derechos animales como 
un problema de justicia. 

Se ha argumentado que el enfoque de las ca-
pacidades de Martha Nussbaum se presenta 
como una teoría mejor equipada conceptual-
mente para dar ese paso tan necesario. Al pos-
tular que todos los animales sintientes son fi-
nes en sí mismos poseedores de una dignidad 
propia merecedora de respeto, se distancia del 
contractualismo y puede ser extendido al resto 
de las especies. Es decir, los presupuestos en los 
que se basa el enfoque facilitan notablemente 
su aplicación como una teoría de la justicia mí-
nima que aporta un modelo orientador para la 
elaboración de leyes protectoras de los anima-
les. De esta forma se aleja del antropocentrismo 
dominante en materia de justicia, planteando 
que una sociedad no puede ser justa mientras 
desconozca los intereses de algunas de las cria-
turas que las conforman. Asimismo, el reconoci-
miento del estrecho vínculo entre los animales 
domesticados y los humanos aporta un hori-
zonte prometedor para diseñar principios de 
justicia interespecies, teniendo en cuenta la re-
levancia de las relaciones sociales y del contexto 
al momento de determinar qué capacidades se-
rían centrales para ciertas especies en términos 
de florecimiento. En este sentido, es importante 
enfatizar que, a diferencia de otras teorías, el en-
foque responde de un modo más fiel a la natu-
raleza animal del ser humano y a las particulari-
dades del mundo animal. Al postular principios 
políticos de un modo no metafísico, muestra un 
mayor respeto por la pluralidad y las diferencias.  

CONCLUSIÓN

En el inicio de este trabajo se hizo referencia 
a la enorme deuda ética y política que los hu-
manos tienen con el resto de los animales. Esa 
deuda se vincula, esencialmente, con la posibili-
dad concreta de extender la teoría de la justicia 
más allá del reino humano, reconociendo que 
en muchas ocasiones las acciones, decisiones 
u omisiones de las personas afectan considera-
blemente las vidas de otras especies. Para ello, 
poner fin al silencio que ha prevalecido sobre 
estas cuestiones en las principales teorías de la 
justicia a lo largo de la historia es, sin duda, una 
tarea insoslayable.

El recorrido propuesto por algunas perspectivas 
teóricas ha tenido la intención de propiciar un es-
pacio de reflexión crítica que contribuya, en alguna 
medida, a repensar la relación humanos-animales 
y ponderar los aportes de cada una de ellas en rela-
ción con esta problemática.

En este sentido, ha quedado en evidencia que el 
contractualismo, aun en la versión contemporánea 
de John Rawls, presenta serias limitaciones que im-
piden abordar el tema de un modo adecuado. En 
efecto, debido a su compromiso con la racionalidad 
como fuente de la dignidad y a los presupuestos 

Fuente: Covioriente

Fuente: El Tiempo
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Por último, es relevante señalar que la aplicación 
de esta propuesta debe ser gradual y fragmenta-
da. Nussbaum (2023) advierte, precisamente, que 
no podría ser de otro modo puesto que el viaje po-
lítico hacia la justicia para los animales se encuen-
tra recién en sus inicios y queda mucho por hacer, 
especialmente a nivel legislativo. Lo cierto es que 
varios autores comienzan a plantear esta discu-
sión desde diversos enfoques. Posiblemente esas 
propuestas puedan aportar elementos interesan-
tes y quizás hasta tener puntos de contacto con el 
enfoque de las capacidades. En este sentido, sería 
deseable avanzar para intentar alcanzar un con-
senso entrecruzado en relación con los principios 
políticos necesarios para construir sociedades más 
justas y respetuosas de la diversidad de seres que 
luchan por florecer. 
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INTRODUCCIÓN

La irrupción de la inteligencia artificial (IA) en los 
sistemas jurídicos contemporáneos representa 
una de las transformaciones más profundas que 
ha enfrentado el Derecho desde su consolidación 
como disciplina autónoma. Este fenómeno no solo 
plantea la incorporación de nuevas herramientas 
tecnológicas en la práctica forense o en la adminis-
tración de justicia, sino que obliga a revisar y repen-
sar los fundamentos filosóficos, epistemológicos y 
operativos del sistema legal. A diferencia de otras 
innovaciones técnicas que impactaron marginal-
mente en ciertos aspectos procedimentales, la IA 
amenaza con modificar la forma en que se concibe 
la interpretación normativa, la aplicación del Dere-
cho y la función judicial en su conjunto. Este trabajo 
se propone abordar de manera integral el impacto 
de la inteligencia artificial en el sistema jurídico, 
evaluando tanto sus usos actuales como sus pro-
yecciones futuras, con especial énfasis en los de-
safíos éticos y jurídicos que conlleva su utilización. 
Para ello, se analiza el estado del arte en la materia, 
se recogen experiencias comparadas y se examina 
críticamente la jurisprudencia más relevante en el 
contexto latinoamericano, con particular atención 
a la Sentencia T-323-24 de la Corte Constitucional 
de Colombia. 
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Fuente: Google Gemini

USOS Y OPORTUNIDADES DE LA 
INTELIGENCIA ARTIFICIAL EN EL 
DERECHO

En primer lugar, antes de comenzar con el desa-
rrollo de las distintas aristas que presenta la utili-
zación de la IA dentro del proceso judicial es útil 
definir ¿Qué es IA?

En palabras de Lasse Rouhiainen la IA “Es la ca-
pacidad de las máquinas para usar algoritmos, 
aprender de los datos y utilizar lo aprendido en 
la toma de decisiones tal y como lo haría un ser 
humano.” (Rouhiainen, 2018)

Las posibilidades que la inteligencia artificial trae 
al campo jurídico son amplias y variadas, y han co-
menzado a materializarse en aplicaciones concre-
tas que transforman tanto la práctica profesional 
como la gestión institucional del sistema judicial. 
En su dimensión más básica, la IA ha demostrado 
ser extremadamente eficaz en la automatización 
de tareas repetitivas y de alto volumen, como la 
clasificación de documentos, la extracción de da-
tos relevantes, la comparación de cláusulas con-
tractuales y la sistematización de expedientes 
electrónicos. Estas funciones, que en el pasado 
consumían tiempo y recursos humanos considera-
bles, hoy pueden realizarse en cuestión de segun-
dos mediante algoritmos de aprendizaje supervi-

sado entrenados en corpus legales específicos. La 
eficiencia generada por estas aplicaciones ha sido 
especialmente notoria en áreas del Derecho con 
altos volúmenes de casos, como los fueros conten-
cioso-administrativos o laborales.

No obstante, las aplicaciones más interesantes de 
la inteligencia artificial en el Derecho se encuen-
tran en su capacidad para ofrecer asistencia sus-
tantiva a través del análisis predictivo, la identifica-
ción de patrones jurisprudenciales y la elaboración 
automatizada de borradores de decisiones. He-
rramientas como ROSS Intelligence, LexisNexis y 
otras plataformas han demostrado que es posible 
desarrollar modelos que predicen con cierto gra-
do de fiabilidad el resultado probable de un litigio, 
considerando variables como el tipo de caso, el tri-
bunal interviniente, la composición del órgano juz-
gador y el texto de demandas y contestaciones. En 
América Latina, la experiencia pionera del sistema 
Prometea, desarrollado en Argentina, ha mostrado 
que la IA puede asistir a fiscales y jueces en la re-
dacción de dictámenes, ofreciendo modelos preli-
minares que luego son supervisados y corregidos 
por operadores humanos (Corvalán, 2018). Desarro-
llada en el Ministerio Público Fiscal de la Ciudad de 
Buenos Aires, esta herramienta representó un salto 
cualitativo en términos de eficiencia. Su funciona-
miento se basa en el paradigma de la inteligencia 
en la interfaz, lo que implica que el usuario puede 
interactuar con el sistema mediante lenguaje na-
tural —oral (cómo Siri para poner un ejemplo co-
nocido) o escrito— sin necesidad de conocimientos 
técnicos informáticos, mientras que la inteligencia 
artificial se encarga de gestionar en segundo pla-

Fuente: Google Gemini
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no la red de conexiones necesarias para resolver la 
tarea solicitada (Corvalán, 2017).

El procedimiento automatizado comienza con la 
introducción del número de expediente. A partir 
de allí, la herramienta accede a fuentes oficiales, re-
cupera sentencias de distintas instancias, las anali-
za junto con más de 1400 dictámenes anteriores y 
propone un modelo de resolución ajustado al caso. 
Todo ello se produce en cuestión de segundos y sin 
intervención humana previa. Lo distintivo del sis-
tema no es solo su capacidad de predicción jurídi-
ca, sino también su operatividad completamente 
vocalizada y autónoma, que permite completar un 
dictamen entero —incluyendo la integración nor-
mativa pertinente— sin necesidad de utilizar el te-
clado o el mouse, y con asistencia proactiva ante 
errores formales o vencimientos de plazos (Corva-
lán, 2017).

Prometea ha demostrado resultados empíricos 
contundentes: según las evaluaciones realizadas 
por su equipo de desarrollo, su rendimiento ha 
sido entre un 200 % y un 288 % más eficiente que 
los métodos tradicionales de elaboración de dic-
támenes fiscales (Corvalán, 2017). Si bien los resul-
tados generados por el sistema continúan siendo 
supervisados por funcionarios humanos antes de 
su firma definitiva, el impacto transformador de 
esta herramienta sugiere un potencial considera-
ble para su aplicación en otros sectores del Estado, 
especialmente aquellos vinculados con el acceso a 
derechos de poblaciones vulnerables.

La ventaja que posee es que utiliza algoritmos de 
caja blanca, a diferencia del sistema COMPAS de 
Estados Unidos que se sirve de algoritmos de caja 
negra.

Estas herramientas no reemplazan la labor juris-
diccional, pero sí optimizan tiempos, se homogeni-
zan criterios y reducen márgenes de error.

DESAFÍOS ÉTICOS Y JURÍDICOS 
FUNDAMENTALES

La aplicación de inteligencia artificial en el siste-
ma legal plantea desafíos significativos que no 
pueden ser abordados únicamente desde una 
perspectiva técnica. Al introducirse en proce-
sos que afectan derechos fundamentales, la IA 
debe ser sometida a los mismos estándares de 
legitimidad, transparencia, control y rendición 
de cuentas que se exigen a las decisiones hu-
manas dentro del sistema jurídico. Uno de los 
problemas más relevantes es el de la responsa-
bilidad legal. Si un sistema automatizado pro-
duce un error que genera daño o vulnera dere-
chos, surge la pregunta de quién debe asumir 
la responsabilidad: el juez que utilizó el sistema, 
el desarrollador del software, la institución que 
lo contrató, o algún otro actor involucrado. La 
opacidad inherente a ciertos modelos de apren-
dizaje profundo (deep learning), que funcionan 
como cajas negras, dificulta rastrear las causas 
de una decisión y, por tanto, impide atribuir res-
ponsabilidad jurídica con criterios tradicionales.

Otro desafío de gran envergadura es el de la dis-
criminación algorítmica. Al ser entrenados con da-
tos históricos, los sistemas de IA pueden reprodu-
cir y amplificar sesgos estructurales presentes en 
los datos originales. Esto ha sido documentado en 
sistemas de evaluación de riesgo penal utilizados 
en Estados Unidos, como COMPAS, que otorgaban 
puntajes más altos a personas afrodescendientes 
en función de variables indirectas como lugar de 
residencia, nivel educativo o historial familiar (An-
gwin et al., 2016). En un contexto judicial, este tipo 
de sesgos puede traducirse en decisiones injustas o 
discriminatorias que afectan la igualdad ante la ley. 
La IA, lejos de ser neutral, incorpora la carga axioló-
gica de los datos con los que fue entrenada, por lo 
que su utilización sin filtros normativos adecuados 
puede erosionar garantías constitucionales.

Fuente: LinkedIn
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Es importante tener en cuenta con qué tipos de 
datos se entrena, quién y cómo los selecciona, son 
importantes los conceptos que se le proporciona al 
momento de definir la variable que será su objetivo 
(por ejemplo, en el caso mencionado para analizar 
la reincidencia ¿qué se tiene en cuenta? ¿Solo por 
condenas? ¿Todos los delitos o los que presentan 
cierta gravedad?, o si se utiliza para la búsqueda 
de empleados ¿qué características debe tener un 
buen empleado?, en todos estos casos se requiere 
que una persona califique y defina los conceptos, y 
ello influirá en los resultados de la IA.

La transparencia también constituye un princi-
pio esencial que entra en tensión con muchos 
desarrollos actuales de IA. Las partes involucra-
das en un proceso tienen derecho a conocer las 
razones que justifican una decisión, y ese de-
recho no puede verse restringido por el hecho 
de que parte del razonamiento provenga de un 
algoritmo no explicable. La explicabilidad no 
es simplemente un requisito técnico, sino una 
exigencia legal y ética. El principio de motiva-
ción de las decisiones judiciales implica que el 
juez debe ofrecer razones comprensibles, pú-
blicas y verificables, y ello se ve afectado si los 
fundamentos se delegan en sistemas opacos. 
Finalmente, debe considerarse el riesgo de des-
humanización del Derecho. La justicia no es un 
ejercicio mecánico ni puramente lógico. Supo-
ne la ponderación de valores, la empatía con las 
partes, la interpretación contextual de las nor-
mas y la deliberación ética. Estos elementos no 
pueden ser reemplazados por ninguna tecnolo-
gía, por más avanzada que sea. La tentación de 
automatizar completamente ciertos procesos 
puede conducir a una justicia despersonalizada, 
insensible y alejada de la noción de equidad que 
inspira el orden constitucional.

MARCO REGULATORIO Y 
PRINCIPIOS ÉTICOS APLICABLES

La creciente utilización de inteligencia artificial 
en el ámbito jurídico ha motivado el surgimiento 
de iniciativas regulatorias a nivel nacional e inter-
nacional que buscan establecer límites, criterios y 
salvaguardas para su desarrollo e implementación. 
Sin embargo, la rapidez con que avanzan las tecno-
logías y su capacidad disruptiva sobre las estructu-
ras jurídicas existentes han dificultado la produc-
ción de un marco normativo uniforme, coherente 
y eficaz. En la actualidad, el régimen regulatorio 
de la inteligencia artificial se encuentra en cons-
trucción, oscilando entre enfoques más paterna-
listas, que buscan controlar todos los aspectos del 
desarrollo algorítmico, y posiciones más liberales, 
que abogan por la autorregulación de los actores 
tecnológicos bajo principios de ética profesional y 
responsabilidad empresarial. En este escenario, el 

Derecho enfrenta el reto de proteger los derechos 
fundamentales sin sofocar la innovación tecnológi-
ca.

Uno de los desarrollos normativos más relevantes 
es el Reglamento de Inteligencia Artificial pro-
puesto por la Unión Europea en 2024, que adop-
ta un enfoque basado en el riesgo. Esta normativa 
clasifica los sistemas de IA en cuatro categorías, 
desde los de riesgo mínimo, riesgo limitado, alto 
riesgo hasta aquellos de riesgo inaceptable, y esta-
blece prohibiciones expresas para su uso en ciertos 
contextos, como la puntuación social o la toma de 
decisiones judiciales sin supervisión humana. Res-
pecto a los encuadrados como riesgos inacepta-

Fuente: Google Gemini
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bles se encuentran expresamente prohibidos. 

El Reglamento exige, para los sistemas de alto 
riesgo, como es el caso de su utilización den-
tro del poder judicial, requisitos estrictos de 
trazabilidad, transparencia, supervisión hu-
mana y documentación técnica, así como 
procedimientos de evaluación y auditoría in-
dependientes. En el ámbito judicial, esta nor-
mativa reconoce la imposibilidad de delegar 
en algoritmos funciones decisorias vinculadas 
a derechos fundamentales, afirmando que la 
interpretación del Derecho y la valoración de 
pruebas deben permanecer bajo control hu-
mano efectivo.

La Carta Ética Europea sobre el Uso de la Inteli-
gencia Artificial en Sistemas Judiciales, adoptada 
por la CEPEJ en 2018, también ofrece una guía va-
liosa al destacar principios como la equidad, la no 
discriminación, la calidad y seguridad de los da-
tos, la transparencia, la neutralidad tecnológica y 
la supervisión responsable.

Además, la gobernanza ética de la inteligencia 
artificial en contextos jurídicos requiere no sólo 
normas, sino también una cultura institucio-
nal que promueva la formación permanente, 
la deliberación interdisciplinaria y la participa-
ción ciudadana. Los principios rectores deben 
incluir el respeto irrestricto a los derechos hu-
manos, la proporcionalidad en el uso de tec-
nologías, la minimización del daño potencial, 
la auditabilidad de los sistemas y la posibilidad 
de objeción razonada por parte de los afecta-
dos. El marco regulatorio debe ser dinámico, 
adaptativo y sensible a los cambios tecnológi-
cos, pero al mismo tiempo firme en la defensa 
de los valores fundamentales del orden jurídi-
co. La ley, en este sentido, no puede resignarse 
a ser reactiva: debe anticiparse, guiar y orientar 
el desarrollo tecnológico en beneficio del bien 
común.

Caso Emblemático: Sentencia 
T-323-24 de la Corte 
Constitucional de Colombia

Uno de los hitos jurisprudenciales más significati-
vos en la región en relación con el uso judicial de 
la inteligencia artificial es la Sentencia T-323-24 de 
la Corte Constitucional de Colombia, emitida en 
2024. Los hechos respecto de los cuales surge la 
Sentencia T-323 de 2024 de la Corte Constitucio-
nal de Colombia versan sobre una acción de tu-
tela de salud (equivalente a un amparo de salud 
en Argentina). En noviembre de 2022 la madre 
de un menor con trastorno del espectro autista 
(TEA) interpuso una acción de tutela en contra de 
una empresa promotora de salud (en adelante 

EPS), por la presunta vulnera-
ción de los derechos a la salud 
y a la vida en condiciones dig-
nas de su hijo. Como pretensio-
nes solicitó el amparo de estos 
derechos fundamentales y, en 
consecuencia, pidió se le orde-
ne a la entidad (I) exonerar a su 
hijo de las cuotas moderadoras 
y copagos, (II) cubrir los gastos 
de transporte, con el fin de que 
el niño pueda asistir a sus te-
rapias, y (III) garantizarle trata-
miento integral. 

En primera instancia, el juez 
falló a favor de la accionante y 
amparó los derechos a la sa-
lud y a la vida en condiciones 
dignas del niño, ordenándole 
a la EPS exonerar al menor del 
pago de cuotas moderadoras y 
copagos, a cubrir los gastos de 
transporte para sus terapias y a 
asegurarle los servicios de salud 
que requiera el niño como con-
secuencia del diagnóstico TEA.

Frente a dicha sentencia, la 
EPS recurre al órgano de alza-
da “Juzgado del Circuito” so-
licitando que se declarará su 
«improcedencia» por no existir 
vulneración de derechos y, con 
ello, que se revocara el fallo de 
primera instancia. Sin perjui-
cio de ello, el órgano superior 
resolvió confirmar la sentencia 
de primera instancia, pero lo 
trascendente aquí es que en la 
resolución incluyó el uso de una 
herramienta de inteligencia ar-
tificial (ChatGPT 2). 

La herramienta fue utilizada 
para “extender los argumen-
tos de la decisión adoptada” 
apoyando la redacción del fa-
llo, ello mediante la generación 
de preguntas y respuestas ju-
rídicas, luego incorporándolas 
en la motivación del mismo. 
El juez insistió en que la deci-
sión no la tomó la IA, sino que 
la misma fue utilizada simple-
mente como una herramienta 
más de trabajo luego de haber 
adoptado la determinación en 
el caso concreto. De acuerdo 
con ello, sostuvo que la consul-
ta en ChatGPT fue solo un com-
plemento de la decisión que ya 
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había adoptado con base en los fundamentos clá-
sicos de administración de justicia, basados en el 
razonamiento judicial.

Sin embargo, esta cuestión generó dudas sobre 
la vulneración del derecho al debido proceso, 
en especial la garantía del juez natural. Fue así 
que, debido a la utilización de esta herramienta, 
el expediente fue solicitado para su revisión por 
dos magistrados de la Corte y por la defensoría 
del pueblo, en base a que el asunto resultaba ser 
novedoso y su selección le permitiría a la Corte 
determinar bajo qué parámetros es constitu-
cional que los jueces puedan usar la plataforma 
ChatGPT u otro instrumento de IA para el cum-
plimiento de sus funciones.

Por dicha cuestión la Sala de Selección de Tutelas 
Número Seis de la Corte Constitucional seleccionó 
el asunto para revisión por cumplir con los criterios 
objetivos referentes a “asunto novedoso” y “exigen-
cia de aclarar el contenido y alcance de un derecho 
fundamental”.

En su razonamiento, la Corte estableció que 
el uso moderado, responsable y transpa-

rente de herramientas de inteligencia 
artificial puede ser compatible con los 

principios constitucionales que rigen 
la administración de justicia. Sin 
embargo, subrayó que tales herra-
mientas no pueden sustituir la ra-
cionalidad judicial ni reemplazar 
las funciones indelegables del 
juez, como la interpretación nor-
mativa, la valoración probatoria, 
la motivación de las decisiones 
y la resolución de conflictos de 
derechos. El tribunal indicó que 

la IA debe ser considerada como 
un recurso auxiliar, sujeto a vali-
dación humana y a escrutinio 

institucional. La sentencia 
también precisó que el uso 

de IA en el proceso judicial 
debe ser documentado, 
motivado, trazable y ve-
rificable, de modo que 
no se afecte la transpa-

rencia ni la confianza pú-
blica en la justicia.

Además, la Corte estableció 
doce criterios específicos para 
el uso de IA en el sistema judi-

cial, los cuales enumeramos en: 
Transparencia; Responsabilidad; 
Privacidad; No sustitución de la 
racionalidad humana; Seriedad y 
verificación; Prevención de ries-
gos; Igualdad y equidad; Control 

humano; Regulación ética; Ade-

cuación a buenas prácticas y estándares colectivos; 
Seguimiento continuo y adaptación; e Idoneidad. 

Por otro lado, respecto de la cuestión de fondo (el 
amparo de salud), no se declaró la nulidad del fallo 
del Juzgado del Circuito y se señaló que “No existió 
una vulneración al derecho al debido proceso (…) 
la herramienta de Inteligencia Artificial Generativa 
no se utilizó para reemplazar la función del juez…, 
sino que se utilizó luego de haberse tomado y fun-
damentado la decisión”. 

Actualmente la Corte Constitucional de Colombia 
utiliza PretorIA, que es un sistema de inteligencia 
artificial con el propósito específico de asistir en la 
etapa de selección de tutelas, es decir, en la fase 
en que el tribunal evalúa cuáles sentencias dicta-
das por jueces ordinarios merecen ser revisadas 
para unificación jurisprudencial o para el esclare-
cimiento de derechos fundamentales. La acción 
de tutela en Colombia constituye un instrumento 
procesal privilegiado para la protección inmediata 
de derechos fundamentales, y su revisión por par-
te de la Corte Constitucional se encuentra estable-
cida en el artículo 86 de la Constitución Política y 
reglamentada por el Decreto 2591 de 1991. Dada la 
magnitud del volumen de casos que ingresan se-
manalmente a la Corte —más de 12.000 en prome-
dio durante el año 2019—, el proceso de revisión se 
enfrenta a una sobrecarga estructural que limita 
su eficacia (Saavedra & Upegui, 2021). En este con-
texto, PretorIA busca automatizar parcialmente la 
clasificación de los expedientes mediante el uso de 
procesamiento de lenguaje natural (PLN), permi-
tiendo así detectar patrones, identificar categorías 
temáticas previamente definidas por funcionarios 

Miles de acciones de tutela 
recibidas por la Corte 
Constitucional

PretorIA (Sistema de Inteligencia 
Artificial)

Procesamiento de Lenguaje 
Natural (PLN)

Detección de patrones jurídicos

Clasificación temática de 
expedientes

Generación de fichas-resumen

Revisión por funcionarios 
judiciales

Selección de casos para revisión 
constitucional
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judiciales y presentar la información en fichas-re-
sumen que asisten al equipo humano encargado 
de la selección.

Desde el punto de vista técnico, PretorIA no in-
terviene directamente en el contenido de las 
decisiones judiciales ni propone soluciones jurí-
dicas. Su función se limita a analizar los textos 
de las sentencias para determinar la presencia 
de ciertas categorías relevantes, tales como la 
existencia de precedente, el carácter novedoso 
del caso o la potencial necesidad de fijar doc-
trina constitucional. Estas categorías son utiliza-
das para alimentar bases de datos que permiten 
realizar búsquedas contextuales, elaborar esta-
dísticas sobre el comportamiento del sistema 
judicial y apoyar visualmente a los magistrados 
en su labor de selección discrecional. Así, Preto-
rIA se configura como una herramienta de so-
porte técnico que no reemplaza en ningún mo-
mento el juicio humano, ni elabora propuestas 
de resolución, ni redacta documentos jurídicos 
(Saavedra & Upegui, 2021).

Sobre este punto en particular se tuvo la oportu-
nidad de mantener un diálogo con el Dr. Carlos 
Arturo Hernández Díaz, decano de la Facultad de 
Ciencias Sociales y Administrativas de la Funda-
ción Universitaria San Martín de Bogotá, quién se 
ha dedicado los últimos años a la investigación re-
lacionada a temas de IA, uso de datos, Big Data, y 
otras cuestiones adyacentes. En la oportunidad de 
nuestro diálogo, explicó con más lujo de detalle del 
que permitiría simplemente leer el decisorio del 
tribunal colombiano. Asimismo, facilitó también un 
reciente ensayo de metodología jurídico-constitu-
cional que elaboró sobre el tema, del que es más 
que pertinente citar su conclusión:

El análisis de la Sentencia T‑323 
de 2024 permite concluir que la 
inteligencia artificial, usada de 
forma ética y controlada, puede 
complementar la labor judicial 
sin reemplazarla, siempre que 
se garantice la transparencia, 
el respeto al debido proceso y 
la autonomía del juez. El fallo 
establece una ruta clara para 
integrar la tecnología en la 
justicia, sin ceder a los riesgos 
de deshumanización o falta de 
control.

Esta decisión marca un punto 
de partida para el desarrollo 
normativo e institucional en 
Colombia sobre el uso de 
tecnologías emergentes en 

el ámbito judicial, y sienta un 
precedente importante para 
otras jurisdicciones en América 
Latina.

PROPUESTAS PARA UNA 
GOBERNANZA ÉTICA DE LA IA EN 
EL ÁMBITO JUDICIAL

Frente a los riesgos y desafíos que plantea la uti-
lización de inteligencia artificial en los sistemas 
legales, se hace imprescindible desarrollar una 
gobernanza ética que articule los principios del Es-
tado de Derecho con las dinámicas de innovación 
tecnológica. Esta gobernanza no puede reducirse 
a la mera producción normativa, sino que debe in-
cluir el diseño de instituciones, protocolos, meca-
nismos de control, procesos de formación continua 
y espacios de deliberación colectiva. La gobernan-
za ética implica, en primer lugar, establecer mar-
cos normativos claros que definan los límites de la 
IA en el contexto judicial. Esto supone reformar los 
códigos procesales para incorporar disposiciones 
sobre el uso legítimo de tecnologías en la adminis-
tración de justicia, así como establecer estándares 
mínimos sobre transparencia, explicabilidad, pro-
tección de datos y control humano. Tales dispo-

Fuente: Magnific
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siciones deben estar alineadas con las exigencias 
constitucionales y con los tratados internacionales 
de derechos humanos, que imponen obligaciones 
de motivación, igualdad, debido proceso y acceso 
a la información.

En segundo lugar, esto exige el fortalecimiento ins-
titucional del poder judicial mediante la creación de 
unidades técnicas interdisciplinarias encargadas 
de evaluar, validar, auditar y supervisar los sistemas 
tecnológicos que se pretendan implementar. Estas 
unidades deben contar con personal especializado 
en derecho, informática, ética y ciencia de datos, y 
deben actuar de manera independiente respecto 
a proveedores comerciales. Su función debe incluir 
la elaboración de guías técnicas, la evaluación de 
impacto algorítmico, la revisión periódica de los 
resultados generados por las herramientas imple-
mentadas y la rendición pública de cuentas. Solo 
mediante la existencia de mecanismos institucio-
nales robustos es posible evitar una dependencia 
acrítica de la tecnología y garantizar que la autono-
mía judicial no sea socavada por intereses privados 
o por una lógica puramente tecnocrática.

Además, se requiere la formación permanente de 
todos los operadores del sistema judicial, incluyen-
do jueces, fiscales, defensores públicos, abogados, 
peritos y personal administrativo. Esta formación 
debe incluir contenidos sobre fundamentos téc-
nicos de la IA, riesgos asociados, criterios jurídicos 
relevantes, estándares internacionales y capacida-
des críticas para el análisis de sistemas complejos. 
La capacitación no debe ser un evento aislado, sino 

un proceso continuo y obligatorio, integrado en los 
planes de carrera y en los programas de actuali-
zación profesional. Asimismo, es esencial fomen-
tar una cultura institucional de debate ético y de 
reflexión crítica sobre el papel de la tecnología en 
el Derecho, promoviendo espacios de intercambio 
entre el mundo jurídico, la academia, la ciudadanía 
y los desarrolladores tecnológicos.

Finalmente, toda estrategia de gobernanza éti-
ca debe incorporar mecanismos efectivos de 
participación ciudadana. La justicia es un ser-
vicio público y, como tal, debe estar sujeta a 
control social. La incorporación de tecnología 
en el sistema judicial no puede ser decidida úni-
camente por expertos o autoridades, sino que 
debe abrirse a la opinión de los usuarios, espe-
cialmente de aquellos que se encuentran en si-
tuación de vulnerabilidad. La inteligencia artifi-
cial puede ser una aliada de la justicia, pero sólo 
si se la somete a un control democrático riguro-
so, si se la diseña con sensibilidad institucional y 
si se la orienta al fortalecimiento de los derechos 
fundamentales. En este sentido, no basta con 
que la IA sea eficiente: debe ser legítima, justa y 
respetuosa de la dignidad humana.

CONCLUSIÓN

La inteligencia artificial representa una oportuni-
dad ineludible para repensar el sistema legal en 
términos de eficiencia, accesibilidad y racionali-

Fuente: Universidad de los Andes (Chile)
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dad operativa. No obstante, su implementación 
debe estar guiada por los valores que estructuran 
el orden jurídico democrático y no por una lógica 
de automatización acrítica o por imperativos de 
mercado. La IA puede contribuir a mejorar la ad-
ministración de justicia, pero no puede reemplazar 
la deliberación humana, la empatía, la interpreta-
ción axiológica ni la responsabilidad institucional. 
El Derecho es una construcción normativa, histó-
rica y cultural, cuyo sentido no puede ser reducido 
a correlaciones estadísticas ni a inferencias proba-
bilísticas. La justicia no es un producto automatiza-
ble, sino una práctica social basada en el recono-
cimiento del otro como sujeto de derechos, en el 
diálogo entre partes y en la deliberación prudente 
ante la complejidad de los conflictos humanos.

La experiencia de la Corte Constitucional de 
Colombia demuestra que es posible incorporar 
herramientas de IA en el trabajo judicial sin ab-
dicar de los principios fundamentales del siste-
ma jurídico. Su sentencia T-323-24 no sólo resol-
vió un caso particular, sino que sentó las bases 
para una regulación razonada, proporcional y 
responsable. Al mismo tiempo, las experiencias 
internacionales muestran que los riesgos de la 
inteligencia artificial no son meramente hipoté-
ticos: la discriminación algorítmica, la opacidad 
de los sistemas, la ausencia de control humano y 
la erosión de garantías son amenazas reales que 
deben ser enfrentadas con decisión. Por eso, 
resulta indispensable avanzar hacia una arqui-
tectura normativa e institucional que garantice 
una gobernanza ética de la IA, compatible con 
el respeto a los derechos humanos, la equidad 
social y la legitimidad democrática.

El reto no es tecnológico, sino político y jurídico. 
Se trata de decidir qué tipo de justicia queremos 
construir en la era digital, y de asegurar que las he-
rramientas que utilicemos estén al servicio de esa 
visión. A diferencia de las personas (al menos en el 
pensamiento kantiano), la inteligencia artificial no 
es un fin en sí misma, sino un medio que debe ser 
subordinado a la realización efectiva de los valores 
constitucionales. Solo así será posible aprovechar 
su potencial transformador sin sacrificar los pilares 
que sostienen la convivencia democrática.
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RESUMEN

Este artículo examina la crisis estructural del siste-
ma de justicia colombiano desde una experiencia 
jurídica real, evidenciando cómo los errores no co-
rregidos oportunamente se convierten en daños 
irreversibles. El trabajo propone una comprensión 
distinta del problema: la justicia no falla únicamen-
te por congestión, sino por la incapacidad institu-
cional de advertir, integrar y corregir incoherencias 
normativas y procesales en tiempo real. A partir de 
un caso concreto, se argumenta que la inteligencia 
artificial puede operar como una herramienta ética 
de apoyo, orientada a prevenir el error antes de que 
se consolide. Lejos de sustituir al juez, la tecnología 
se concibe como un sistema de alerta temprana 
que amplía la capacidad del derecho para obser-
varse a sí mismo. El artículo desarrolla un modelo 
de “justicia aumentada” compatible con los princi-
pios del Estado de Derecho, sustentado en límites 
normativos, transparencia y control humano per-
manente.

PALABRAS CLAVE
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ABSTRACT

This article examines the structural crisis of the 
Colombian justice system from a real legal expe-
rience, showing how uncorrected errors become 
irreversible harm. The paper proposes a different 
understanding of the problem: justice does not fail 
only due to congestion, but due to the institutional 
inability to detect, integrate, and correct normative 
and procedural inconsistencies in real time. Based 
on a concrete case, it argues that artificial intelli-
gence can operate as an ethical support tool aimed 
at preventing error before it becomes structural. 
Far from replacing the judge, technology is concei-
ved as an early-warning system that expands the 
law’s capacity to observe itself. The article develops 
a model of “augmented justice” compatible with 
the principles of the Rule of Law, grounded in clear 
limits, transparency, and permanent human con-
trol.

KEYWORDS

Justice, Artificial Intelligence, Judicial Error, State 
Liability, Legal Technology.

PREÁMBULO

La motivación de este trabajo no surge de una in-
quietud meramente teórica ni de un interés acadé-
mico aislado. Surge, por el contrario, de una expe-
riencia jurídica prolongada en el tiempo, marcada 
por la observación directa de cómo determinadas 
decisiones judiciales, cuando no son advertidas, 
corregidas o controladas oportunamente, pueden 
generar efectos profundamente lesivos para los 
derechos de las personas y para la confianza en el 
sistema de justicia.

Durante más de una década de ejercicio profesio-
nal en el ámbito del derecho en escenarios diver-
sos, con despachos judiciales distintos y frente a 
autoridades de múltiples niveles he sido testigo de 
una realidad que rara vez aparece reflejada en los 
discursos oficiales: el error judicial no siempre se 
manifiesta como un acto abrupto, evidente o es-
candaloso. En la mayoría de los casos, el error se 
consolida de manera progresiva, silenciosa, casi 
imperceptible, amparado en la rutina institucional, 
en la congestión de los despachos y en la fragmen-
tación de los mecanismos de control.

En no pocas ocasiones, una providencia inicial-
mente defectuosa no genera un daño inmediato. 
El perjuicio aparece con el paso del tiempo: cuan-
do los recursos no se resuelven, cuando las alertas 
documentales no se integran, cuando los procesos 
disciplinarios se dilatan o cuando las entidades lla-
madas a ejercer control actúan de forma tardía o 
aislada. El resultado final no es únicamente una 
decisión injusta, sino una cadena de omisiones ins-
titucionales que terminan produciendo daños an-
tijurídicos de enorme magnitud, tanto económica 
como humana.

Este trabajo se construye, entonces, desde esa ex-
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periencia concreta. No pretende erigirse como una 
crítica abstracta al sistema judicial colombiano, 
sino como una reflexión situada, nacida de la prác-
tica real, sobre las limitaciones estructurales que 
impiden detectar y corregir a tiempo decisiones 
manifiestamente contrarias a derecho. En ese con-
texto, la pregunta central que atraviesa este artícu-
lo no es si la justicia colombiana está congestiona-
da, hecho ampliamente documentado, sino si el 
sistema cuenta hoy con herramientas suficientes 
para advertir el error antes de que este se consolide 
y produzca daños irreversibles.

Es precisamente en este punto donde emerge el 
eje central de la investigación: el potencial de la 
Inteligencia Artificial como herramienta de apoyo 
ético, técnico y preventivo en la administración de 
justicia. No se trata de proponer su uso como sus-
tituto del juez ni como mecanismo automático de 
decisión, sino de explorar su capacidad para operar 
como un sistema de alerta temprana que permita 
identificar incoherencias normativas, inconsisten-
cias procesales y riesgos jurídicos antes de que es-
tos se materialicen.

La hipótesis que orienta este trabajo es clara: el 
problema de fondo de la justicia colombiana no es 
exclusivamente la congestión, sino la incapacidad 
estructural del sistema para observarse a sí mismo 
en tiempo real. Desde esta perspectiva, la Inteli-
gencia Artificial implementada con límites claros, 
supervisión humana permanente y un marco ético 
robusto puede convertirse en una herramienta cla-
ve para fortalecer el control institucional, prevenir 
el error judicial y reducir la producción de daños 
antijurídicos imputables al Estado.

A partir de esta experiencia y de este marco re-
flexivo, el presente trabajo propone un modelo de 
“justicia aumentada” que no busca reemplazar el 

razonamiento jurídico humano, sino ampliarlo, re-
forzarlo y dotarlo de mecanismos técnicos que per-
mitan al sistema judicial cumplir de manera más 
efectiva y oportuna la función que la Constitución 
le ha confiado.

CAPÍTULO I: LA CRISIS 
ESTRUCTURAL DE LA JUSTICIA 
COLOMBIANA DESDE LA 
EXPERIENCIA PRÁCTICA

La crisis de la administración de justicia en Co-
lombia suele describirse a partir de indicadores 
cuantitativos: congestión de despachos, acu-
mulación de procesos, términos procesales ex-
cedidos y déficit de personal judicial. Estos da-
tos, ampliamente documentados en informes 
institucionales y diagnósticos académicos, per-
miten dimensionar el problema, pero resultan 
insuficientes para comprender su impacto real 
cuando la crisis se manifiesta en casos concre-
tos y prolongados en el tiempo.

Desde la experiencia jurídica que motiva este tra-
bajo, la crisis no se presentó inicialmente como una 
falla excepcional o un error aislado, sino como un 
proceso progresivo de degradación del sistema, en 
el que decisiones irregulares, omisiones institucio-
nales y dilaciones injustificadas se fueron acumu-
lando sin corrección efectiva. El problema no fue 
únicamente la lentitud del aparato judicial, sino la 
manera en que esa lentitud permitió que actuacio-
nes contrarias al ordenamiento jurídico se consoli-
daran y produjeran efectos patrimoniales, procesa-
les y humanos difíciles de revertir.

El conflicto que dio origen a esta reflexión tuvo su 
punto de partida en una relación contractual de 

naturaleza privada, 
estructurada a tra-
vés de mecanismos 
jurídicos claros, en-
tre ellos una cláu-
sula compromisoria 
expresa y una arqui-
tectura fiduciaria de-
finida. Pese a ello, el 
litigio terminó siendo 
absorbido por la juris-
dicción ordinaria civil, 
aun cuando existían 
reglas claras sobre 
competencia y juez 
natural. Esta desvia-
ción inicial, lejos de 
ser corregida oportu-
namente, fue tolera-
da y profundizada a lo 
largo del proceso.

Fuente: Freepik
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La judicialización del conflicto puso en eviden-
cia una primera falla estructural: la facilidad con 
la que un despacho judicial puede asumir com-
petencia sin un control efectivo previo, incluso 
cuando existen pactos contractuales y normas 
procesales que excluyen dicha posibilidad. En 
este escenario, la garantía del juez natural dejó 
de operar como un límite real y se transformó en 
una declaración formal sin consecuencias prác-
ticas inmediatas.

Con el paso del tiempo, esta irregularidad inicial 
se convirtió en el eje alrededor del cual se articula-
ron nuevas actuaciones problemáticas. Decisiones 
adoptadas sin un examen riguroso del contexto 
contractual, providencias sustentadas en normas 
expresamente derogadas y medidas procesales de 
alto impacto patrimonial comenzaron a producirse 
en un entorno donde los mecanismos de control 
no reaccionaron con la celeridad ni la eficacia es-
peradas.

La experiencia demuestra que, cuando una deci-
sión judicial irregular no es corregida de manera 
temprana, el sistema tiende a normalizar el error. 
La irregularidad deja de percibirse como una ano-
malía y pasa a integrarse en la rutina procesal, ge-

nerando una inercia institucional difícil de detener. 
En este punto, el problema ya no es solo jurídico, 
sino estructural.

A lo largo del proceso se activaron múltiples vías 
institucionales de corrección: recursos judiciales, 
solicitudes de vigilancia, quejas disciplinarias y de-
nuncias penales. Sin embargo, la respuesta reitera-
da de las entidades competentes fue similar: con-
gestión, exceso de carga laboral, falta de tiempo 
para estudiar el fondo del asunto. Mientras tanto, 
las decisiones cuestionadas continuaron desple-
gando efectos jurídicos y materiales.

Esta dinámica revela una segunda dimensión de 
la crisis: la disociación entre la existencia formal de 
mecanismos de control y su eficacia real. El orde-
namiento jurídico colombiano prevé múltiples ins-
trumentos para la corrección de errores judiciales; 
no obstante, cuando estos operan de forma tardía, 
fragmentada o meramente formal, pierden su ca-
pacidad protectora.

La dilación no es neutral. Cada día de retraso con-
solida situaciones jurídicas que afectan el equilibrio 
entre las partes, profundiza los efectos económicos 
de decisiones cuestionables y desgasta a quienes 

Fuente: Significado
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deben acudir reiteradamente a las instituciones en busca 
de una respuesta que no llega. En este contexto, el acceso 
a la justicia deja de ser una garantía efectiva y se transfor-
ma en una carga adicional para el ciudadano.

Un elemento particularmente relevante de esta experien-
cia es la fragmentación del control institucional. Cada au-
toridad examina el problema desde un ángulo limitado: 
el juez disciplinario analiza la conducta funcional, el fiscal 
evalúa la tipicidad penal, la autoridad administrativa revisa 
aspectos formales. Sin embargo, ninguna instancia asume 
una visión integral del caso, lo que impide identificar pa-
trones reiterados de irregularidad y corregirlos de manera 
estructural.

Esta mirada parcelada favorece la dispersión de respon-
sabilidades y dificulta la adopción de medidas correctivas 
profundas. El sistema, en lugar de funcionar como una red 
coordinada de control, opera como un conjunto de com-
partimentos estancos que reaccionan tarde y de mane-
ra desconectada. La crisis se profundiza cuando la parte 
afectada carece de una defensa técnica adecuada en las 
etapas iniciales del proceso. En estos escenarios, decisio-
nes anticipadas o medidas provisionales adoptadas sin 
un análisis riguroso pueden alterar de forma irreversible 
el equilibrio del litigio, aun cuando posteriormente se de-
muestre su irregularidad. Desde esta perspectiva, la crisis 
de la justicia no puede entenderse únicamente como un 
problema de volumen de procesos o de insuficiencia pre-
supuestal. Se trata de una falla estructural en los mecanis-

mos de detección temprana, corrección 
oportuna y control cruzado de las decisio-
nes judiciales.

La experiencia práctica aquí relatada 
muestra que el daño no surge exclusiva-
mente del acto inicial contrario a derecho, 
sino de la acumulación de omisiones pos-
teriores que permiten su permanencia en 
el tiempo. La responsabilidad del sistema 
no se agota en la actuación de un funcio-
nario específico, sino que se extiende a 
la cadena institucional que, por acción u 
omisión, valida el resultado.

Este capítulo pone de relieve que la crisis 
de la justicia colombiana se manifiesta 
con mayor claridad cuando se observa 
desde dentro del proceso, desde la expe-
riencia concreta de quien enfrenta deci-
siones irregulares que no son corregidas a 
tiempo. En estos casos, la congestión deja 
de ser una explicación y se convierte en 
un velo que oculta problemas más pro-
fundos de diseño institucional, coheren-
cia normativa y gestión del riesgo jurídico.

Este diagnóstico constituye el punto de 
partida para analizar, en los capítulos si-
guientes, la responsabilidad del Estado 

frente a estas fallas, el colapso del mode-
lo tradicional de control y la posibilidad de 
incorporar herramientas tecnológicas —en 
particular la inteligencia artificial— como 
mecanismos éticos de prevención y apoyo 
institucional, no para sustituir al juez, sino 
para evitar que errores evidentes se conso-
liden por inercia.

CAPÍTULO II: 
RESPONSABILIDAD DEL 
ESTADO Y FALLAS DE 
CONTROL EN LA FUNCIÓN 
JURISDICCIONAL

La responsabilidad del Estado por el 
funcionamiento de la administración de 
justicia ha sido tradicionalmente abor-
dada desde una perspectiva normativa 
y jurisprudencial. El análisis suele cen-
trarse en la identificación del daño an-
tijurídico, la imputación y el nexo causal, 
siguiendo los criterios desarrollados por 
la jurisdicción contencioso- adminis-
trativa. Sin embargo, cuando estos ele-
mentos se observan únicamente desde 
el plano abstracto, se corre el riesgo de 
perder de vista la forma concreta en que 
las fallas jurisdiccionales se producen y 
se consolidan en la práctica.

Fuente: delaJusticia



55

Desde la experiencia que da origen a este traba-
jo, la responsabilidad estatal no emerge como el 
resultado de una decisión judicial aislada y mani-
fiestamente arbitraria. En la mayoría de los casos, 
surge como consecuencia de una secuencia de 
omisiones, dilaciones y controles ineficaces que 
permiten que una irregularidad inicial se manten-
ga y produzca efectos progresivos. El daño no apa-
rece de manera súbita; se construye en el tiempo.

Uno de los rasgos más problemáticos del mode-
lo actual es la confianza excesiva en la corrección 
ex post de las decisiones judiciales. El sistema 
parte del supuesto de que los errores pueden 
subsanarse mediante recursos, nulidades o ac-
ciones posteriores. No obstante, esta lógica ig-
nora que muchas decisiones, aun cuando sean 
eventualmente cuestionadas, despliegan efec-
tos inmediatos que alteran de forma sustancial 
la situación jurídica y patrimonial de las partes.

En la práctica, cuando una providencia judicial es 
adoptada sin una verificación rigurosa del marco 
normativo aplicable —o cuando se omiten elemen-
tos contractuales o procesales relevantes—, el sis-
tema carece de mecanismos eficaces para advertir 
esa falla en tiempo real. El control se activa tarde, 
cuando el daño ya ha comenzado a materializarse.

La jurisprudencia ha reconocido que la falla en la 
función jurisdiccional puede configurarse no solo 
por decisiones contrarias a derecho, sino también 
por errores evidentes no corregidos oportunamen-
te y por la ineficacia de los mecanismos institucio-
nales de control. Sin embargo, trasladar este reco-
nocimiento teórico a la práctica resulta complejo 
cuando cada autoridad analiza el problema desde 
un enfoque limitado y fragmentado.

Desde el recorrido procesal que fundamenta esta 
investigación, fue posible constatar cómo una de-
cisión inicialmente cuestionable fue adquiriendo 
una apariencia de normalidad con el paso del tiem-
po. La ausencia de un control temprano permitió 
que la providencia se integrara a la dinámica del 
proceso, generando nuevas actuaciones que par-
tían de una premisa errónea. Cada decisión poste-
rior reforzaba la anterior, cerrando progresivamen-
te las posibilidades de corrección efectiva.

Este fenómeno revela una de las fallas estructura-
les más graves del sistema: la incapacidad de dete-
ner la inercia procesal cuando el error no es adver-
tido a tiempo. El sistema judicial tiende a avanzar, 
aun cuando lo haga sobre bases defectuosas. La 
corrección, cuando llega, lo hace tarde y de mane-
ra parcial.

Otro elemento relevante es la forma en que opera 
el control disciplinario y penal frente a la función 
jurisdiccional. Estas instancias cumplen un papel 
importante, pero su actuación suele ser posterior 

y desvinculada del proceso principal. Mientras 
se evalúa la conducta funcional o la eventual res-
ponsabilidad penal, el proceso judicial continúa su 
curso, produciendo efectos jurídicos que no se sus-
penden ni se neutralizan.

Esta disociación entre el control funcional y la diná-
mica procesal genera una zona de desprotección 
para el ciudadano. Aunque el ordenamiento reco-
noce la posibilidad de declarar la responsabilidad 
estatal, la reparación llega (si llega) cuando el daño 
ya se ha consumado y resulta difícilmente reversi-
ble. El sistema repara, pero no previene.

La experiencia práctica también pone en evidencia 
la asimetría entre el Estado y el ciudadano frente a 
estas fallas. Mientras las instituciones cuentan con 
tiempos amplios para analizar, investigar y decidir, 

Fuente: Wioode
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la parte afectada enfrenta consecuencias inmedia-
tas: restricciones patrimoniales, desgaste econó-
mico, afectaciones personales y una incertidumbre 
prolongada que trasciende lo estrictamente jurídi-
co.

En este contexto, la responsabilidad del Estado no 
puede analizarse únicamente como un problema 
indemnizatorio. Se trata, ante todo, de un proble-
ma de diseño institucional. Un sistema que corrige 
tarde, que fragmenta el control y que normaliza 
la irregularidad termina trasladando al ciudadano 
una carga que no está obligado a soportar.

La noción de daño antijurídico adquiere aquí una 
dimensión distinta. No se trata solo del resultado 
final del proceso, sino del camino recorrido, del 
tiempo perdido, de los recursos invertidos y de las 
oportunidades frustradas por decisiones que pu-
dieron ser advertidas y corregidas en etapas tem-
pranas. El daño no es un punto de llegada; es un 
proceso acumulativo.

Este capítulo permite afirmar que la falla en la fun-
ción jurisdiccional no siempre se manifiesta como 
una infracción clara y detectable a simple vista. 
Con frecuencia, se expresa como una ausencia de 
alertas, como la falta de herramientas que permi-
tan a los operadores jurídicos advertir incoheren-
cias normativas, conflictos de competencia o ries-
gos procesales antes de que estos se consoliden.

Desde esta perspectiva, la responsabilidad del Es-
tado se vincula directamente con la capacidad del 
sistema para observar su propio funcionamiento. 
Un sistema que no se observa, que no cruza in-
formación y que no integra sus mecanismos de 

control está condenado a reaccionar tarde. La re-
paración posterior no compensa la pérdida de con-
fianza ni el impacto real del daño sufrido.

Este diagnóstico conduce inevitablemente a re-
plantear el modelo tradicional de control jurisdic-
cional. Si la responsabilidad estatal se activa cuan-
do el daño ya está consumado, resulta necesario 
explorar herramientas que permitan anticipar el 
riesgo, detectar patrones de irregularidad y adver-
tir a tiempo las decisiones que se apartan del mar-
co jurídico aplicable.

En este punto se abre el espacio para analizar, en 
los capítulos siguientes, el error judicial como fenó-
meno sistémico y el papel que pueden desempe-
ñar las herramientas tecnológicas (particularmen-
te la inteligencia artificial) como mecanismos de 
apoyo preventivo. No como sustitutos del juez ni 
como instancias decisorias, sino como instrumen-
tos que refuercen la capacidad del sistema para 
cumplir su función esencial: administrar justicia sin 
producir daños evitables.

CAPÍTULO III: EL ERROR 
JUDICIAL COMO FENÓMENO 
SISTÉMICO Y NO COMO 
EXCEPCIÓN AISLADA

El error judicial suele abordarse, tanto en el dis-
curso institucional como en el académico, como 
un evento excepcional: una decisión equivoca-
da que se aparta de la norma, una providencia 
que vulnera el debido proceso o una actuación 
claramente contraria al ordenamiento jurídico. 
Esta comprensión, aunque válida en determina-
dos escenarios, resulta insuficiente para explicar 
cómo se producen y se consolidan los errores en 
procesos complejos y prolongados.

Desde la experiencia que fundamenta este trabajo, 
el error judicial no se presentó como una ruptura 
abrupta del sistema, sino como un fenómeno sisté-
mico, gradual y acumulativo. No hubo un solo acto 
que, por sí mismo, permitiera identificar con clari-
dad el quiebre del orden jurídico. Por el contrario, 
se trató de una sucesión de decisiones, omisiones y 
validaciones tácitas que, en conjunto, fueron cons-
truyendo un resultado contrario a derecho.

Una de las características más relevantes del error 
judicial sistémico es su capacidad de camuflarse 

Fuente: Google Gemini

Fuente: OpenAI (ChatGPT)
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dentro de la normalidad procesal. Cada actuación, 
examinada de manera aislada, puede parecer ra-
zonable o, al menos, discutible dentro de los már-
genes de interpretación jurídica. Sin embargo, 
cuando estas actuaciones se observan de forma 
integral, emerge un patrón de desviación progresi-
va que el sistema no logra advertir ni corregir opor-
tunamente.

El diseño actual de la administración de justicia 
favorece esta dinámica. Los procesos se frag-
mentan en etapas, los expedientes se dividen 
entre múltiples despachos y las competencias 
se distribuyen entre diversas autoridades. Esta 
fragmentación dificulta la construcción de una 
visión global del caso y reduce la capacidad ins-
titucional para detectar incoherencias, contra-
dicciones o errores reiterados.

En la práctica, cada operador jurídico examina 
únicamente el segmento del proceso que le co-
rresponde, sin contar con herramientas que le 
permitan visualizar el impacto acumulado de las 
decisiones previas. Esta lógica compartimenta-
da propicia que el error inicial se reproduzca y se 
refuerce con cada actuación posterior. El sistema 
avanza, pero lo hace sobre una base defectuosa.

Otro elemento determinante en la configuración 
del error judicial sistémico es el peso de la inercia 
procesal. Una vez que una decisión se incorpora al 

expediente y comienza a producir efec-
tos, cuestionarla implica un esfuerzo adi-
cional para el operador jurídico. Corregir 
el error supone revisar actuaciones ante-
riores, reconocer fallas y, en algunos ca-
sos, asumir responsabilidades. Frente a 
esta carga, el sistema tiende a continuar 
el curso ya trazado.

Esta inercia no responde necesariamen-
te a una intención dolosa ni a una negli-
gencia individual evidente. Con frecuen-
cia, se explica por factores estructurales: 
congestión de despachos, presión por 
cumplir metas, escasez de tiempo para 
el estudio profundo de los expedientes y 
ausencia de mecanismos de alerta tem-
prana. El error no se corrige no porque 
no sea visible, sino porque no hay con-
diciones institucionales adecuadas para 
detener el proceso y revisarlo de manera 
integral.

La experiencia práctica también eviden-
cia cómo el error judicial sistémico ge-
nera una asimetría progresiva entre las 
partes. Mientras una decisión irregular se 
consolida, la parte afectada debe destinar 
recursos económicos, tiempo y energía a 

la defensa de sus derechos. Cada actuación poste-
rior incrementa el costo de la corrección, tanto para 
el ciudadano como para el propio sistema judicial.

En este escenario, los recursos procesales tradi-
cionales pierden eficacia. Aunque formalmente 
existen, su resolución tardía impide neutralizar los 
efectos inmediatos de las decisiones cuestionadas. 
El error se discute, pero no se detiene. El sistema 
analiza, pero no previene.

Un aspecto especialmente problemático del error 
judicial sistémico es su capacidad para generar 
confianza institucional aparente. A medida que 
el proceso avanza y las decisiones se acumulan, la 
irregularidad inicial adquiere una apariencia de le-
gitimidad. El error deja de ser percibido como tal y 
se integra al relato oficial del proceso. Cuestionarlo 
se vuelve cada vez más complejo.

Desde esta perspectiva, el error judicial no puede 
entenderse únicamente como una desviación in-
dividual atribuible a un funcionario específico. Se 
trata de un producto del sistema, de su diseño, de 
sus tiempos y de la forma en que articula o no sus 
mecanismos de control. La responsabilidad, por 
tanto, es estructural antes que personal.

Este enfoque permite replantear la manera en que 
se conciben las soluciones. Si el error es sistémico, 
las respuestas no pueden limitarse a sanciones 
posteriores o a reparaciones indemnizatorias. Es 
necesario intervenir en las condiciones que permi-

Fuente: Tirant lo Blanch



58

ten su aparición y consolidación, fortaleciendo la 
capacidad del sistema para advertir riesgos y co-
rregir desvíos en etapas tempranas.

El análisis del error judicial como fenómeno sisté-
mico abre, además, una pregunta crucial: ¿cuenta 
hoy la administración de justicia con herramientas 
suficientes para observar su propio funcionamien-
to en tiempo real? La experiencia analizada sugie-
re que no. El sistema opera con información frag-
mentada, sin mecanismos efectivos de integración 
y sin alertas que adviertan cuando una decisión se 
aparta del marco normativo aplicable.

Este déficit de observación constituye el punto de 
conexión entre el error judicial y la propuesta cen-
tral de este trabajo. Si el sistema no logra verse a 
sí mismo, resulta necesario explorar herramientas 
que amplíen su capacidad de análisis, detección 
y prevención. En este contexto, la inteligencia ar-
tificial emerge no como una solución automática, 
sino como un instrumento de apoyo para identifi-
car patrones, incoherencias y riesgos que el mode-
lo tradicional no alcanza a percibir.

El capítulo siguiente abordará precisamente esta 
posibilidad, analizando el papel de la inteligencia 
artificial como herramienta de prevención del error 
judicial, sus alcances reales y los límites éticos que 
deben guiar su implementación en la administra-
ción de justicia.

CAPÍTULO IV: LA INTELIGENCIA 
ARTIFICIAL COMO HERRAMIENTA 
PREVENTIVA DEL ERROR 
JUDICIAL

La incorporación de la inteligencia artificial en 
la administración de justicia ha sido objeto de 
un debate intenso y, en ocasiones, polarizado. 
Mientras algunos sectores la presentan como 
una amenaza para la autonomía judicial y el de-
bido proceso, otros la conciben como una solu-
ción casi automática a los problemas estructura-
les del sistema. Sin embargo, ambas posiciones 
suelen partir de un error común: analizar la in-
teligencia artificial desde escenarios abstractos, 
desconectados de la práctica judicial real.

Desde la experiencia que fundamenta este traba-
jo, la utilidad de la inteligencia artificial no se en-
cuentra en la automatización de decisiones juris-
diccionales ni en la sustitución del juez humano. 
Su verdadero potencial reside en su capacidad pre-
ventiva, esto es, en la posibilidad de operar como 
una herramienta de apoyo que permita advertir 
riesgos jurídicos antes de que estos se consoliden 
en errores irreversibles.

Uno de los problemas más graves del modelo ju-
dicial tradicional es la ausencia de mecanismos 
eficaces de alerta temprana. Los operadores jurí-
dicos trabajan con expedientes extensos, informa-
ción dispersa y cargas laborales elevadas. En este 
contexto, no siempre resulta posible detectar de 
manera oportuna inconsistencias normativas, con-
flictos de competencia o decisiones basadas en 
normas derogadas. El sistema confía en que estas 
fallas serán corregidas posteriormente, cuando ya 
han producido efectos significativos.

La inteligencia artificial, utilizada de forma ética y 
controlada, puede contribuir a cerrar esta brecha. 
Mediante el análisis automatizado de grandes vo-
lúmenes de información normativa, jurispruden-
cial y procesal, estos sistemas pueden identificar 
patrones de riesgo que el análisis humano, limita-
do por el tiempo y la carga de trabajo, no alcanza a 
percibir con facilidad.

En la práctica, una herramienta de inteligencia 
artificial podría advertir, por ejemplo, la existen-
cia de una cláusula arbitral vigente que excluye la 
competencia de la jurisdicción ordinaria, señalar la 
aplicación de una norma expresamente derogada 
o identificar incoherencias entre decisiones adop-
tadas en etapas previas del proceso. Estas alertas 
no deciden el caso, pero invitan al juez a revisar, a 
detenerse y a ejercer su función con mayor infor-
mación y conciencia del riesgo.

Desde el punto de vista preventivo, el valor de estas Fuente: Deep Legal
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herramientas es evidente. Si el error judicial, como 
se expuso en el capítulo anterior, es un fenómeno 
sistémico y progresivo, resulta razonable incorpo-
rar mecanismos que permitan intervenir en las 
primeras fases del proceso. La corrección tempra-
na evita no solo el daño antijurídico, sino también 
el desgaste institucional asociado a la reparación 
posterior.

No obstante, el uso de la inteligencia artificial en 
la justicia plantea desafíos éticos que no pue-
den ignorarse. Uno de los principales riesgos es 
la opacidad algorítmica. Un sistema cuya lógi-
ca interna no es comprensible para el operador 
jurídico puede generar dependencia acrítica o 
trasladar la responsabilidad de la decisión a una 
entidad técnica no sujeta a control democrático.

Por esta razón, cualquier implementación respon-
sable debe garantizar la transparencia del sistema, 
la posibilidad de auditoría externa y el carácter es-
trictamente orientativo de sus recomendaciones. 
La inteligencia artificial no debe producir decisio-
nes vinculantes ni sustituir el razonamiento jurídi-
co humano. Su función es asistir, no decidir.

Otro riesgo relevante es la posible reproducción de 
sesgos existentes en los datos de entrenamiento. 
Si los sistemas se alimentan de decisiones judicia-
les previas que contienen errores estructurales o 
prácticas discriminatorias, existe el peligro de que 
estos sesgos se perpetúen. Este riesgo refuerza la 
necesidad de un diseño cuidadoso, con supervi-

sión humana permanente y revisión crítica de los 
resultados.

Desde la experiencia analizada, el uso de inteli-
gencia artificial habría permitido advertir tempra-
namente situaciones que, en la práctica, pasaron 
desapercibidas durante años. No se habría tratado 
de una intervención invasiva, sino de una señal de 
alerta que habría invitado a revisar el caso con ma-
yor detenimiento. El costo de esa revisión habría 
sido mínimo en comparación con el daño produci-
do por la consolidación del error.

La prevención del error judicial no es solo una cues-
tión de eficiencia, sino también de legitimidad. Un 
sistema de justicia que corrige tarde y repara des-
pués de largos procesos pierde credibilidad ante la 
ciudadanía. Incorporar herramientas que fortalez-
can la capacidad preventiva contribuye a restaurar 
la confianza en la función jurisdiccional y a reducir 
la percepción de arbitrariedad.

Este enfoque no implica desconocer los límites de 
la tecnología ni minimizar los riesgos asociados a 
su uso. Por el contrario, parte del reconocimiento 
de que la inteligencia artificial debe integrarse de 
manera gradual, con marcos normativos claros y 
con una reflexión ética constante. El objetivo no es 
acelerar la justicia a cualquier costo, sino hacerla 
más consciente de sus propios riesgos.

En suma, la inteligencia artificial, concebida como 
herramienta preventiva y no como mecanismo de-

Fuente: Google Gemini

Fuente: Depositphotos
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cisorio, ofrece una oportunidad real para fortalecer 
el control jurisdiccional y reducir la producción de 
errores evitables. Su incorporación no sustituye al 
juez ni redefine la esencia del derecho, pero sí pue-
de contribuir a que el sistema cumpla de manera 
más efectiva su función principal: administrar justi-
cia sin causar daños innecesarios.

El siguiente capítulo abordará los límites éticos, los 
riesgos institucionales y las salvaguardas necesa-
rias para que la implementación de estas herra-
mientas no derive en nuevas formas de injusticia o 
en una tecnificación acrítica de la función judicial.

CAPÍTULO V: LÍMITES ÉTICOS, 
RIESGOS Y SALVAGUARDAS EN 
EL USO DE LA INTELIGENCIA 
ARTIFICIAL EN LA JUSTICIA

La incorporación de la inteligencia artificial en la 
administración de justicia no puede plantearse 
como una solución neutral ni exenta de riesgos. 
Cualquier propuesta seria en esta materia exige 
reconocer, desde el inicio, que el uso de herra-
mientas tecnológicas en un ámbito tan sensible 
como el jurisdiccional implica tensiones éticas, 
jurídicas e institucionales que no pueden ser ig-
noradas.

Uno de los principales riesgos consiste en la de-
legación implícita de responsabilidad. Cuando un 
operador jurídico se apoya de manera acrítica en 
una herramienta tecnológica, existe la tentación 
de trasladar al sistema la carga de la decisión. Aun-
que formalmente la decisión siga siendo humana, 
en la práctica puede producirse una disminución 
de la reflexión crítica, bajo la idea de que el sistema 
“ya revisó” o “ya alertó” sobre los aspectos relevan-
tes del caso.

Desde la experiencia que motiva este trabajo, este 
riesgo no es meramente teórico. En contextos de 
alta congestión judicial, cualquier herramienta que 
prometa eficiencia puede convertirse en un atajo 
peligroso si no se establecen límites claros a su uso. 
La inteligencia artificial debe operar como un ins-
trumento de apoyo, nunca como un sustituto del 
juicio jurídico ni como una fuente de legitimación 
automática de decisiones.

Otro límite ético fundamental se relaciona con la 
transparencia. Un sistema cuyos criterios de fun-
cionamiento no son comprensibles para el opera-
dor jurídico genera una forma de opacidad incom-
patible con el debido proceso. La posibilidad de 
auditar, cuestionar y comprender las alertas emiti-
das por una herramienta tecnológica es indispen-
sable para evitar que el sistema se convierta en una 
“caja negra” que influya en las decisiones sin con-
trol efectivo.

La transparencia no solo protege al juez, sino 
también a las partes del proceso. Si una decisión 
se ve influenciada por una alerta tecnológica, 
debe ser posible explicar, al menos de manera 
general, cuál fue el criterio que motivó dicha ad-
vertencia. De lo contrario, se corre el riesgo de 
introducir una nueva fuente de arbitrariedad, 
ahora de carácter técnico.

Un tercer riesgo relevante es la reproducción 
de sesgos estructurales. La inteligencia artificial 
aprende a partir de datos históricos, y esos datos 
reflejan prácticas, decisiones y patrones que no 
siempre son jurídicamente correctos ni socialmen-
te justos. Si un sistema se entrena con decisiones 
que contienen errores reiterados o interpretacio-
nes problemáticas, existe la posibilidad de que es-
tos sesgos se amplifiquen en lugar de corregirse.

Fuente: Google Gemini
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Este riesgo adquiere especial relevancia cuando se 
considera que uno de los objetivos centrales de la 
propuesta de justicia aumentada es precisamente 
la prevención del error judicial. Utilizar herramien-
tas que reproduzcan los mismos errores que se pre-
tende evitar sería no solo ineficaz, sino éticamente 
cuestionable. Por ello, cualquier implementación 
responsable debe incluir procesos permanentes 
de revisión, depuración y evaluación crítica de los 
datos utilizados.

Desde el punto de vista institucional, también exis-
te el riesgo de una implementación desigual. Si solo 
algunos despachos cuentan con herramientas de 
inteligencia artificial y otros no, pueden generarse 
asimetrías en el acceso a una justicia más preventi-
va y mejor informada. Esta desigualdad tecnológi-
ca puede traducirse en diferencias sustanciales en 
la calidad de las decisiones judiciales, afectando el 
principio de igualdad ante la ley.

La experiencia práctica demuestra que los siste-
mas de justicia tienden a incorporar innovacio-
nes de manera fragmentada, sin una estrategia 
integral. En este contexto, la introducción de 
herramientas tecnológicas debe ir acompañada 
de políticas públicas claras, formación adecua-
da de los operadores jurídicos y criterios unifor-
mes de aplicación.

Una salvaguarda esencial frente a estos riesgos es 
la centralidad del control humano. La inteligencia 
artificial debe operar bajo un modelo de supervi-
sión constante, en el que el operador jurídico con-
serve plena autonomía para aceptar, cuestionar 
o descartar las alertas emitidas por el sistema. La 
decisión final debe ser siempre el resultado de un 

razonamiento jurídico explícito y motivado.

Asimismo, resulta indispensable establecer un 
marco normativo específico que regule el uso de la 
inteligencia artificial en la justicia. Este marco debe 
definir con claridad los alcances, límites y respon-
sabilidades asociados a estas herramientas, evitan-
do zonas grises que puedan derivar en abusos o en 
una utilización indebida de la tecnología.

Desde la perspectiva ética, la pregunta no es si la 
justicia debe incorporar inteligencia artificial, sino 
cómo hacerlo sin comprometer los principios fun-
damentales del Estado de Derecho. Negar la tecno-
logía por completo implica aceptar la permanencia 
de errores evitables; incorporarla sin límites supone 
asumir riesgos igualmente graves.

El equilibrio se encuentra en un uso prudente, gra-
dual y críticamente supervisado de estas herra-
mientas. Una justicia que se apoya en la tecnología 
para observar mejor sus propios procesos, pero que 
conserva el juicio humano como núcleo decisorio, 
tiene mayores posibilidades de reducir el error sin 
sacrificar legitimidad.

Este capítulo pone de relieve que la inteligencia 
artificial no es una solución mágica ni un peligro 
inevitable. Es una herramienta cuyo impacto de-
penderá del marco ético, jurídico e institucional en 
el que se inserte. Reconocer sus límites es, paradó-
jicamente, la mejor forma de aprovechar su poten-
cial preventivo.

El trabajo concluye, a continuación, con una re-
flexión final que integra la experiencia vivida, el 
análisis jurídico y la propuesta de una justicia au-

Fuente: OpenAI (ChatGPT)
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mentada como alternativa responsable frente a los 
desafíos actuales de la administración de justicia.

CONCLUSIONES

Este trabajo no fue concebido como un ejercicio 
académico abstracto ni como una reflexión distan-
te sobre la administración de justicia. Su origen se 
encuentra en una experiencia jurídica concreta, 
prolongada en el tiempo, que permitió observar 
de primera mano cómo determinadas decisiones 
judiciales, cuando no son advertidas ni corregidas 
oportunamente, pueden transformarse en daños 
antijurídicos de gran magnitud. Esta vivencia fue 
el punto de partida de una reflexión más amplia 
sobre los límites del modelo actual de control ju-
risdiccional y sobre la necesidad de repensar sus 
herramientas.

Una de las conclusiones centrales es que el error 
judicial, lejos de ser un fenómeno excepcional, 
puede convertirse en un proceso sistémico cuando 
el diseño institucional favorece la fragmentación 
del control, la corrección tardía y la normalización 
de irregularidades. El sistema de justicia, tal como 
opera actualmente, tiende a reaccionar cuando el 
daño ya se ha producido, confiando en mecanis-
mos de reparación posteriores que rara vez logran 
restituir de manera plena la situación afectada.

La responsabilidad del Estado, analizada desde 
esta perspectiva, no puede reducirse a un proble-
ma indemnizatorio. La experiencia demuestra que 
el daño no surge únicamente del acto inicial con-
trario a derecho, sino de una cadena de omisiones 
institucionales que permiten su consolidación. El 
tiempo, en estos escenarios, se convierte en un fac-
tor determinante del perjuicio, profundizando las 
asimetrías entre el ciudadano y el aparato estatal.

El análisis desarrollado a lo largo de este traba-
jo permite afirmar que la principal debilidad del 
modelo tradicional de justicia no es la ausencia 
de normas ni de mecanismos formales de con-
trol, sino la falta de herramientas eficaces para 
observar el sistema en funcionamiento. La justi-
cia opera con información dispersa, con miradas 
parciales y con controles que no dialogan entre 
sí, lo que dificulta la detección temprana de ries-
gos jurídicos evidentes.

En este contexto, la inteligencia artificial no apare-
ce como una solución mágica ni como un sustituto 
del juez humano. Su valor reside, más bien, en su 
potencial para fortalecer la dimensión preventiva 
de la función jurisdiccional. Utilizada de manera 
ética, transparente y bajo supervisión humana per-
manente, puede contribuir a identificar incohe-

rencias normativas, conflictos de competencia y 
patrones de irregularidad antes de que estos se 
traduzcan en errores consolidados.

Una conclusión relevante es que la discusión sobre 
inteligencia artificial en la justicia no debe centrar-
se en escenarios extremos —automatización total 
o rechazo absoluto—, sino en modelos intermedios 
de justicia aumentada. Estos modelos reconocen 
la centralidad del razonamiento jurídico humano, 
pero admiten que la complejidad actual del siste-
ma exige herramientas adicionales de apoyo y aler-
ta temprana.

El trabajo también pone de relieve los riesgos aso-
ciados a una implementación acrítica de la tecno-
logía. La opacidad algorítmica, la reproducción de 
sesgos y la delegación implícita de responsabilidad 
son peligros reales que deben ser enfrentados con 
marcos normativos claros y con una cultura institu-
cional de control crítico. La inteligencia artificial no 
puede convertirse en una nueva fuente de arbitra-
riedad ni en un refugio para la evasión de respon-
sabilidades.

Desde una perspectiva ética, la conclusión más im-
portante es que la omisión tecnológica también 
puede generar responsabilidad. Persistir en mode-
los que corrigen tarde, cuando existen herramien-
tas capaces de advertir riesgos tempranos, implica 
aceptar la continuidad de errores evitables. En este 
sentido, la discusión sobre inteligencia artificial en 
la justicia no es solo técnica, sino profundamente 
moral.

Este trabajo no pretende cerrar el debate ni ofrecer 
respuestas definitivas. Su aporte consiste en abrir 
una reflexión situada, anclada en la experiencia 
jurídica real, sobre la necesidad de fortalecer los 
mecanismos de prevención del error judicial. La 
propuesta de una justicia aumentada no busca re-
emplazar al juez ni redefinir la esencia del derecho, 
sino contribuir a que el sistema cumpla de manera 
más efectiva su función fundamental: administrar 
justicia sin producir daños innecesarios.

Finalmente, la experiencia que dio origen a esta 
investigación deja una enseñanza clara: una justi-
cia que no se observa a sí misma corre el riesgo de 
repetir sus errores de forma silenciosa. Incorporar 
herramientas que amplíen la capacidad de obser-
vación, con límites éticos y control humano, no de-
bilita al sistema judicial. Por el contrario, puede ser 
el camino para recuperar la confianza ciudadana y 
para construir una administración de justicia más 
consciente, responsable y acorde con los desafíos 
del presente.
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RESUMEN

El avance de la Inteligencia Artificial (IA) generati-
va ha transformado el marketing digital median-
te la introducción de avatares hiperrealistas como 
embajadores de marca. Este artículo analiza cómo 
el uso de estas representaciones altera la percep-
ción de veracidad y la intención de compra en los 
consumidores de la Generación Z. Adoptando un 
enfoque cuantitativo descriptivo-exploratorio, se 
aplicó un instrumento estructurado a una muestra 
de 68 nativos digitales. Los resultados revelan una 
marcada tensión dialéctica: mientras que la Ge-
neración Z se siente atraída por la innovación y la 
personalización estética, un 75% manifiesta mayor 
confianza en los actores humanos y un 51.5% pena-
liza severamente la falta de transparencia si no se 
etiqueta explícitamente el uso de IA. Se concluye 
que el éxito de los avatares hiperrealistas no radi-
ca en su perfección técnica, sino en la adopción de 
narrativas éticas, inclusivas y transparentes que mi-
tiguen la deshumanización del mensaje comercial.

PALABRAS CLAVE

Inteligencia Artificial, Avatares Hiperrealistas, Ge-
neración Z, Intención de Compra, Confianza Digi-
tal, Deuda Cognitiva.

INTRODUCCIÓN

El ecosistema digital contemporáneo experimenta 
una metamorfosis radical impulsada por la conver-
gencia de la Inteligencia Artificial (IA) y los entornos 
inmersivos. La comunicación bidireccional entre 
marcas y consumidores ha trascendido los forma-
tos interactivos tradicionales para adentrarse en la 
era de la automatización antropomórfica, cuyo ex-
ponente más disruptivo es el avatar hiperrealista. 

Estas entidades virtuales, capaces de simular la fi-
sonomía, gesticulación y micro expresiones huma-
nas con precisión milimétrica, plantean un desafío 
directo a los conceptos de autenticidad y confianza 
en el comercio electrónico.

En el epicentro de este fenómeno se encuentra la 
Generación Z (cohorte nacida entre 1995 y 2010), 
un segmento poblacional caracterizado por ser 
nativo digital e hiperconectado. Los zoomers o 
centennials han crecido en una matriz mediática 
compuesta por Smartphone, redes sociales y diná-
micas virtuales complejas. Si bien esta familiaridad 
los convierte en un público altamente receptivo a 
la innovación conceptual y técnica, también ha de-
sarrollado en ellos un escepticismo refinado y una 
aguda sensibilidad hacia la manipulación visual. 
Para esta generación, la autenticidad, la concien-
cia ético-social, la diversidad y la transparencia no 
son meros agregados mercadotécnicos, sino pre-
rrequisitos no negociables para el engagement.

La tensión surge cuando las marcas difuminan la 
frontera entre lo orgánico y lo sintético con el fin 
de persuadir emocionalmente a este grupo. Ante 
este panorama, emerge la interrogante central de 
la presente investigación: ¿Cómo el uso de avata-
res hiperrealistas generados por IA en campañas 
digitales altera la percepción de veracidad y la in-
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tención de compra en los consumidores de la Ge-
neración Z?

PLANTEAMIENTO DEL 
PROBLEMA

La evolución de la publicidad digital ha transitado 
de la simple exposición de productos a la creación 
de narrativas hipercomplejas potenciadas por al-
goritmos de aprendizaje profundo (deep learning). 
Casos de estudio en la región, como la campaña 
institucional “Navidad a Full IA” de la multinacio-
nal de telecomunicaciones Tigo, documentada por 
Jiménez Garzón (2025), evidencian un cambio de 
paradigma. Esta estrategia no se limitó al uso ins-
trumental de generadores de imágenes o mode-
los de lenguaje (como Midjourney o ChatGPT), sino 
que supuso la orquestación del talento humano 
para dirigir una producción visual 100% sintética. 
Sin embargo, este despliegue tecnológico no está 
exento de fricciones psicológicas.

La Generación Z ocupa un lugar singular en la 
historia del consumo mediático. Al haber expe-
rimentado la transición sutil entre las postrime-
rías de la era analógica (álbumes fotográficos 
físicos, televisión por cable y prensa impresa) y 
la consolidación de las plataformas inmersivas 
y virtuales, poseen un criterio híbrido. Valoran la 
sofisticación técnica del avatar, pero rechazan 
lo que perciben como un engaño corporativo 
encubierto. Cuando una representación digital 
simula una identidad humana para extraer un 
beneficio comercial sin declarar su naturaleza 
artificial, se produce una disonancia cognitiva 
en el consumidor.

Esta problemática adquiere una dimensión alar-
mante al analizar el costo psicodinámico de la au-
tomatización. Investigaciones recientes del Institu-
to Tecnológico de Massachusetts (MIT), citadas en 
medios especializados (Infobae, 2025; La Paradoja, 
2025), demuestran que el soporte continuo de sis-
temas de IA generativa disminuye la conectividad 
y el acoplamiento general de las redes cerebrales 
humanas, acuñando el término “deuda cognitiva 
acumulada” debido a la delegación del esfuerzo 
analítico en agentes externos.

Si bien este fenómeno se identificó originalmente 

en tareas de resolución de problemas basados en 
Modelos de Lenguaje de Gran Algoritmo (LLM), es 
perfectamente extrapolable al plano de la percep-
ción publicitaria. Un entorno comercial saturado de 
estímulos sintéticos e hiperrealistas puede generar 
“pereza cognitiva” o, por el contrario, un mecanis-
mo de defensa psicológico que induce al rechazo 
sistemático de los mensajes percibidos como fríos, 
artificiales o deshumanizados, mermando drásti-
camente la intención de compra.

JUSTIFICACIÓN

Comprender el impacto multifacético de la IA apli-
cada al marketing es una necesidad crítica para la 
sostenibilidad de las relaciones comerciales con-
temporáneas. La presente investigación aporta 
valor teórico y pragmático al revelar la naturaleza 
dual del hiperrealismo digital. Desde la perspecti-
va estratégica del mercadeo, la implementación 
descuidada u opaca de avatares sintéticos resulta 
contraproducente; erosiona la confianza del con-
sumidor en las etapas tempranas del embudo de 
ventas (funnel) y proyecta una imagen corporativa 
utilitarista y desprovista de empatía.

Por el contrario, al codificar estos riesgos en va-
riables controlables, las organizaciones pueden 
transitar de un escenario de “expectativas defrau-
dadas” a un modelo de engagement ético de alto 
impacto. La Generación Z exige una gobernanza 

Fuente: India Today

Fuente: 3qool.net
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digital clara. Al integrar la IA no como una herra-
mienta de sustitución o ahorro de costes humanos, 
sino como un lienzo de co-creación estética trans-
parente, se fomenta una “confianza digital” a largo 
plazo.

Este estudio se justifica metodológicamente 
al proponer una lectura que articula los hallaz-
gos neurocognitivos del MIT sobre la saturación 
informativa con la toma de decisiones en el 
marketing digital. De este modo, se dota a las 
empresas de un marco referencial para diseñar 
interfaces y avatares que respeten la ecología 
mental del usuario, promoviendo la claridad in-
formativa y la responsabilidad ética como ejes 
tractores de la conversión comercial.

MARCO TEÓRICO

1. La Inteligencia Artificial y la 
Configuración de los Avatares 
Hiperrealistas

El marketing digital ha mutado de un modelo ba-
sado en motores de búsqueda estáticos a redes 
dinámicas de hiper-personalización. En este con-
texto, Zaragoza (2025) señala que la IA generativa 
posee una capacidad disruptiva para modelar el 
comportamiento del usuario a través del diseño 
de experiencias emocionales subjetivas. El éxito de 
estas tecnologías no descansa en sus propiedades 
técnicas objetivas, sino en la asignación de auten-

Fuente: LinkedIn

Fuente: Attensi

ticidad que el usuario les confiere. Si el consumi-
dor interpreta que la comunicación es genuina 
y guarda coherencia con el ethos de la marca, se 
consolida una conexión pura que optimiza el en-
gagement.

Paralelamente, los avatares digitales han trascen-
dido el dominio lúdico de los videojuegos para con-
vertirse en vectores de identidad personal y corpo-
rativa en entornos inmersivos (Bonales-Daimiel, 
Martínez-Estrella y Moreno-Albarracín, 2025). Este 
salto cualitativo, impulsado por motores gráficos 
de última generación y Realidad Virtual (RV), sitúa 
a la marca en espacios de alta densidad demográ-
fica juvenil como el Metaverso, un plano ontológico 
definido por Castañeda (2024) como un mundo vir-

tual que coexiste de manera simultánea con la rea-
lidad física. En plataformas como Roblox, Fortnite o 
Zepeto, la Generación Z representa más del 60% de 
la base activa de usuarios, posicionando al avatar 
como la “firma visual” indispensable para humani-
zar las interacciones corporativas en la Web3.

2. Efectos Psicológicos, Presión Estética 
y Privacidad en el Entorno Sintético

La interacción con avatares hiperrealistas desenca-
dena fenómenos psicológicos complejos como el 
Efecto Proteus (Pardo Ríos, citado en Bonales-Dai-
miel et al., 2025), el cual estipula que los individuos 
modifican sus conductas, actitudes y autopercep-
ción en función de las características visuales del 
avatar que adoptan o con el que interactúan. Esta 
maleabilidad cognitiva se convierte en un factor de 
riesgo cuando los avatares publicitarios perpetúan 
ideales estéticos hegemónicos y androcéntricos. 
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Como advierte Basu (citado en Bonales-Daimiel, 
2025), la idealización excesiva de los cuerpos y ros-
tros sintéticos genera expectativas irreales en los 
jóvenes, exacerbando la presión estética y dañan-
do la autoimagen de una cohorte que, paradójica-
mente, abandera la salud mental y la inclusión.

A este desafío psicológico se suma la vulnerabilidad 
estructural en materia de seguridad y derechos 
digitales. Mohamed (citado en Bonales-Daimiel, 
2025) explicita que la personalización avanzada 
de los avatares hiperrealistas exige una minería de 
datos biométricos y conductuales masiva por par-

implementando un cuestionario digital integrado 
por reactivos de escala Likert y preguntas de op-
ción múltiple exclusivas. Los ítems exploraron va-
riables clave: nivel de confianza comparativa, per-
cepción de autenticidad emocional, exigencia de 
etiquetado (transparencia), proyecciones de mer-
cado a mediano plazo, impacto ético (presión esté-
tica) y seguridad de la información.

RESULTADOS Y DISCUSIÓN

Los datos empíricos obtenidos de la muestra de 68 
encuestados ofrecen una radiografía detallada so-
bre la percepción de los zoomers respecto a las es-
trategias publicitarias sintéticas. A continuación, se 
presentan las tablas analíticas que estructuran los 
hallazgos de acuerdo con las dimensiones esencia-
les del estudio.

Fuente: Weka

Fuente: iStock

te de las plataformas de software. La recopilación 
inconsulta de información sensible en entornos 
frecuentados por menores y jóvenes adultos activa 
alarmas éticas y regulatorias urgentes, puesto que 
el menoscabo de la privacidad destruye de forma 
inmediata la confianza digital, anulando cualquier 
atisbo de intención de compra.

METODOLOGÍA

Para responder al problema de investigación, se di-
señó un estudio bajo un enfoque cuantitativo, de 
alcance descriptivo y exploratorio. Esta aproxima-
ción metodológica facilitó la traducción de percep-
ciones psicográficas abstractas en métricas esta-
dísticas objetivas y analizables.

Población y Muestra: La muestra estuvo constitui-
da por 68 sujetos pertenecientes a la Generación 
Z, seleccionados mediante un muestreo no proba-
bilístico por conveniencia, garantizando que todos 
los participantes cumplieran con el criterio de ha-
bituación e interacción regular con plataformas di-
gitales y entornos de IA.

Técnica e Instrumento: Se utilizó la encuesta es-
tructurada como técnica de recolección de datos, 
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Dimensión 

Analizada

D i s t r i b u c i ó n 

Porcentual (%)

Beneficios   Es-

tratégicos

Desventajas   

/ Riesgos

Impacto en la Gen Z 

y el Marketing

C o n f i a n z a                  
H u m a n o         
vs Avatar 

75%: Prefiere acto-
res humanos.

25%: Percibe igual 
nivel de confianza.

Apertura a nuevas 
narrativas visua-
les innovadoras si 
existe un marco de 
transparencia.

Elevado riesgo 
de deshumaniza-
ción del mensaje 
comercial y pér-
dida de credibili-
dad.

Los consumidores acep-
tan el avatar como un 
complemento estético, 
mas no como un sustituto 
antropológico.

Autenticidad 
Emocional

82.4%: Nota siem-
pre la artificialidad.

17.7%: Cree que 
igualan/superan al 
humano.

Existencia de un 
nicho de usuarios 
altamente tecnó-
filos permeables 
a experiencias in-
mersivas.

La idealización 
técnica excesiva 
corta el vínculo 
empático y gene-
ra rechazo instin-
tivo.

La transmisión de emocio-
nes genuinas determina la 
conversión; se requiere un 
codiseño ético e inclusivo.

Transparen-
cia y Etique-
tado IA

51.5%: Reduce con-
fianza críticamen-
te si se oculta.

33.8%: Reduce con-
fianza ligeramen-
te.

14.7%: No le afecta.

El etiquetado ex-
plícito (“Generado 
por IA”) es un vec-
tor de reputación y 
valor agregado.

Ocultar el origen 
sintético es inter-
pretado como en-
gaño corporativo 
y fraude visual.

La transparencia hones-
ta es indispensable para 
preservar la veracidad del 
mensaje y la lealtad de 
marca.

La correlación de los datos 
plasmados en la Tabla 1 co-
rrobora los postulados teó-
ricos de Zaragoza (2025): la 
aceptación de la IA es de 
naturaleza estrictamente 
subjetiva. Aunque un cuar-
to de la muestra asimila la 
paridad entre el avatar y 
el ser humano, el abruma-
dor 75% que se decanta 
por la interacción orgáni-
ca demuestra que el factor 
humano sigue siendo el 
nodo central de validación 
de confianza. Asimismo, 
penalizar la opacidad in-
formativa con más de un 
85% de afectación negati-
va acumulada (sumando 
la reducción crítica y ligera) 
demuestra que la Genera-
ción Z no tolera las agen-
das comerciales ocultas.

Fuente: Vecteezy

Tabla 1. Dimensiones de Confianza, 
Autenticidad y Transparencia 
Informativa
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Dimensión 

Analizada

Distribución 

Porcentual (%)

B e n e f i c i o s   

Estratégicos

Desventajas   / 

Riesgos

Impacto en la Gen 

Z y el Marketing

Rol Futu-
ro del Avatar                      
(A 5 años)

54.4%: Sustituirán 
a la mayoría de 
modelos.

38.2%: Convivirán 
equitativamente.

7.4%: Tendencia 
efímera/pasajera.

Optimización ra-
dical de costes 
operativos y es-
calabilidad crea-
tiva infinita en la 
Web3.

Amenaza latente 
de desplazamiento 
laboral en indus-
trias creativas y fati-
ga visual.

Alta expectativa de 
adopción sistémica. La 
Gen Z exige que esta 
evolución posea propó-
sito y ética.

Presión Estéti-
ca e Inclusión

45.6%: Exige diver-
sidad física/étnica.

48.5%: Experi-
menta presión es-
tética negativa.

Oportunidad de 
oro para desmar-
carse mediante el 
uso de avatares di-
versos y realistas.

Los cánones nor-
mativos perfectos 
detonan dismorfia 
virtual y rechazo 
psicológico.

La construcción de 
marcas saludables exi-
ge abandonar la perfec-
ción digital y abrazar la 
pluralidad.

Privacidad y 
Gobernanza de 
Datos

89.7%: Manifiesta 
preocupación se-
vera.

10.3%: Neutral o 
conforme con el 
tratamiento.

Posibilidad de 
ofrecer hiper-per-
sonalización con-
sentida bajo es-
trictos protocolos 
de seguridad.

Desconfianza sis-
témica ante el se-
cuestro de datos 
biométricos y vul-
neración de dere-
chos.

La seguridad informáti-
ca y el cumplimiento re-
gulatorio son prerrequi-
sitos de supervivencia 
comercial.

Los resultados expuestos en la Tabla 2 arrojan luz 
sobre una paradoja estructural. Mientras que la 
mayoría de los encuestados (54.4%) asume una 
postura determinista al proyectar que los avatares 
sustituirán a los modelos de carne y hueso, el recha-
zo hacia las implicaciones éticas de este cambio es 
generalizado. El hecho de que casi la mitad de los 
jóvenes (48.5%) perciba que el hiperrealismo digital 
incrementa los estándares de presión estética no-
civa conecta directamente con las advertencias de 
Basu (citado en Bonales-Daimiel, 2025) sobre los 
riesgos del modelado corporal idealizado. Por otra 
parte, el alarmante 89.7% de preocupación por la 
privacidad consolida una barrera infranqueable: las 
marcas no podrán explotar el valor comercial de los 
avatares si no garantizan una gobernanza de datos 
impecable.

Fuente: Medium (Cognitive Revolutions)

Tabla 2. Proyección Futura, Factores 
Psicosociales y Seguridad de Datos

Fuente: LinkedIn
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Percepción 

S i n t é t i c a 

Global

Distribución (%) Interpretación Psicológica 

del Consumidor

Consecuencia en la 

Intención de Compra

Barrera de Des-
humanización

52.9% El consumidor percibe el recurso 
como un muro frío que aleja a la 
corporación de la realidad tangi-
ble.

Disminución y Rechazo: El 
mensaje se percibe inva-
sivo, anulando el deseo de 
adquisición.

Recurso Técnico 
Inerte

32.4% Se interpreta como una herra-
mienta instrumental de ahorro 
de costos, sin valor ni conexión 
emocional.

Indiferencia: No genera va-
lor añadido ni logra captu-
rar la atención en merca-
dos saturados.

Vector de Inno-
vación Humani-
zadora

14.7% Se asimila como una manifesta-
ción de vanguardia creativa, dise-
ño disruptivo y sofisticación téc-
nica.

Aumento y Engagement: 
Atrae al nicho altamente 
tecnófilo y dinamiza la in-
tención de compra.

de etiquetas claras como “Generado con IA” desac-
tiva el mecanismo de defensa contra el engaño vi-
sual y previene la aparición del rechazo asociado a 
la manipulación publicitaria. La transparencia es la 
moneda de cambio para obtener la licencia social 
de operar en entornos hiperrealistas.

Humanización vs. Automatización: Los resulta-
dos empíricos son contundentes al señalar que 
la automatización visual desmedida induce a una 
desconexión emocional (52.9%). Las marcas de-
ben interiorizar que los avatares hiperrealistas de-
ben operar como complementos que expandan la 
imaginación y la creatividad humana, nunca como 
sustitutos orientados al abaratamiento de costos. 
La verdadera humanización digital se logra refle-
jando diversidad, imperfección orgánica e inclu-
sión en los diseños virtuales, neutralizando la pre-
sión estética dañina.

Privacidad como Eje de Conversión: El marke-
ting en el Metaverso y en entornos inmersivos se 
enfrenta a un consumidor joven altamente cons-
ciente de sus derechos digitales. El éxito de la in-
tención de compra está subordinado al blindaje 
de la privacidad de los datos biométricos. Aquellas 
corporaciones que pretendan implementar ava-
tares sin políticas transparentes de recolección de 
información sufrirán un boicot comercial sistémico 
por parte de la Generación Z.

En síntesis, la respuesta al interrogante de investi-
gación indica que los avatares hiperrealistas alte-
ran negativamente la percepción de veracidad y la 
intención de compra de la Generación Z cuando se 
presentan de forma opaca, estereotipada o deshu-

El análisis de síntesis detallado en la Tabla 3 per-
mite resolver formalmente la hipótesis del estu-
dio. Para la mayoría absoluta de la Generación Z 
(52.9%), los avatares hiperrealistas actúan actual-
mente como una barrera que enfría la comunica-
ción de marca. Si a este porcentaje sumamos el 
32.4% que los considera un recurso técnico irrele-
vante e inerte, constatamos que un 85.3% de los 
consumidores encuestados muestra resistencia o 
indiferencia frente a estas narrativas si se aplican 
bajo los esquemas convencionales de sustitución 
humana. Solo un reducto del 14.7% experimenta 
una afinidad nativa hacia el avatar como un ente 
humanizador de la tecnología.

CONCLUSIONES

El escrutinio teórico y empírico realizado a lo largo 
de este artículo de investigación permite estable-
cer las siguientes conclusiones vectoriales:

La Naturaleza de Doble Filo del Hiperrealismo: 
Los avatares generados por IA no constituyen un 
recurso publicitario neutral. Tienen la capacidad bi-
fásica de dinamizar la identidad corporativa en en-
tornos virtuales de vanguardia o, en su defecto, de 
destruir el capital de confianza acumulado por una 
organización. El factor determinante de este com-
portamiento no es la calidad estética del renderi-
zado, sino la ética de su implementación narrativa.

El Imperativo de la Transparencia: Para la Genera-
ción Z, la veracidad no está reñida con la artificiali-
dad, siempre y cuando medie la honestidad. El uso 

Tabla 3. Balance de Impacto Global: 
¿Acercan o Alejan a la Marca?
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manizada. Por el contrario, se transforman en ca-
talizadores de innovación y conversión cuando se 
estructuran bajo un modelo ético fundamentado 
en la transparencia total, el respeto a la diversidad 
psicosocial y la protección estricta de la identidad 
digital del usuario
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INTRODUCCIÓN

El delito de violencia intrafamiliar constituye una 
de las conductas punibles de mayor incidencia 
en Colombia. En la ciudad de Bogotá, para el año 
2025, se han registrado más de 17.000 casos, lo que 
representa un incremento del 28 % respecto del 
año anterior. Esta situación evidencia la necesidad 
de fortalecer las medidas preventivas y de protec-
ción previstas en la legislación penal y en los instru-
mentos internacionales de derechos humanos, ta-
les como las órdenes de alejamiento o la adopción 
de medidas de protección inmediatas.

A pesar de los avances normativos, el sistema ju-
dicial colombiano aún enfrenta limitaciones en 
la atención oportuna y eficaz de estos casos. Con 
frecuencia, la falta de intervención temprana pro-
picia una escalada de violencia que puede derivar 
en conductas más graves, como el feminicidio o el 
homicidio.

La jurisprudencia nacional ha reconocido que la 
violencia intrafamiliar trasciende la esfera física, 
abarcando también las dimensiones psicológica, 
económica, sexual y vicaria. Estas modalidades 
pueden ser objeto de denuncia directa por parte 
de la víctima o derivarse de actuaciones judiciales 
o administrativas, tales como las compulsas de co-
pias ordenadas por un Juzgado Penal o una Comi-
saría de Familia.

El presente trabajo tiene como finalidad analizar 
el trámite judicial que se desarrolla en estos casos, 
desde el momento en que la autoridad competen-
te tiene conocimiento de los hechos hasta la adop-
ción de medidas orientadas a garantizar la protec-
ción efectiva de la víctima y su núcleo familiar. Ello 
en atención a que la red de apoyo también puede 
verse instrumentalizada para ejercer nuevas for-
mas de violencia o coacción.

Es fundamental resaltar que las víctimas no deben 
ser revictimizadas durante el proceso penal, sien-
do obligación de las autoridades judiciales y ad-Fuente: PUCESA

Valeria Castellanos Caipa
Facultad de Derecho 
Fundación Universitaria San Martín                        

Un análisis del derecho penal desde la perspectiva 
de los derechos humanos

La protección de las víctimas de 
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ministrativas asegurar la prevalencia de sus dere-
chos fundamentales. En tal sentido, deben evitarse 
prácticas institucionales que justifiquen la conduc-
ta del agresor, que propicien la exposición reitera-
da de la víctima ante su victimario o que vulneren 
sus garantías procesales y personales.

A partir de lo anterior, se plantea la siguiente pre-
gunta problema:

¿En qué medida el derecho penal colombiano ha 
garantizado, desde un enfoque de derechos hu-
manos, la protección efectiva de las víctimas del 
delito de violencia intrafamiliar?

El objetivo general de la investigación es determi-
nar en qué medida se garantiza la protección de 
los derechos humanos de las víctimas del delito 
de violencia intrafamiliar. De manera específica, se 
pretende:

Explicar los tipos de violencia y 
los mecanismos de prevención 
del delito.

Identificar los derechos de las 
víctimas y el grado de protección 
jurídica que se les otorga.

Analizar la respuesta 
institucional y judicial frente a la 
comisión del delito en la ciudad 
de Bogotá.

METODOLOGÍA

La investigación se desarrolla bajo el método fe-
nomenológico-narrativo, complementado con un 
análisis documental de sentencias, normas jurídi-
cas, informes institucionales y estadísticas oficiales 
relacionadas con la materia objeto de estudio.

Desde el paradigma fenomenológico, y confor-
me a lo señalado por Rojas (2020), este método 
“está orientado a la descripción e interpretación 
de las estructuras fundamentales de la expe-
riencia vivida, al reconocimiento del significado 
y del valor pedagógico de esta experiencia” (p. 
XX). En este sentido, el estudio busca explorar 
las experiencias personales de las víctimas y 
operadores jurídicos, integrándolas con el aná-
lisis normativo y jurisprudencial para formular 
conclusiones y recomendaciones fundamenta-
das.

De igual manera, se adopta un enfoque socio jurí-
dico, en tanto se pretende comprender la proble-
mática social de la violencia intrafamiliar desde su 
vínculo con el derecho penal y los derechos huma-
nos. En relación con la recolección de la informa-
ción, se emplea un enfoque cualitativo, que prioriza 
la subjetividad, las percepciones y las vivencias de 
los actores involucrados. Según Flick (2007), este 
tipo de enfoque se caracteriza por la adecuada se-
lección de métodos y teorías, así como por el reco-
nocimiento y análisis de diversas perspectivas que 
enriquecen la comprensión del fenómeno jurídi-
co-social.

El diseño metodológico es de tipo narrativo, al cen-
trarse en la recopilación y análisis de historias de 
vida y experiencias de las víctimas, lo que permite 
describir e interpretar las realidades jurídicas des-
de la voz de los propios sujetos. Este diseño cons-
tituye, además, una forma de intervención social, 
en la medida en que el acto de narrar las propias 
experiencias contribuye a procesar los hechos de 
violencia y a resignificar el daño sufrido (Salgado, 
2007, Universidad Autónoma de Ciudad Juárez).

En coherencia con lo anterior, la presente investi-
gación se define como sociojurídica, cualitativa, 
descriptiva y analítica. Las fuentes de información 
comprenden entrevistas experienciales, senten-
cias judiciales, informes del Observatorio de Violen-
cia de Género, así como documentos del Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

Para el análisis de la información, se aplicarán téc-
nicas de categorización temática y triangulación 
entre las narrativas recogidas, el marco normativo 
y las decisiones judiciales. Este procedimiento per-
mitirá contrastar las experiencias subjetivas con las 
estructuras legales vigentes, aportando una visión 
integral, crítica y contextualizada del fenómeno Fuente: Hacemos Memoria
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objeto de estudio.

¿Qué mecanismos de protección tienes las víc-
timas de violencia intrafamiliar?  Para hablar de 
esta violencia se deben iniciar por la evolución 
que ha tenido la familia en la sociedad, siendo 
núcleo central de la economía del estado, des-
de antes de la Constitución Política, nuestro país 
tenía una fuerte relación con la religión católica, 
quien indicaba existían tres hábitos importantes 
en la vida del ciudadano: (i) el matrimonio, (ii) la 
procreación del primogénito y (iii) la muerte. Es 
decir, lo más importante era conformar familia, 
mejor denominada como “Familia Nuclear”. 

Sin embargo, en el año 1991, el estado se vuelve lai-
co y ante ese la Constitución política opta por es-
tructurar la familia así: 

Artículo 42. La familia es el 
núcleo fundamental de la 
sociedad. Se constituye por 
vínculos naturales o jurídicos, 
por la decisión libre de un 
hombre y una mujer de contraer 
matrimonio o por la voluntad 
responsable de conformarla.

El Estado y la sociedad 
garantizan la protección integral 
de la familia. La ley podrá 
determinar el patrimonio familiar 
inalienable e inembargable.(…)”

Al hablar de los vínculos naturales o jurídicos, em-
pezamos a ver las normas actuales para formar la 
misma, es decir, la Unión Marital de Hecho (Ley 54 
de 1990) y el Matrimonio Civil o católico (Regulado 

por el Código Civil). Si dentro de estas uniones se 
procrean hijos, se deberá tener en cuenta las obli-
gaciones y derechos que se tienen sobre el mismo 
y el estado buscará ser de especial protección para 
él. 

Jurisprudencialmente, se ha modificado dicho ar-
tículo, como principal cambio hablamos de las sen-
tencias C – 075 de 2007 y C – 577 de 2011, en las que 
estableció que la familia no solo será conformada 
por parejas heterosexuales, sino que las parejas ho-
mosexuales también pueden formar vínculos na-
turales o jurídicos y estos serán del mismo objeto 
de protección jurídica, posteriormente mediante 
sentencia número C – 683 del 2015, se permite la 
adopción a parejas homoparentales. Dándoles el 
derecho de formar la familia nuclear. 

Ya aclarando la importancia que tiene la familia y 
sus diferentes conformaciones, se debe tener en 
cuenta que dentro de estas conformaciones pue-
de ingresar la violencia, dando la comisión del de-
lito de violencia intrafamiliar, el cual está tipificado 
mediante el artículo 229 del Código Penal, así: 

El que maltrate física o 
psicológicamente a cualquier 
miembro de su núcleo familiar 
incurrirá, siempre que la 
conducta no constituya delito 
sancionado con pena mayor, en 
prisión de cuatro (4) a ocho (8) 
años.

La pena se aumentará de la 
mitad a las tres cuartas partes 
cuando la conducta recaiga 
sobre un menor, adolescente, 
una mujer, una persona mayor 
de sesenta (60) años, o que 
se encuentre en situación de 
discapacidad o disminución 
física, sensorial y psicológica o 
quien se encuentre en estado 
de indefensión o en cualquier 
condición de inferioridad.”

Fuente: Shutterstock

Fuente: Defensor de los Derechos del Niño Rusia
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No obstante, dentro del artículo se establece solo 
la violencia física y psicológica, sin embargo, den-
tro del transcurso de los años se han ampliados 
los tipos de violencia que se generan en la relación 
familiar, es decir, padres e hijos, como son los si-
guientes: 

2.1. Violencia de género 

Según Puente Pascual (2021) la violencia de gé-
nero es la que ejercen los hombres sobre las 
mujeres, solo por el hecho de ser mujeres, gene-
rando una afectación desproporcionada, siem-
pre que en el medio se encuentre una relación 
afectiva. Desde inicios del siglo XX, se reconocen 
los siguientes tipos de violencia: física, verbal, 
emocional, sexual y económica. 

Conforme el pasar del tiempo se han creado meca-
nismos de ayuda para combatir esta violencia, por 
ejemplo, las medidas de protección establecida en 
las leyes 1257 de 2008 y 2126 de 2021, donde se per-
mite evitar la confrontación con el agresor y fijar 
medidas preventivas para la seguridad de la perso-
na que la solicite (mujer, hombre y niños), ordenan-
do al agresor poner cese a todo acto de violencia, 

asistir a terapia psicológica y en caso de incumplir 
las medidas establecidas es acreedor de multa o 
arresto. 

Sin embargo, la entidad competente para conocer 
de estos casos en la Comisaria de Familia de la lo-
calidad en la que se resida la víctima de violencia, 
como institución para salvaguardar los derechos 
la misma debe informar a la Fiscalía General de la 
Nación, la presunta existencia de un delito de vio-
lencia intrafamiliar.

2.2. Violencia Vicaria: 

Como segundo fenómeno de estos procesos, se 
encuentra la Violencia Vicaria ¿Qué es? Para la 
psicóloga Sonia Vaccaro (Fayos, 2023), se trata 
de una violencia desplazada, en la que se bus-
ca hacerle daño a alguno de los padres por me-
dio de sus hijos con la intención de generar un 
daño. Así mismo, explica cómo se manifiesta la 
misma, amenazas de llevarse los niños y no per-
mitir verlos nuevamente, en la presencia de los 
mismos, insultar a alguno de los progenitores, 
utilizar los momentos de visitas para dar infor-
mación dolorosa o no permitir la comunicación. 

Por ende, la Corte Constitucional, toma el signifi-
cado de Violencia Vicaria y lo define como cual-
quier daño patrimonial, físico, psicológico, sexual, 
emocional o similar, a ella o a su círculo de perso-
nas afectivas significativas con el fin de causarle 
un daño instrumentalizando a un tercero, como en 
este caso, fue el niño. 

Por ejemplo, en el año 2020, una madre acude a la 
Comisaria de Familia de Antonio Nariño solicitando 
una medida de protección en favor de su hijo por 
hechos de violencia intrafamiliar del padre del me-
nor. Por lo que la Comisaría, suspendió las visitas 
que tenía el padre. Ya que, el mismo la amenazaba 
con sus familiares y le propinó lesiones físicas a la 
misma.

Fuente: New Hope Midcoast

Fuente: La Izquierda Diario
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2.3. Alienación parental: 

La alienación parental, se conoce como un des-
orden generado en el contexto de las disputas 
por la custodia de los niños, como primera evi-
dencia de esto, se encuentran los actos de difa-
mación contra uno de los progenitores sin jus-
tificación alguna, adquiriendo una especie de 
adoctrinamiento para la denigración del padre 
rechazado. 

Sin embargo, se deben tener en cuenta ciertas si-
tuaciones para la existencia de este desorden. 

Como un síndrome familiar 
en el que cada uno de sus 
participantes tiene una 
responsabilidad relacional en 
su construcción y por tanto en 
su transformación; teniendo 
en cuenta que el elemento 
principal es el rechazo más o 
menos intenso de los hijos hacia 
uno de los cónyuges, propone 
modificar la nomenclatura 
clásica de Gardner por la 
de Progenitor Aceptado y 
Progenitor Rechazado (Segura, 
Gil, Sepulveda, 2006, Pág. 121) 

Como se evidencia anteriormente, la violencia in-
trafamiliar no trata solo de las agresiones físicas, el 
instituto de Medicina Legal ha indicado que la vio-
lencia se da en los niveles políticos, económicos, so-
cial, laboral e intrafamiliar. Como hemos estado en-
focados en el último, la misma entidad indica que 
dentro de del desarrollo y la evolución de la familia 
se pueden generar situaciones e interacciones que 
creen tensión entre los miembros de la misma, lo 
cual puede desencadenar conductas agresivas. 

Sin embargo, la tendencia a conductas agresivas 
tiene ciertos factores que pueden hacer más pro-
pensos a sucedes, por ejemplo, en los factores so-
ciales la desigualdad de ingresos, violencia en me-
dios de comunicación y controles institucionales 
débiles. 

Este último, es de los que más pueden ampliar la 

comisión del delito, habida consideración que las 
medidas de protección son mecanismos previos a 
la denuncia. ¿Qué es la medida de protección?

Son mecanismos adoptados por la administración 
para garantizar, proteger y reparar los derechos de 
personas víctimas de la violencia. Donde se adop-
tan medidas como: la orden de alejamiento y  la 
obligación de asistencia a terapia psicológica, no 
obstante, este mecanismo tiene requisitos para ser 
proporcionado a la víctima debe ser presentado 
dentro de los 30 días siguientes a la ocurrencia de 
los hechos y estos empezaran a ser contados des-
de el día que se consuman los hechos de violencia. 

Es competente para conocer del mismo las Casas 
de Justicia, es decir, las Comisarias de Familia de 
donde sea residente la víctima y las mismas están 
obligadas a de oficio remitir compulsa de copias de 
los hechos de violencia a la Fiscalía General de la 
Nación sobre todos los delitos conexos a la misma. 

Estas medidas son preventivas pero, muchas ve-
ces se ve obstaculizado su función de prever los 
delitos, es aquí donde, el estado deja de priorizar 
a la víctima ¿Por qué? Porque muchas veces no 
se da el cumplimiento del fallo dictado por parte 
de la autoridad. 

Fuente: Deutschlandfunk Kultur

Fuente: OpenAI (ChatGPT)
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Por ejemplo, una pareja con hijos, dentro de la ju-
risprudencia Colombia se ha establecido, que para 
las medidas de protección se genera orden de ale-
jamiento para la victima pero, no para sus hijos, es 
decir, puede existir un constreñimiento por parte 
del agresor al ejecutar las visitas. 

Como caso práctico, tomamos el caso del me-
nor Gabriel Esteban Cubillos Rodríguez, su ma-
dre acudió a la Comisaria de Familia de la loca-
lidad de Usme en el año 2022, amparándole los 
derechos y ordenando el alejamiento de su ex 
pareja, es decir, su agresor, sin embargo, como 
el mismo no había cometido actos de violencia 
contra el menor,  no fue objeto de protección y 
se fijaron las visitas para el padre. 

Este caso de violencia, como lo vemos tiene un me-
canismo preventivo, no obstante, para octubre de 
2022,  como “Venganza” hacía la madre del niño, el 
agresor lleva a su hijo a un hotel a la Melgar, Tolima 
y lo asfixia hasta provocar su muerte. No sin antes, 
grabar un video indicando lo siguiente: “ Hora de 
fallecimiento: 3:55 a. m. No sufrió. Ahora sí puedes 
disfrutar sola sin ‘trisitico’ y sin mí. Felicidades. Us-
ted escogió al campesino. Hasta nunca”

Demostrando así el factor de las instituciones dé-
biles, porque, aunque ambos eran víctimas de vio-
lencia, al padre se le permitió seguir viendo a su 
hijo y al asesinar al mismo de manera premeditada 
y con dolo, genero violencia psicológica a la madre 
al hacer un daño colateral del delito de homicidio. 

Otro ejemplo, también en la ciudad de Bogotá, 
Karina Rincón era víctima de acoso y agresiones 
por parte de su expareja, por ello había acudido 
a la Comisaria de Familia y la misma le conce-
dido una medida de protección, sin embargo, 
como vimos en el ejemplo anterior, su hija no 
fue objeto de medida de protección, ya que, el 
padre nunca cometió actos de violencia contra 
la menor. Por lo que el padre, aprovechándose 
de su derecho, mediante las visitas ejercía aco-
so a Karina junto a agresiones verbales y físicas, 
mismas que no cesaban, ya que, al acudir a la 
Comisaria, la misma dijo que no podía vulnerar 
el derecho de la menor a tener una familia. 

Para el año 2025, Karina salió a compartir con sus 
amigas y al volver a su hogar, su ex pareja se encon-
traba ahí y el mismo le agredió el rostro con mar-
tillo en repetidas ocasiones para posteriormente, 
retirarle los dientes con unas pinzas. 

A que se quiere llegar con la visibilidad de estos 
casos, sencillo, a tres incógnitas esenciales: (i) Al 
momento de tomar medidas se deben tomar 
en cuenta todos los tipos de violencia, (ii) que 
derechos tienes los víctimas de violencia intra-
familiar (menores y mujeres, como principales 
víctimas) y, por último, (iii) estos mecanismos 
si cumplen sus funciones a cabalidad, es decir, 
como actúan las instituciones a la comisión de 
estos sucesos. 

Por lo anterior, partamos de la primer incógnita, al 
realizar la investigación se puede evidenciar, que 
mediante diferentes pronunciamientos de dife-
rentes entidades estatales, se manifiesta el conoci-
miento de los tipos de violencia. ¿Cómo? Partamos 
de la violencia física, que inicia por estrujones, sa-
cudidas, empujones y pellizcos, primera alerta, ya 
que, de esta medida se avanzan a mechoneadas y 
golpes que provocan hematomas, fracturas e inca-
pacidades, segunda alerta y una de las más impor-
tantes, habida consideración, que la violencia tiene 
un ciclo de actuaciones y como ultima de etapa de Fuente: CASFORTÍN

Fuente: DeDepositphotos
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la violencia física esta intento de homicidio y la co-
misión del mismo. 

Violencia patrimonial y violencia económica, como 
podemos evidenciar la misma, esta puede partir 
de dos aristas; la primera, ocultamiento, robo, re-
tención y manipulación de bienes, la segunda, es 
decir, la violencia económica se presenta cuando 
no se permite tener ingresos separados o se le pri-
va a una parte de tener ingresos económicos con la 
finalidad de ejercer control. 

Aunque este tipo de violencia, duro mucho tiempo 
sin ser relevante para el estado, ya que, por costum-
bre una de las partes era la proveedora del hogar,  
sin embargo, mediante la sentencia T – 012 de 2016 
dictada por el Magistrado Ponente 

LUIS GUILLERMO GUERRERO 
PEREZ del Tribunal Superior de la 
Ciudad de Bogotá, manifestó lo 
siguiente: 

“Dicho tipo de violencia se presenta, además, por 
(i) relaciones largas, (ii) diferencias trascendenta-
les entre las parejas en cuanto a sus capacidades 
económicas o cualidades físicas, las que son explo-
tadas, normalmente por el hombre, para generar 
dependencia a mediano y largo plazo. También 
existen situaciones que remplazan eventos “hito” 
por hechos menores 

Pero de desgaste continuo en 
el que se envía el mensaje de la 
inevitabilidad de la situación y de 
la incapacidad de la parte débil 
para transformarla

Esa violencia entre relaciones 
también se presenta en 
los matrimonios y tiende a 
expresarse como una forma de 
poder y control en contra de las 
mujeres. El hecho de que eso no 
suceda y se asuma como una 
conducta normal, tiene que ver 
con elementos estructurales de 
las sociedades contemporáneas 
que favorecen la dependencia 
de las mujeres en relación con 
sus esposos. Dichos factores los 
resume así: “1. La discriminación 
salarial y el acoso laboral que 
incentivan a las mujeres a 
aislarse del mercado laboral. 2. La 
pobre regulación de la propiedad 
en relación con la familia que 
permite ocultar bienes y eludir 
responsabilidades. 3. El privilegio 
de la maternidad y el matrimonio 
como formas sociales de 
realización personal de las 
mujeres. 4. La normalización 
de la violencia como forma de 
relación”.

A estas consideraciones, el Ponente, establece que 
es una de las violencias más difíciles de evidenciar, 
teniendo en cuenta lo siguiente: 

Por otra parte, la violencia 
contra la mujer también es 
económica. Esta clase de 
agresiones son muy difíciles 
de percibir, pues se enmarcan 
dentro de escenarios sociales 
en donde, tradicionalmente, 
los hombres han tenido un 
mayor control sobre la mujer. A 
grandes rasgos, en la violencia 
patrimonial el hombre utiliza su 
poder económico para controlar 
las decisiones y proyecto de 
vida de su pareja. Es una forma 
de violencia donde el abusador 
controla todo lo que ingresa 
al patrimonio común, sin 
importarle quién lo haya ganado. 
Manipula el dinero, dirige y 
normalmente en él radica la 
titularidad de todos los bienes. 
Aunque esta violencia también 
se presenta en espacios públicos, 
es en el ámbito privado donde se 
hacen más evidentes sus efectos.

Fuente: El Imparcial
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Por lo general, esta clase de 
abusos son desconocidos por la 
mujer pues se presentan bajo 
una apariencia de colaboración 
entre pareja. El hombre es el 
proveedor por excelencia. No 
obstante, esa es, precisamente, 
su estrategia de opresión. La 
mujer no puede participar en 
las decisiones económicas 
del hogar, así como está en la 
obligación de rendirle cuentas de 
todo tipo de gasto. Igualmente, 
el hombre le impide estudiar 
o trabajar para evitar que la 
mujer logre su independencia 
económica, haciéndole creer 
que, sin él, ella no podría 
sobrevivir

Como otro tipo común, hablamos de la violencia 
sexual, esta se presenta cuando se obliga a una 
persona a mantener algún contacto o comporta-
miento de manera física o verbal de índole sexual, 
mediante uso de fuerza, manipulación, intimida-
ción o chantaje. 

Ante este tipo de violencia la Corte Constitucional, 
mediante la sentencia C – 647 de 2005, indico que: 

... Lo que la técnica socio 
analítica ha denominado 
‘perversiones sexuales’ y que 
se traducen en la imposición de 
prácticas sexuales no deseadas, 
por medio del chantaje, del 
miedo y otros medios de presión 
en el campo de la sexualidad”.

Ya que, para años anteriores, se entendía que por 
existir el débito conyugal, se debía constreñir o ma-
nipular a la pareja con el fin de que cediera su con-
sentimiento para mantener relaciones sexuales. 

Por último, evidenciamos la violencia psicológica, 
la cual se compone de los siguientes elementos 
el lenguaje despectivo y los diminutivos, porque, 
esta se presenta cuando dentro de la relación un 
lenguaje despectivo, autoritario e impositivo que 
buscan afectar el bienestar emocional y mental, 
por ejemplo, uso de palabras que afecten el auto-
estima, burlas, insultos, también se puede dar por 
aislar, ignorar e intimidar como una imposición o 
especie de castigo, es decir, castigar mediante in-
diferencia o hostigamiento. 

Resuelta esta primera incógnita, pasamos a la par-
te dos de esta investigación ¿Qué derechos poseen 

las víctimas? Es válido hacer la aclaración, de que la 
víctima es poseedora de derechos dentro de toda 
la actuación, desde la parte preventiva, hasta la 
etapa judicial. Las siguientes etapas son las que el 
Misterio de Interior evidencio: 

Primera actuación; en la atención, para 
esta etapa la victima cuenta con los 
siguientes derechos: 

Ser atendidas de manera 
oportuna, respetuosa y segura 

Garantizar la intimidad y 
privacidad de la víctima junto 
al restablecimiento de sus 
derechos 

Que se valoren sus condiciones 
particulares para la atención 

Segunda actuación; la orientación, ya 
en donde la víctima se le deben otorgar 
las soluciones ante su situación de 
vulnerabilidad, por ende, se conocen los 
siguientes derechos: 

Recibir orientación y asesoría 
legal 

Recibir información sobre sus 
derechos, sobre el proceso y la 
verdad procesal

Conocer sobre las opciones de 
atención para su salud física y 
mental 

Tercera actuación; el acceso a la 
justicia, la etapa procesal, tanto en 
la Comisaria de Familia como en sus 
superiores jerárquicos: 

Tener igualdad de oportunidades 
de acceso a la justicia y la 
protección requerida dentro de 
la misma 

Obtener la asistencia necesaria 
para poner en marcha el proceso 
de manera efectiva y legal. 

Fuente: No Violencia y Discriminación
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Sin embargo, como parte investigativa, se determi-
na que las victimas cuentan con dos derechos más 
el primero; no ser revictimizadas y tener que con-
vivir nuevamente con su agresor y segundo; tener 
acompañamiento posterior a la sentencia para que 
se dé el respectivo cumplimiento del mismo. 

Por qué, tomamos en cuenta estos dos dere-
chos adicionales a los anteriormente menciona-
dos, muy sencillo, al hablar de la revictimización 
esta es cometida por parte de funcionarios, que 
al realizar una mala intervención en sus labores 
y la falta de capacitación para atender situacio-
nes de vulnerabilidad. Como se puede afectar 
ese derecho con comentarios y tratos de las en-
tidades al momento de practicar pruebas o al 
momento de la primera atención, poniendo a la 
víctima nuevamente a vivir el sufrimiento de los 
hechos vividos. 

Haciendo que la víctima sufra daños a su estabili-
dad emocional y mental, reviviendo algún evento 
traumático y recaer nuevamente en su papel de 
víctima, con la intención de conocer un poco más 
sobre la vida privada de las víctimas y no trabajan-
do en la reconstrucción de la comisión de los he-
chos. 

Sobre ese ítem mencionado, las víctimas de estos 
hechos en la ciudad de Bogotá han denunciado 
alrededor de 37 Comisarías de Familia, que al mo-
mento de prestar la atención necesaria se juzga y 
revictimiza a la víctima, no solo a las mujeres. 

La Defensoría del Pueblo (2016) indica que como 
instituciones públicas deben hacer más eficientes 
el uso de los mecanismos de atención y fortalecer 
las técnicas para conseguir el restablecimiento de 

los derechos de niños, niñas y adolescentes que 
son afectados por cualquier tipo de delito ejecu-
tado en su contra. Sin embargo, al ser incapaces 
legales, son objeto de prueba de las entrevistas 
semiestructuradas, en donde se debe brindar un 
espacio que garantice la tranquilidad y la privaci-
dad de la víctima, enfocándose únicamente en la 
ocurrencia de los hechos, las redes de apoyo con 
las que cuenta el menor y las acciones a seguir. 

La misma entidad indica, que estos casos se 
deben tratar con dignidad humana, empatía, 
sensibilidad y neutralidad para que las victimas 
puedan sentirse respetadas y reconocidas, de 
esta manera, se reduce el riesgo de la revictimi-
zación, por ellos mismos, se encargan de prepa-
rar a los profesionales para que ellos no norma-
licen el delito, porque, en muchas ocasiones los 
casos son manejados por ellos con una sensa-
ción de costumbre que termina minimizando 
las agresiones y ocasionando daños y descon-
fianza en las victimas. 

Como siguiente, tenemos el seguimiento de las 
medidas de protección, vale aclarar que estos pro-
cesos, cuentan con recurso de apelación, porque 
son revisados por el superior jerárquico, en este 
caso Jueces de Familia del Circuito son los compe-
tentes para validar si debe imponerse la medida o 
no es necesario. 

Ese sería el primera impacto de una medida, como 
se mencionó anteriormente la misma, compulsa 
copias a la Fiscalía General de la Nación quien se 
encargara de que los presuntos agresores acudan 
ante la ley y velar por la protección de las víctimas, 
por ente, debe garantizar la atención permanente 
a las víctimas, en este caso están: Identificador Uni-

Fuente:TervisPluss
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forme  de Recursos (URI) quien presta atención de 
24 horas durante todo el año y a través de todas 
las unidades ubicadas en el país, Servicio de Aten-
ción Urgente (SAU) Es la entidad que busca prestar 
atención orientada a la comunidad en alternativas 
de solución de conflictos y, por últimos, tenemos 
los Centros de Atención e Investigación Integral a 
las Víctimas de Delitos Sexuales (CAIVAS) y Centros 
de Atención e Investigación Integral contra la Vio-
lencia Intrafamiliar (CAVIF) entidad que busca pre-
venir la revictimización y ofrece atención integral 
de manera jurídica, social y médica.

Anudado a lo anterior debemos tener en cuentas 
las entidades que siempre están prestadoras a la 
protección del ciudadano, por ejemplo, la policía 
Nacional, el Instituto de Bienestar Familiar (ICBF), 
Instituto Nacional de Medicina Legal y los organis-
mos de control como la Defensoría del Pueblo y la 
Procuraduría General de la Nación. 

Sin embargo, a pesar de existir diferentes enti-
dades, se puede determinar que presentan una 
congestión del sistema, habida consideración 
que para el año 2025 se han presentado alre-
dedor de 17 mil casos de violencia intrafamiliar, 
aumentando en un 28% que el año anterior. 
(Concejo de Bogotá, 2025) Los casos como el 
de Karina y Gabriel, demuestra que, aunque la 
gravedad de no darle prioridad a estas medidas, 
sino en dejarlas como prevención de un delito, 
no he evita no haga la comisión del delito de vio-
lencia o escala hasta un feminicidio u homicidio. 

Teniendo en cuenta todo lo anterior. Podemos con-
cluir que el análisis realizado permite evidenciar 
que, si bien el ordenamiento jurídico colombiano 

ha avanzado en la tipificación, prevención y san-
ción de la violencia intrafamiliar, persisten impor-
tantes brechas que afectan la protección efectiva 
de los derechos humanos de las víctimas. La am-
pliación jurisprudencial de los tipos de violencia —
física, psicológica, sexual, económica, patrimonial, 
vicaria y otras formas relacionales— demuestra un 
reconocimiento progresivo de la complejidad del 
fenómeno; sin embargo, este reconocimiento no 
siempre se traduce en respuestas institucionales 
oportunas, integrales y libres de revictimización.

Los casos expuestos, tanto de adultos como de ni-
ños, evidencian que las medidas de protección dic-
tadas por las Comisarías de Familia y validadas por 
los jueces no siempre garantizan la seguridad real 
de las víctimas, especialmente cuando las decisio-
nes se limitan a proteger exclusivamente a uno de 
los miembros del núcleo familiar, dejando expues-
tos a los hijos o a personas en situación de especial 
vulnerabilidad. Esta falta de enfoque integral, uni-
da a la congestión institucional y a prácticas revic-
timizantes, debilita el propósito preventivo de las 
medidas y, en los casos más graves, facilita la es-
calada hacia feminicidios, homicidios o violencias 
irreparables.

Desde una perspectiva de derechos humanos, 
resulta claro que el principal desafío del sistema 
penal no es únicamente sancionar la conduc-
ta, sino asegurar que los mecanismos de pro-
tección sean eficaces, inmediatos y adaptados 
a las particularidades de cada caso. Esto exige 
fortalecer la capacitación de los operadores ju-
rídicos, mejorar la articulación interinstitucional 
y garantizar un acompañamiento continuo a las 
víctimas desde el primer contacto con las auto-
ridades hasta la ejecución de las medidas adop-
tadas.

En síntesis, aunque el marco normativo colombia-
no ofrece herramientas adecuadas para la protec-
ción de quienes sufren violencia intrafamiliar, su 
aplicación práctica demuestra falencias que impi-
den afirmar que exista una garantía plena y efec-
tiva de los derechos humanos de las víctimas. La 
protección real requiere superar la respuesta mera-
mente formal y avanzar hacia una actuación esta-
tal que sea preventiva, integral, coordinada y, sobre 
todo, centrada en la dignidad y seguridad de las 
personas afectadas.
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RESUMEN

La presente investigación analiza la responsabili-
dad ambiental en las pequeñas y medianas em-
presas (PYMES) dedicadas a la comercialización de 
lubricantes automotrices en San Juan de Pasto. El 
estudio surge ante la problemática de la genera-
ción de residuos peligrosos, como aceites usados, 
que representan una amenaza significativa para 
los recursos hídricos y la salud pública cuando no 
se gestionan adecuadamente. A través de un en-
foque cualitativo-descriptivo, se diagnosticaron 
las prácticas actuales de manejo de residuos en 
18 empresas locales. Los resultados revelan que, si 
bien existe conocimiento normativo, persisten de-
ficiencias en la recolección y disposición final de 
desechos peligrosos. Se concluye con la propuesta 
de un plan de manejo ambiental basado en están-
dares internacionales como la ISO 14001 para me-
jorar la sostenibilidad y competitividad del sector.
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ABSTRACT

This research analyzes environmental responsibi-
lity in small and medium-sized enterprises (SMEs) 
dedicated to the sale of automotive lubricants in 
San Juan de Pasto. The study arises from the pro-
blem of generating hazardous waste, such as used 
oils, which pose a significant threat to water resour-
ces and public health when not properly managed. 
Through a qualitative-descriptive approach, cu-
rrent waste management practices were diagno-
sed in 18 local companies. The results reveal that, 
although there is regulatory knowledge, deficien-
cies persist in the collection and final disposal of 
hazardous waste. It concludes with the proposal of 
an environmental management plan based on in-
ternational standards such as ISO 14001 to improve 
the sustainability and competitiveness of the sec-
tor.

PALABRAS CLAVE

Responsabilidad ambiental, PYMES, Aceites usa-
dos, Gestión de residuos, Sostenibilidad.

KEYWORDS

Environmental responsibility, SMEs, Used oils, Was-
te management, Sustainability.

INTRODUCCIÓN

En las últimas décadas, la sostenibilidad ambien-
tal ha adquirido un papel central en la gestión 
empresarial, particularmente en sectores con alto 
potencial contaminante como el automotriz. En 
este contexto, las pequeñas y medianas empresas 
(PYMES) enfrentan el desafío de integrar prácticas 
responsables que mitiguen su impacto ambiental 
sin comprometer su sostenibilidad económica. De 
acuerdo con Michael Porter y Mark Kramer (2011), 
la incorporación de estrategias sostenibles no solo 
responde a exigencias regulatorias, sino que tam-
bién puede convertirse en una fuente de ventaja 
competitiva mediante la creación de valor compar-
tido.

Sin embargo, diversos estudios han evidenciado 
que las PYMES presentan mayores dificultades 
para adoptar prácticas ambientales estructuradas 
debido a limitaciones financieras, técnicas y orga-
nizacionales (John Elkington, 1997). En economías 
emergentes, estas barreras se intensifican por la 
débil articulación institucional y la baja cultura am-
biental empresarial, lo que conduce a enfoques re-
activos centrados en el cumplimiento mínimo de 
la normativa (Stuart L. Hart, 1995).

En el caso colombiano, y particularmente en con-
textos locales como la ciudad de Pasto, las dinámi-

cas empresariales del sector de lubricantes auto-
motores presentan retos específicos relacionados 
con la gestión de residuos peligrosos, especialmen-
te aceites usados, los cuales tienen un alto poten-
cial contaminante si no son manejados adecuada-
mente. En este sentido, la normativa ambiental y 
estándares internacionales como la ISO 14001 han 
buscado promover sistemas de gestión ambiental 
más estructurados; no obstante, su adopción en 
PYMES sigue siendo limitada.

Por tanto, el presente estudio tiene como objeti-
vo analizar las prácticas de gestión ambiental y las 
percepciones sobre sostenibilidad en las PYMES 
del sector de lubricantes automotores en Pasto, 
con el fin de identificar brechas, barreras y opor-
tunidades de mejora que contribuyan al fortaleci-
miento de estrategias sostenibles en el contexto 
local.

Fuente: Dreamstime
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METODOLOGÍA

El presente estudio se enmarca en un paradig-
ma positivista, con un enfoque cualitativo de tipo 
descriptivo. Este enfoque permite comprender fe-
nómenos sociales y organizacionales desde una 
perspectiva sistemática y rigurosa, procurando la 
objetividad en la recolección e

interpretación de los datos sin intervenir en las di-
námicas propias de las organizaciones estudiadas 
(Roberto Hernández Sampieri et al., 2014; Norman 
Denzin & Yvonna Lincoln, 2012).

Población y muestra:

•  •  La población estuvo conformada por 18 pe-
queñas y medianas empresas (PYMES) del sec-
tor de lubricantes automotores, identificadas a 
partir de los registros oficiales de la Cámara de 
Comercio de Pasto con corte al año 2025. Dada 
la naturaleza del estudio, se trabajó con la tota-
lidad de la población (censo), lo cual permitió 
obtener una visión integral del fenómeno ana-
lizado, tal como lo sugieren estudios en investi-
gación aplicada cuando el universo es accesible 
y reducido (Naresh Malhotra, 2008).

Para la recolección de información se emplea-
ron técnicas de observación directa en los es-

tablecimientos y entrevistas 
semiestructuradas dirigidas a 
propietarios y administradores, 
con el fin de comprender sus per-
cepciones y prácticas en torno a 
la sostenibilidad ambiental. Estas 
técnicas son ampliamente utili-
zadas en estudios organizaciona-
les por su capacidad para captar 
tanto comportamientos como 
significados (Matthew B. Miles et 
al., 2014).

     Recolección de datos:

• • Se desarrolló un proceso de le-
vantamiento de información 
basado en el análisis de conta-
minantes generados por la acti-
vidad comercial y un estudio es-
pacial que permitió identificar las 
condiciones del entorno donde 
surge la problemática ambiental. 
Este tipo de análisis se sustenta 

en enfoques de evaluación ambiental que inte-
gran variables físicas y sociales para compren-
der los impactos derivados de actividades pro-
ductivas (Charles J. Kibert, 2016).

Estas técnicas facilitaron la caracterización de 
los impactos ambientales asociados al manejo 
de lubricantes y residuos derivados.

Procedimiento de análisis:

•  •  La información recolectada fue organizada y 
analizada mediante un proceso de triangula-
ción de datos, integrando los hallazgos empíri-
cos con el marco teórico y la normativa vigente. 
La triangulación es considerada una estrategia 
clave para aumentar la validez y confiabilidad 
en investigaciones cualitativas (Norman Den-
zin, 1978). En este estudio, se contrastaron los 
resultados con los lineamientos de la norma ISO 
14001 y la legislación ambiental aplicable en el 
departamento de Nariño, lo que permitió ofre-
cer una interpretación más robusta del fenóme-
no estudiado y fortalecer la consistencia analíti-
ca de los resultados (International Organization 
for Standardization, 2015).

RESULTADOS

El análisis de la información recolectada evidencia 
que, aunque las pequeñas y medianas empresas 
(PYMES) del sector de lubricantes automotores 

Fuente: Shutterstock
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manifiestan un reconocimiento general sobre la 
importancia de la sostenibilidad ambiental, per-
sisten limitaciones significativas en la adopción e 
implementación de prácticas formales de gestión 
ambiental. En particular, se identificaron debilida-
des en los procesos asociados al manejo, almace-
namiento y disposición final de residuos derivados 
de lubricantes, lo que representa un potencial ries-
go para el entorno.

Asimismo, se observó una baja incorporación de 
sistemas de gestión ambiental estructurados, evi-
denciada en la escasa adopción de estándares 
internacionales como la norma ISO 14001. Esta si-
tuación refleja la ausencia de procedimientos siste-
máticos, políticas ambientales consolidadas y me-
canismos de seguimiento que permitan evaluar el 
desempeño ambiental de las organizaciones.

El diagnóstico realizado permite profundizar en 
aspectos clave de la gestión ambiental en las 
PYMES estudiadas. En relación con el cumpli-
miento normativo, se evidencia que la mayoría 
de las empresas reconoce las exigencias esta-
blecidas por la Corporación Autónoma Regional 
de Nariño; sin embargo, su cumplimiento res-
ponde principalmente a una lógica de evitación 
de sanciones, más que a una apropiación inter-
na de la sostenibilidad como eje estratégico em-
presarial. Este hallazgo sugiere una débil cultura 
organizacional orientada a la responsabilidad 
ambiental.

En cuanto al manejo de residuos, se identificó que 
solo un porcentaje minoritario de empresas —en 
correspondencia con tendencias nacionales cer-
canas al 30%— realiza la gestión de recolección a 
través de proveedores autorizados. En contraste, 
persisten prácticas inadecuadas como el verti-
miento de residuos en sistemas de alcantarillado o 
su disposición directa en suelos, lo que incrementa 
los riesgos de contaminación ambiental y afecta la 
calidad de los recursos hídricos y del suelo.

Respecto a la infraestructura, se constató que un 
número considerable de empresas carece de es-
pacios técnicos adecuados para el almacenamien-
to de residuos peligrosos. En muchos casos, no se 
cumplen condiciones básicas como el etiquetado, 
la señalización y el aislamiento de estos materia-
les, lo cual incrementa la probabilidad de derrames 
accidentales y la exposición a riesgos tanto para el 
ambiente como para la salud ocupacional.

No obstante, se destacan esfuerzos incipientes en 
algunas organizaciones orientados al cumplimien-
to de la normativa vigente y a la reducción de im-
pactos ambientales. Estas iniciativas, aunque aún 
no formalizadas en sistemas integrales de gestión, 
constituyen una base potencial para la implemen-
tación futura de estrategias más robustas de soste-
nibilidad en el sector.

DISCUSIÓN

Los resultados obtenidos permiten evidenciar una 
brecha significativa entre el reconocimiento con-
ceptual de la sostenibilidad ambiental y su imple-
mentación efectiva en las PYMES del sector de 
lubricantes automotores. Aunque los actores em-
presariales manifiestan conocimiento sobre la im-
portancia del cuidado ambiental, este no se tradu-
ce en la adopción de prácticas sistemáticas ni en la 
consolidación de sistemas formales de gestión am-
biental, lo cual coincide con lo planteado por John 
Elkington (1997), quien señala que la sostenibilidad 
requiere una integración equilibrada entre dimen-
siones económicas, sociales y ambientales, aspec-
to aún incipiente en este tipo de organizaciones.

En este sentido, el predominio de un cumplimien-
to normativo basado en la evitación de sanciones 
más que en una convicción organizacional refleja 
una cultura empresarial limitada en términos de 
responsabilidad ambiental. Este hallazgo es con-Fuente: Wikipedia

Fuente: Incinerox
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sistente con lo expuesto por Stuart L. Hart (1995), 
quien argumenta que las empresas en etapas ini-
ciales de madurez ambiental tienden a adoptar 
enfoques reactivos en lugar de estrategias proacti-
vas orientadas a la sostenibilidad.

Por otra parte, las deficiencias identificadas 
en el manejo de residuos peligrosos, particu-
larmente en la disposición de aceites usados, 
evidencian riesgos ambientales relevantes aso-
ciados a la contaminación de suelos y fuentes 
hídricas. La baja articulación con gestores au-
torizados y la persistencia de prácticas inade-
cuadas ponen de manifiesto limitaciones tanto 
económicas como técnicas, lo cual coincide con 
estudios que destacan la falta de recursos y co-
nocimiento especializado como barreras críticas 
en la gestión ambiental de las PYMES (Howard 
Bowen, 1953).

Adicionalmente, las condiciones de infraestructu-
ra observadas refuerzan la idea de que la gestión 
ambiental no ha sido integrada como un compo-
nente estratégico dentro de las organizaciones. La 
ausencia de espacios adecuados para el almacena-
miento de residuos peligrosos no solo incrementa 
el riesgo de incidentes ambientales, sino que tam-
bién refleja debilidades en la planificación operati-
va y en el cumplimiento de estándares mínimos de 
seguridad.

En coherencia con lo anterior, los hallazgos con-
firman que las PYMES del sector automotriz en 
Pasto enfrentan barreras operativas y económicas 
significativas para integrar la responsabilidad am-
biental en su gestión diaria. A diferencia de inves-
tigaciones internacionales que evidencian que la 
Responsabilidad Social Empresarial (RSE) contri-
buye a mejorar la imagen corporativa y la compe-
titividad (Michael Porter & Mark Kramer, 2011), en el 
contexto local aún prevalece una concepción de la 
gestión ambiental como un “gasto” y no como una 
“inversión” estratégica.

Asimismo, la ausencia de un sistema coordinado y 
eficiente de recolección de residuos en la ciudad 
favorece dinámicas informales, como el comercio 
ilegal de aceites usados empleados como combus-
tibles alternativos de bajo costo. Esta situación no 

Fuente: Natuyser

solo debilita los esfuerzos de regulación ambiental, 
sino que también incrementa los riesgos para la 
salud pública y el ambiente, evidenciando la ne-
cesidad de fortalecer los mecanismos de control y 
seguimiento por parte de las autoridades compe-
tentes.

En este contexto, se hace necesario promover la 
transición hacia un modelo de economía circular, 
en el cual el aceite usado sea concebido como un 
recurso recuperable y no como un residuo. Este en-
foque se alinea con lo planteado por Walter R. Sta-
hel (2016), quien propone la extensión del ciclo de 
vida de los materiales como estrategia clave para 
la sostenibilidad. La adopción de este modelo per-
mitiría a las empresas no solo mitigar su impacto 
ambiental, sino también generar valor económico 
mediante la comercialización de estos subproduc-
tos a gestores autorizados.

En conjunto, los hallazgos de este estudio aportan 
evidencia empírica sobre las dinámicas de gestión 
ambiental en PYMES del contexto local, resaltando 
la necesidad de avanzar desde enfoques reactivos 
hacia modelos preventivos y estratégicos que con-
tribuyan al desarrollo sostenible del sector.

Fuente: Vecteezy
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empleados4 

RESUMEN

El presente estudio tiene como objetivo desarro-
llar un proceso de auditoría forense aplicado a la 
nómina del Fondo de Empleados del Hospital In-
fantil (FEHILA) en la ciudad de Pasto. Para ello, se 
plantean como objetivos específicos diagnosticar 
el estado del proceso de nómina, aplicar técnicas 
de auditoría forense y proponer un plan de mejo-
ramiento orientado al fortalecimiento del control 
interno.

La investigación se desarrolló bajo un enfoque mix-
to, integrando el análisis cuantitativo de datos nu-
méricos con la revisión cualitativa de información 
propia de la empresa, permitiendo la identifica-
ción, análisis e interpretación de posibles inconsis-
tencias.

A través de la auditoría forense se examinaron los 
registros de nómina y los pagos de seguridad social, 
con el propósito de detectar anomalías y esclare-
cer la situación financiera del fondo. Los resultados 
se obtuvieron mediante técnicas comparativas y 
análisis de información, complementados con ob-
servación directa de los procesos contables. Final-
mente, el estudio aporta recomendaciones orien-
tadas a optimizar la gestión de la nómina y mitigar 
riesgos asociados a posibles irregularidades.

PALABRAS CLAVE

Auditoria Forense, Nómina, Fondo de Empleados
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ABSTRACT

The present study aims to develop a forensic au-
dit process applied to the payroll of the Hospital 
Children’s Employees Fund (FEHILA) in the city of 
Pasto. To achieve this, specific objectives are set 
to diagnose the state of the payroll process, apply 
forensic auditing techniques, and propose an im-
provement plan aimed at strengthening internal 
control.

The research was conducted using a mixed 
approach, integrating the quantitative analysis of 
numerical data with the qualitative review of the 
company’s own information, allowing the identifi-
cation, analysis, and interpretation of potential in-
consistencies.

Through forensic auditing, payroll records and so-
cial security payments were examined to detect 
anomalies and clarify the fund’s financial situation. 
The results were obtained through comparative te-
chniques and information analysis, complemented 
by direct observation of the accounting processes. 
Finally, the study provides recommendations ai-
med at optimizing payroll management and miti-
gating risks associated with potential irregularities.

KEY WORDS

Forensic Audit, Payroll, Employees Fund

INTRODUCCIÓN

En la actualidad, los delitos económicos represen-
tan una de las principales preocupaciones para las 
organizaciones, debido a su impacto directo en la 
estabilidad financiera y reputacional. Estos pueden 
originarse tanto por errores humanos derivados 
del desconocimiento como por conductas inten-
cionales que vulneran los principios éticos, gene-
rando pérdidas significativas que afectan la sos-
tenibilidad de las entidades. En consecuencia, las 
organizaciones han desarrollado diversos meca-
nismos orientados a fortalecer la transparencia y el 
control financiero, tales como la implementación 
de normativas, herramientas de control interno y 
procedimientos especializados para la prevención 
y detección del fraude.

En este contexto, la auditoría forense adquiere es-
pecial relevancia como disciplina orientada a la in-
vestigación de delitos económicos mediante la ob-
tención y análisis de evidencia. Según Ayala (2008), 
esta práctica se enfoca en la identificación de frau-
des a través del uso de múltiples fuentes de infor-
mación y la aplicación de metodologías sistemá-
ticas, similares al método científico, que incluyen 
la planificación, recolección y análisis de datos, así 
como la emisión de dictámenes sustentados. Por 
su parte, Beltrán (2022) destaca el papel del con-
tador público como auditor forense, quien, con el 

Fuente: iStock
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apoyo de otras disciplinas, participa activamente 
en procesos judiciales relacionados con crímenes 
económicos.

Bajo este enfoque, el presente estudio se funda-
menta en la aplicación de las Normas Internacio-
nales de Auditoría (NIA) para la obtención de evi-
dencia suficiente y adecuada, contribuyendo a la 
detección de delitos financieros como el fraude, la 
evasión y la elusión. Asimismo, aborda sus defini-
ciones, causas y consecuencias dentro del marco 
legal colombiano, e incorpora la identificación y va-
loración de riesgos con el propósito de fortalecer el 
sistema de control interno y mitigar la exposición a 
eventos fraudulentos. Para ello, se adopta una me-
todología de enfoque cualitativo que permite un 
análisis profundo del fenómeno estudiado.

Finalmente, la implementación de una auditoría 
forense de carácter detectivo, orientada a identifi-
car la existencia de fraudes financieros mediante 
un proceso investigativo riguroso, permite esta-
blecer aspectos clave como la cuantificación del 
daño económico, sus efectos directos e indirectos 
y la posible identificación de los responsables. No 
obstante, es importante señalar que los hallazgos 
derivados de este tipo de auditoría pueden consti-
tuirse en elementos probatorios dentro de proce-
sos judiciales, siendo las autoridades competentes 
las encargadas de su análisis, juzgamiento y even-
tual sanción.

METODOLOGÍA

La presente investigación se desarrolló bajo un en-
foque mixto, integrando análisis cuantitativo de la 
base de datos de nómina y evaluación cualitativa 
de los controles internos del Fondo de Empleados 
del Hospital Infantil (FEHILA) en la ciudad de Pasto, 
correspondiente al año 2022. Se adoptó un diseño 
no experimental de tipo descriptivo– analítico, em-
pleando como población la totalidad de los regis-
tros de nómina del periodo (muestreo censal).

La recolección de información se realizó mediante 
revisión documental y análisis de bases de datos, 
complementada, cuando fue posible, con consul-
tas al personal encargado del proceso. Para el exa-
men de la información se aplicaron técnicas de 
auditoría forense como cruces de datos, análisis 
horizontal y vertical, identificación de duplicidades 
y verificación de soportes, con el fin de detectar 
inconsistencias, anomalías o posibles indicios de 
fraude. El procedimiento incluyó fases de planea-
ción, recolección, evaluación del control interno, 
análisis forense e interpretación de resultados, ga-
rantizando en todo momento la confidencialidad y 
el uso ético de la información.

Fuente: En Colombia

Fuente: Protégez-vous
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RESULTADOS

Con el propósito de evaluar el estado actual del 
proceso de nómina del Fondo de Empleados del 
Hospital Infantil (FEHILA), se realizó un diagnósti-
co integral mediante la aplicación de una lista de 
verificación (checklist), diseñada con base en crite-
rios de control interno, normativa vigente y buenas 
prácticas en gestión de nómina. Este instrumento 
permitió identificar el nivel de cumplimiento de 
los procedimientos establecidos, así como posibles 
debilidades, inconsistencias o riesgos asociados al 
manejo de la información.

La lista de verificación incluyó aspectos relaciona-
dos con la correcta liquidación de salarios, el regis-
tro de horas extras, la aplicación de deducciones 
legales, el pago de seguridad social, la existencia 
de soportes documentales y la segregación de fun-
ciones dentro del proceso. Asimismo, se evaluó la 
consistencia entre los registros contables y los re-
portes de nómina, con el fin de detectar posibles 
diferencias o anomalías.

A partir de la aplicación del instrumento, se evi-
denciaron oportunidades de mejora en el control 
y validación de la información, tales como la ne-
cesidad de fortalecer los mecanismos de revisión, 

actualizar procedimientos 
internos y optimizar el re-
gistro y archivo de soportes. 
En consecuencia, este diag-
nóstico constituye una base 
fundamental para la imple-
mentación de la auditoría 
forense, al permitir focalizar 
los esfuerzos en las áreas de 
mayor riesgo y establecer 
recomendaciones orienta-
das al fortalecimiento del 
sistema de control interno 
y la transparencia en la ges-
tión de la nómina.

Los resultados de la tabla 
de Lista de verificación ge-
neral de la Nómina. (Ver ta-
bla 1), dividen los resultados 
en tres ítems: a) Proceso de 
recepción de información, 
b) Proceso de liquidación 
y c) Proceso de revisión. 
En cuanto al proceso a): se 
encontró que las noveda-
des no corresponden a las 
reportadas, dado que en 
el momento de verificar el 
software contable con la 

nómina física se encontraron inconsistencias. Lo 
anterior implica que no hay igualdad en el regis-
tro de novedades como incapacidades o retiros 
de empleados, generando en el primer resultado 
irregularidades con los pagos de seguridad social y 
por ende errores de contabilización de la nómina, 
y en el segundo, obligación de pagos excesivos por 
parte del empleador, es decir, el sistema de segu-
ridad social obliga al empleador a informar el reti-
ro del empleado de forma anticipada y si esto no 
ocurre se debe asumir ese gasto pleno (empleador 
y trabajador) por un mes en el cual el trabajador 
realmente ya no se encuentra vinculado con la em-
presa.

El Proceso de liquidación está conformado por 
diez lineamientos a seguir de los cuales no cum-
ple la liquidación de vacaciones (tiempo y di-
nero), porque no se realiza el pago efectivo del 
dinero, a pesar de tener vinculación de nómina 
con tres empleados. Esta situación puede ge-
nerar demandas derivadas de inconformidades 
por parte de los empleados.

El Proceso de revisión está conformado por seis 
lineamientos a seguir de los cuales tres se cum-
plen, y tres que no se cumplen en el Fondo de 
Empleados (FEHILA), al ser una revisión, aquí se 
constata no mencionado anteriormente.

Fuente: Compara Software
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Tabla 1

Lista de verificación general de la 
Nómina.

La segunda tabla de chequeo, hace alusión a los 
aportes voluntarios de seguridad social y demás 
prestaciones de Ley.
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Tabla 2

Aportes voluntarios de seguridad social 
y demás prestaciones de Ley.
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B

A

C

D

E

En la tabla 2, el proceso de Recepción de Informa-
ción está conformada por cuatro fases,

Verificación de inconsistencias 
en las novedades reportadas: 
este ítem no se cumple porque 
el encargado de realizar la 
nómina no formaliza el proceso 
de entrega de esta información 
al contador para la adecuada 
revisión, esto implica que la 
información firmada por el 
contador no se ha verificado y 
por lo tanto puede generarse 
dudas en la confiabilidad de la 
información.

Proceso Aportes Voluntarios: 
conformada por ocho 
lineamientos a seguir de los 
cuales todos se cumplen a 
cabalidad.

Proceso de Liquidación: al 
ingresar las novedades al 
sistema se verifica que las 
planillas de pago no coinciden 
con la causación de nómina. 
Aunque este proceso es normal 
en cifras con diferencias 
mínimas, cuando esto cambia a 
cifras altas, se produce que las 
cuentas afectadas queden con 
saldos errados, y se encuentra 
gastos que se deberían 
contabilizar en responsabilidades 
a cargo del responsable del 
no pago oportuno de las 
obligaciones, mas no en multas 
a cargo de la empresa y en 
algunos casos también se han 
encontrado sanciones derivadas 
del incumplimiento con el pago 
de la seguridad social.

Proceso de Revisión: conformada 
por dos lineamientos a seguir de 
los cuales los dos no cumple. i) 
Generar informes para revisión 
de seguridad social: La persona 
encargada de la causación de 
nómina no realiza la conciliación 
de la misma, esto genera falta 
de gestión con respecto a la 
seguridad social; ii) Informar 
inconsistencias que impliquen 
validar la parametrización: 
no existe un responsable 
que informe acerca de las 
inconsistencias que hay en la 
causación y pago de la seguridad 
social.

Proceso de Liquidación Aportes 
Parafiscales: en los hallazgos se 
encuentran que no se cumplen 
2 de los 6 lineamientos. Al 
revisar el valor del reporte 
de aporte de parafiscales en 
comparación con el valor del 
reporte en Excel, no se hace una 
verificación de lo pagado en la 
plantilla con la nómina pagada. 
De continuar con el uso del 
software Excel, se puede decir 
que puede ocasionar que no 
se pueda detectar si hay algún 
error o alguna inconsistencia, de 
forma mensualizada, esto puede 
generar que al final del año no 
cuadren los saldos; ii) Informar 
inconsistencias que impliquen 
validar la parametrización: no 
existe ningún informe que se 
haya realizado por parte del 
tesorero a cargo.

Fuente: OpenAI (ChatGPT)
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Auditoría de nómina

Se evidenciaron Inconsistencias en novedades de 
nómina, donde se observan diferencias entre las 
novedades reportadas y las registradas en el siste-
ma contable, lo que afecta la exactitud de la liqui-
dación y genera riesgos en el pago de seguridad 
social.

No se reportan oportunamente los retiros, ocasio-
nando pagos indebidos de seguridad social y so-
brecostos para la entidad, formándose debilidades 
en el control de retiro de empleados

Se observa incumplimiento en la liquidación de va-
caciones, dado que no se realiza el pago efectivo de 
vacaciones, lo que representa un incumplimiento 
legal y un riesgo de demandas laborales.

No se realizan conciliaciones periódicas entre la 
nómina y las planillas de pago de seguridad social, 
generando posibles sanciones e inconsistencias 
contables.

No existe una revisión independiente ni genera-
ción de informes, lo que limita la detección opor-
tuna de errores.

6. Uso inadecuado de herramientas (Excel)

El control manual de aportes parafiscales sin va-
lidaciones sistemáticas incrementa el riesgo de 
errores acumulativos, se observa el uso inadecua-
do de herramientas software como el Excel.

Existe debilidad en la gestión documental, debida 
a falta de soportes organizados y trazabilidad de la 
información procesada.

Al FEHILA no le aplica la verificación del cambio de 
porcentaje de retención en la fuente, verificar va-
lores de alivios tributarios, verificar nuevos présta-
mos, verificar ingreso de nuevos embargos y pago 
de los que venían reportados, verificar reportes a 
terceros y generar el reporte de retención en la 
fuente y revisar los cálculos. En cuanto a los demás 
ítems, los cumple en su totalidad.

Fuente: Adobe Fuente: OpenAI (ChatGPT)
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Tabla 3

Proceso de auditoría de nómina. Plan 
de mejoramiento 
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Es importante robustecer el sistema de control in-
terno del proceso de nómina mediante la imple-
mentación de acciones correctivas y preventivas 
que garanticen la confiabilidad de la información, 
el cumplimiento de la normativa vigente y la miti-
gación de riesgos operativos, contables y legales.

Tabla 4

Plan de mejoramiento

Hallazgo Acción de mejora Responsable Plazo Meta Evidencia

Inconsistencias 
entre noveda-
des y sistema

Implementar formato 
estandarizado de no-
vedades y checklist de 
validación

Auxiliar de nómi-
na / Contador

1–2 meses ≥ 95% Formatos diligencia-
dos, registros firma-
dos

Falta de forma-
lización en en-
trega de infor-
mación

Establecer flujo de 
aprobación entre nó-
mina y contabilidad

Contador 1 mes 100% Soportes firmados

Errores enliqui-
dación de vaca-
ciones

Crear procedimien-
to formal y garantizar 
pago oportuno

Talento humano 
/ Contador

2 meses 0 Comprobantes de 
pago

Diferencias en-
tre planillas y 
causación

Realizar conciliacio-
nes mensuales

Contador Mensual ≤ 1% Informes de conci-
liación

Incumplimien-
to en revisión 
de seguridad 
social

Generar informes 
mensuales de revisión

Responsable de 
nómina

1–2 meses 100% Informes mensuales

Falta de res-
ponsable en in-
consistencias

Asignar responsable 
de control y segui-
miento

Dirección 1 mes 1 Acta de asignación

Uso inadecua-
do de Excel en 
parafiscales

Implementar control 
sistematizado y vali-
dación cruzada

Tesorero / Conta-
dor

3 meses 100% Reportes del siste-
ma

Falta de revi-
sión indepen-
diente

Implementar segre-
gación de funciones

Dirección / Audi-
tor interno

2 meses 100% Reportes de revisión

Debilidad en 
gestión docu-
mental

Crear sistema de ar-
chivo físico y digital

Área administra-
tiva

3–5 meses ≥ 95% Archivo organizado

Falta de audito-
ría continua

Implementar audito-
rías periódicas y se-
guimiento

Auditor interno P e r m a -
nente

0 Informes de audito-
ría
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La matriz del plan de mejoramiento presenta-
da para FEHILA organiza de manera sistemáti-
ca los principales hallazgos identificados en el 
diagnóstico del proceso de nómina, junto con 
las acciones correctivas propuestas para mitigar 
los riesgos detectados. Su estructura permite vi-
sualizar de forma clara la relación entre los pro-
blemas encontrados y las soluciones plantea-
das, facilitando el seguimiento y control de su 
implementación.

En la primera columna, “Hallazgo”, se describen las 
debilidades o inconsistencias evidenciadas, como 
errores en la liquidación, falta de conciliaciones o 
deficiencias en la gestión documental. Estos cons-
tituyen el punto de partida del plan, ya que reflejan 
las áreas críticas que requieren intervención.

La segunda columna, “Acción de mejora”, detalla 
las medidas específicas que deben implementar-
se para corregir cada hallazgo. Estas acciones es-
tán orientadas a fortalecer los controles internos, 
mejorar la precisión de la información y asegurar el 
cumplimiento de la normativa vigente.

En “Responsable”, se asignan las áreas o cargos en-
cargados de ejecutar cada acción, lo cual es fun-
damental para garantizar la rendición de cuentas 
y evitar vacíos en la implementación. Esto contri-
buye a una adecuada segregación de funciones y a 
una mayor organización del proceso.

La columna “Plazo” establece el tiempo estimado 
para llevar a cabo cada acción, clasificándolas ge-
neralmente en corto, mediano o permanente. Esto 
permite priorizar actividades y asegurar que las 
mejoras se implementen de manera oportuna.

Por su parte, “Indicador” define el criterio de medi-
ción que se utilizará para evaluar el cumplimiento 
de cada acción, mientras que la “Meta” fija el nivel 
esperado de desempeño. Estos elementos son cla-
ve para realizar seguimiento cuantificable y verifi-

car la efectividad del plan.

Finalmente, la columna “Evidencia” especifica los 
soportes que demostrarán la ejecución de las ac-
ciones, como informes, formatos diligenciados o 
registros firmados. Esto garantiza la trazabilidad 
del proceso y facilita futuras auditorías.

En conjunto, la tabla no solo sirve como herramien-
ta de planificación, sino también como un meca-
nismo de control y seguimiento, ya que permite 
evaluar de manera continua el avance en la imple-
mentación de las mejoras y su impacto en la opti-
mización del proceso de nómina.

DISCUSIÓN

La evaluación del proceso de nómina del Fondo de 
Empleados del Hospital Infantil (FEHILA) eviden-
cia una situación mixta entre cumplimiento par-
cial de procedimientos y presencia de debilidades 
significativas en los controles internos. Aunque la 
aplicación de la lista de verificación permitió iden-
tificar prácticas alineadas con la normativa como 
el adecuado manejo de los aportes voluntarios, los 
hallazgos revelan fallas estructurales que pueden 
comprometer la confiabilidad de la información fi-
nanciera y el cumplimiento legal de la entidad.

En primer lugar, las inconsistencias detectadas en 
el proceso de recepción de información constitu-
yen un riesgo crítico. La falta de concordancia entre 
las novedades reportadas y los registros en el sof-
tware contable sugiere debilidades en los contro-
les de entrada de datos y en la comunicación entre 
áreas. Este tipo de fallas no solo afecta la calidad 
de la información, sino que también tiene implica-
ciones económicas directas, como pagos indebi-
dos de seguridad social o la asunción de costos por 
empleados que ya no están vinculados. Esto refleja 
una ausencia de controles preventivos y de valida-

Fuente: iStock

Fuente: Shutterstock
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ción oportuna, elementos fundamentales dentro 
de un sistema de control interno sólido.

En cuanto al proceso de liquidación, el incumpli-
miento en el pago efectivo de vacaciones represen-
ta un incumplimiento normativo que podría deri-
var en contingencias legales. Esta situación pone 
en evidencia no solo fallas operativas, sino también 
una posible falta de actualización en la aplicación 
de la legislación laboral vigente. Asimismo, las di-
ferencias significativas entre las planillas de pago y 
la causación contable indican problemas en la pa-
rametrización del sistema o en la ejecución de los 
procesos, lo cual puede distorsionar los estados fi-
nancieros y generar sanciones por incumplimiento 
en obligaciones como la seguridad social.

Por su parte, el proceso de revisión presenta debi-
lidades importantes, particularmente en la ausen-
cia de conciliaciones y en la falta de generación de 
informes sobre seguridad social. La inexistencia de 
responsables claros para reportar inconsistencias 
limita la capacidad de la organización para detec-
tar y corregir errores de manera oportuna. Esto su-
giere deficiencias en la segregación de funciones y 
en la cultura de control, aspectos clave para preve-
nir fraudes o errores materiales en la información.

Adicionalmente, el uso inadecuado de herramien-
tas como Excel en el control de aportes parafisca-
les, sin procesos de verificación cruzada, incremen-
ta el riesgo de errores acumulativos que pueden 
afectar la razonabilidad de los saldos al cierre del 
periodo contable. La falta de conciliación entre lo 
pagado y lo registrado evidencia debilidades en los 
controles posteriores, lo que limita la trazabilidad y 
confiabilidad de la información.

Aunque el proceso de auditoría de nómina cum-
ple con la mayoría de los lineamientos estableci-
dos, la no aplicación de ciertos procedimientos 
(como la verificación de retención en la fuente 
o embargos) podría representar una limitación 
en la cobertura del control, especialmente si en 
el futuro la entidad llega a manejar estos con-
ceptos.

En conjunto, los resultados del diagnóstico eviden-
cian que FEHILA cuenta con una base operativa 
funcional, pero con importantes oportunidades de 
mejora en términos de control interno, estandari-
zación de procesos y asignación de responsabili-
dades. Estas debilidades justifican la implementa-
ción de una auditoría forense, orientada no solo a 
detectar posibles irregularidades, sino también a 
fortalecer la transparencia, la trazabilidad y la con-
fiabilidad del proceso de nómina.

CONCLUSIONES

El diagnóstico del proceso de nómina en FEHILA 
evidencia debilidades significativas en los contro-
les internos, especialmente en la recepción, valida-
ción y conciliación de la información, lo que genera 
inconsistencias entre los registros contables y la 
nómina, afectando la confiabilidad de la informa-
ción financiera.

Se identifican incumplimientos en procesos clave 
como la liquidación de vacaciones, la revisión de la 
seguridad social y la verificación de aportes parafis-
cales, lo cual expone a la entidad a riesgos legales, 
sanciones económicas y posibles contingencias la-
borales derivadas de una inadecuada gestión de la 
nómina.

Aunque existen algunos procedimientos que se 
cumplen adecuadamente, como los aportes vo-
luntarios, la falta de estandarización, supervisión y 
asignación de responsabilidades limita la efectivi-
dad del sistema de control interno, haciendo nece-
saria la implementación de una auditoría forense 
que permita fortalecer la transparencia, corregir 
fallas y prevenir riesgos futuros.

Fuente: Shutterstock
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RESUMEN

El emprendimiento universitario se ha consolidado 
como un componente estratégico para el fortaleci-
miento de los ecosistemas de innovación y el desa-
rrollo de nuevas economías, especialmente en con-
textos donde los recursos disponibles son limitados 
y la incertidumbre caracteriza las primeras etapas 
de los proyectos empresariales. En Colombia, y par-
ticularmente en Barranquilla y su área metropoli-
tana, las instituciones de educación superior han 
incrementado sus esfuerzos para fomentar la cul-
tura emprendedora; sin embargo, aún existe una 
brecha entre los modelos teóricos enseñados en 
el aula y las experiencias reales que enfrentan los 
emprendedores durante la creación, validación y 
sostenibilidad de sus negocios. El presente artículo 
tiene como objetivo analizar las experiencias de in-
novación, validación de mercado y resiliencia pre-
sentes en tres emprendimientos universitarios del 
ecosistema emprendedor de Barranquilla: Marela 
Coast, Cayetana y Buma. La investigación se desa-
rrolló bajo un enfoque cualitativo, con un diseño 
de estudio de casos múltiples y un paradigma in-
terpretativo. La información fue obtenida median-
te entrevistas semiestructuradas posteriormente 
adaptadas al formato de podcast como estrategia 
de apropiación social del conocimiento. Los resulta-
dos evidencian que la innovación en estos empren-
dimientos no surge exclusivamente de desarrollos 
tecnológicos, sino de la capacidad para aprovechar 

Fuente: Google Gemini

Carlos Alberto Baquero Caballero
baquerocaballerocarlos@gmail.com 
Carlos.baquero@unisimon.edu.co 
Universidad Simón Bolívar de Barranquilla
Programa: administración de empresas 
5to semestre

Innovación, validación y 
resiliencia en emprendimientos 
universitarios del área 
metropolitana de Barranquilla:
Evidencia desde un estudio cualitativo

Innovation, Validation and Resilience in University 
Entrepreneurship in the Metropolitan Area of Barranquilla: 
Evidence from a Qualitative Study

recursos escasos, construir relaciones de confian-
za con los clientes y desarrollar procesos continuos 
de aprendizaje organizacional frente a escenarios 
de incertidumbre. Asimismo, se identifica que la 
validación cualitativa del mercado y la resiliencia 
empresarial constituyen capacidades fundamen-
tales para la consolidación de iniciativas empren-
dedoras universitarias. Se concluye que el ecosis-
tema emprendedor universitario de Barranquilla 
representa un entorno propicio para el desarrollo 
de nuevas economías, aunque persisten desafíos 
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relacionados con el acceso a recursos financieros, 
la consolidación empresarial y la articulación entre 
universidad, empresa y entorno.

PALABRAS CLAVE

Emprendimiento Universitario; Innovación; Resi-
liencia Empresarial; Validación de Mercado; Nuevas 
Economías; Ecosistema Emprendedor.

ABSTRACT

University entrepreneurship has become a stra-
tegic component for strengthening innovation 
ecosystems and fostering new economies, parti-
cularly in contexts characterized by limited resour-
ces and high uncertainty during the early stages of 
business development. In Colombia, especially in 
Barranquilla and its metropolitan area, higher edu-
cation institutions have increasingly promoted en-
trepreneurial culture; however, a significant gap re-
mains between theoretical frameworks taught in 
universities and the practical experiences faced by 
entrepreneurs when creating, validating, and sus-
taining their ventures. This study aims to analyze 
the experiences of innovation, market validation, 
and resilience among three university-based en-
trepreneurial initiatives within Barranquilla’s entre-
preneurial ecosystem: Marela Coast, Cayetana, and 
Buma. The research adopted a qualitative approach 
using a multiple case study design within an inter-

pretative paradigm. Data were collected through 
semi-structured interviews later transformed into 
podcast episodes as a strategy for social appropria-
tion of knowledge. Findings reveal that innovation 
does not arise solely from technological develop-
ment but also from entrepreneurs’ ability to opti-
mize scarce resources, build trust-based customer 
relationships, and continuously learn while facing 
uncertainty. Furthermore, qualitative market va-
lidation and organizational resilience emerged as 
key capabilities supporting venture sustainability. 
The study concludes that Barranquilla’s university 
entrepreneurial ecosystem offers favorable condi-
tions for the development of new economies, al-
though significant challenges remain regarding 
financial accessibility, business consolidation, and 
stronger collaboration among universities, busi-
nesses, and society.

KEYWORDS

University Entrepreneurship; Innovation; Organi-
zational Resilience; Market Validation; New Econo-
mies; Entrepreneurial Ecosystem.

INTRODUCCIÓN

Durante la última década, el emprendimiento uni-
versitario ha adquirido un papel estratégico dentro 
de las agendas de desarrollo económico y social de 
numerosos países. La transformación de las univer-
sidades hacia modelos orientados a la innovación 
ha favorecido la creación de ecosistemas donde la 
generación de conocimiento trasciende las aulas 
para convertirse en iniciativas empresariales con 
potencial de impacto económico, tecnológico y so-
cial. En este contexto, el emprendimiento ya no se 
entiende únicamente como una alternativa de au-
toempleo, sino como un mecanismo para dinami-
zar nuevas economías, fortalecer la competitividad 
regional y promover procesos de innovación ca-
paces de responder a las demandas de mercados 
cada vez más cambiantes.

Fuente: Dockwize
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En Colombia, este fenómeno ha cobrado especial 
relevancia gracias a la consolidación de políticas 
públicas dirigidas al fortalecimiento del ecosistema 
emprendedor y al papel activo de las instituciones 
de educación superior en la formación de compe-
tencias empresariales. Programas de incubación, 
centros de emprendimiento, concursos de innova-
ción y espacios de articulación entre universidad, 
empresa y Estado han contribuido a que un núme-
ro creciente de estudiantes y egresados transfor-
men ideas de negocio en proyectos empresariales. 
Sin embargo, el tránsito entre la formulación de 
una idea y la consolidación de un emprendimiento 
continúa estando marcado por múltiples dificulta-
des relacionadas con el acceso a recursos financie-
ros, la incertidumbre del mercado, la inexperien-
cia administrativa y la necesidad permanente de 
adaptación.

Estas condiciones adquieren particular importan-
cia en ciudades como Barranquilla y su área me-
tropolitana, reconocidas durante los últimos años 
como uno de los polos de crecimiento económico 
más dinámicos de la región Caribe colombiana. La 
ciudad ha fortalecido progresivamente su ecosis-
tema de innovación mediante la articulación entre 
universidades, entidades gubernamentales, cáma-
ras de comercio y organizaciones de apoyo empre-
sarial. Este escenario ha impulsado el surgimiento 
de emprendimientos liderados por jóvenes univer-
sitarios que encuentran en la innovación una alter-
nativa para generar valor económico y social, aun 
cuando deben enfrentar importantes restricciones 
de recursos y elevados niveles de incertidumbre.

A pesar del creciente interés por estudiar los 
ecosistemas de emprendimiento, buena parte 
de las investigaciones existentes se concentran 
en indicadores cuantitativos relacionados con 
creación de empresas, niveles de inversión o 
supervivencia empresarial. Aunque estos estu-
dios resultan fundamentales para comprender 
el comportamiento general del fenómeno, ofre-
cen una visión limitada sobre las experiencias 
subjetivas que acompañan el proceso empren-
dedor. Aspectos como las decisiones tomadas 
bajo incertidumbre, la construcción de relacio-
nes con los clientes, el aprendizaje derivado de 
los errores o las estrategias desarrolladas para 
enfrentar crisis administrativas suelen perma-
necer invisibles dentro de los análisis tradiciona-
les.

Desde una perspectiva teórica, autores como Sa-
rasvathy han señalado que los emprendedores no 
siempre actúan siguiendo modelos racionales de 
planificación, sino que frecuentemente toman de-
cisiones utilizando los recursos que poseen y adap-
tándose continuamente a las circunstancias del 
entorno. De manera complementaria, Ries plantea 
que la validación temprana del mercado constituye 
uno de los mecanismos más efectivos para reducir 
la incertidumbre durante las primeras etapas del 
emprendimiento, mientras que investigaciones re-
cientes sobre resiliencia organizacional sostienen 
que la capacidad para aprender de las dificultades 
representa un factor determinante para la perma-
nencia de empresas emergentes.

Estas aproximaciones coinciden en reconocer 
que la innovación no depende exclusivamente 
del desarrollo tecnológico o de grandes inver-
siones económicas. En muchos casos, la inno-
vación surge precisamente de la necesidad de 
resolver problemas cotidianos mediante solu-
ciones creativas, del aprovechamiento eficiente 
de recursos escasos y de la interacción constan-
te con clientes, proveedores y otros actores del 
ecosistema emprendedor. Bajo esta lógica, las 
experiencias individuales de los emprendedores 
adquieren un valor analítico significativo, pues 
permiten comprender cómo se construyen las 
capacidades empresariales desde la práctica.

El presente estudio parte de esta perspectiva para 
analizar tres emprendimientos universitarios desa-
rrollados en el contexto del área metropolitana de 
Barranquilla: Marela Coast, Cayetana y Buma. Aun-
que pertenecen a sectores económicos diferentes 
—moda, comercialización de accesorios y cosmé-
ticos, y alimentos artesanales, respectivamente—, 
los tres comparten características propias del em-
prendimiento universitario: surgieron a partir de 
iniciativas personales, iniciaron operaciones con 
recursos limitados y evolucionaron mediante pro-
cesos permanentes de aprendizaje, experimenta-
ción y adaptación al mercado.

Fuente: SkyscraperCity
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Las entrevistas realizadas a los fundadores de es-
tos emprendimientos fueron desarrolladas en el 
marco del proyecto de investigación PYI-2024-024 
y posteriormente transformadas en una serie de 
pódcast denominada Emprendiendo sin manual, 
concebida como una estrategia de apropiación so-
cial del conocimiento. Este formato permitió reco-
ger relatos detallados sobre las experiencias vividas 
durante diferentes etapas del proceso emprende-
dor, desde la gestación de la idea hasta la gestión 
de crisis empresariales.

El análisis de estas narrativas ofrece una oportuni-
dad para comprender el emprendimiento desde 
una perspectiva más humana y menos idealizada 
que la presentada habitualmente en discursos ins-
titucionales o casos de éxito empresarial. En lugar 
de centrarse únicamente en indicadores de creci-

miento o rentabilidad, esta investigación 
busca reconocer el valor del aprendizaje 
derivado de la incertidumbre, la experi-
mentación y la interacción constante con el 
entorno.

En consecuencia, el objetivo de este artículo 
es analizar las dinámicas de innovación, va-
lidación del mercado y resiliencia presentes 
en tres emprendimientos universitarios del 
área metropolitana de Barranquilla, a par-
tir de un estudio cualitativo basado en en-
trevistas narrativas. Para ello, se examinan 
las experiencias de los emprendedores en 
torno a tres momentos fundamentales del 
ciclo empresarial: la creación del negocio 
bajo condiciones de escasez, la construc-
ción de relaciones con los clientes como 
mecanismo de validación del mercado y la 
capacidad organizacional para enfrentar 
crisis administrativas.

Los hallazgos pretenden aportar eviden-
cia empírica sobre las formas en que los 
jóvenes emprendedores desarrollan capa-
cidades de innovación en contextos carac-
terizados por recursos limitados y alta in-
certidumbre. Asimismo, buscan contribuir 
al fortalecimiento de la literatura sobre eco-
sistemas universitarios de emprendimiento 
en Colombia, resaltando la importancia de 

comprender el proceso emprendedor no solamen-
te desde sus resultados económicos, sino también 
desde las experiencias, aprendizajes y transforma-
ciones que configuran la trayectoria empresarial 
de quienes deciden emprender.

En este sentido, el estudio propone una lectura 
integradora del emprendimiento universitario 
como un proceso dinámico donde la innova-
ción emerge del aprendizaje continuo, la vali-
dación permanente del mercado y la resiliencia 
desarrollada frente a los desafíos propios de las 
nuevas economías. Desde esta perspectiva, el 
artículo pretende ofrecer elementos que contri-
buyan tanto a la discusión académica como al 
diseño de estrategias institucionales orientadas 
a fortalecer los ecosistemas de emprendimiento 
en instituciones de educación superior y regio-
nes con características similares al contexto de 
Barranquilla.

Fuente: NLFXPro

Fuente: LinkedIn
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METODOLOGÍA

Enfoque y 
diseño de la 
investigación

La presente investigación se 
desarrolló bajo un enfoque 
cualitativo con alcance inter-
pretativo, debido a que buscó 
comprender las experiencias 
y percepciones de emprende-
dores universitarios durante el 
proceso de creación, validación 
y consolidación de sus iniciati-
vas empresariales. Se adoptó 
un diseño de estudio de casos 
múltiples, el cual permitió ana-
lizar y comparar las experien-
cias de tres emprendimientos 
universitarios del área metro-
politana de Barranquilla, iden-
tificando elementos comunes 
relacionados con la innovación, 
la validación del mercado y la 
resiliencia organizacional.

Participantes

La selección de los 
participantes se 
realizó mediante 
un muestreo in-
tencional, con-
siderando em-
prendimientos 
creados por es-
tudiantes uni-
versitarios que 

representaran 
diferentes etapas 

del proceso em-
prendedor. Los ca-

sos analizados fueron 
Marela Coast, dedicado 

al diseño y comercialización 
de accesorios con identidad 
costera; Cayetana, orientado a 
la comercialización de acceso-
rios y productos de maquilla-
je; y Buma, emprendimiento 
enfocado en la producción y 
venta de postres artesanales. 
Aunque pertenecen a sectores 
económicos distintos, los tres 
comparten características pro-
pias del emprendimiento uni-

versitario, como el inicio de operaciones 
con recursos limitados, la búsqueda de 
oportunidades de mercado y el aprendi-
zaje continuo a partir de la experiencia.

Recolección de la 
información

La información se obtuvo mediante entre-
vistas semiestructuradas realizadas a los 
fundadores de cada emprendimiento. Los 
guiones de entrevista fueron diseñados 
para abordar tres dimensiones del proce-
so emprendedor: (a) el origen del negocio 
y la gestión de recursos durante las eta-
pas iniciales; (b) la validación del mercado 
y la relación con los clientes; y (c) las cri-
sis enfrentadas, las estrategias de adap-
tación y los aprendizajes administrativos. 
Posteriormente, las entrevistas fueron 
adaptadas a una serie de pódcast titulada 
Emprendiendo sin manual, desarrollada 
como una estrategia de apropiación so-
cial del conocimiento en el marco del pro-
yecto de investigación  PYI-2024-024.

Análisis de la información

Las entrevistas fueron transcritas y some-
tidas a un análisis temático, mediante el 
cual se identificaron patrones recurrentes 
en los relatos de los participantes. El pro-
ceso consistió en una lectura detallada de 
las transcripciones, la codificación de uni-
dades de significado y la posterior agru-
pación de los códigos en categorías ana-
líticas. Como resultado, emergieron tres 
categorías principales: innovación desde 
la escasez, relacionada con el aprovecha-
miento de recursos limitados para iniciar 
los emprendimientos; validación cualitati-
va del mercado, centrada en el aprendiza-
je obtenido a través de la interacción con 
los clientes; y resiliencia organizacional, 
vinculada con la capacidad de adaptación 
frente a las dificultades propias de la ges-
tión empresarial. Estas categorías orien-
taron el análisis y la interpretación de los 
hallazgos presentados en la siguiente sec-
ción. 
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RESULTADOS

El análisis de las entrevistas per-
mitió identificar tres categorías 
que describen la trayectoria de 
los emprendimientos desde su 
creación hasta los desafíos pro-
pios de su consolidación. Estas 
categorías corresponden a:  in-
novación desde la escasez,  va-
lidación cualitativa del mercado  
y resiliencia organizacional y 
aprendizaje administrativo. Los 
resultados evidencian que, aun-
que los emprendimientos per-
tenecen a sectores económicos 
diferentes, comparten procesos 
de aprendizaje similares que 
reflejan las dinámicas del em-
prendimiento universitario en el 
área metropolitana de Barran-
quilla.

1. Innovación desde la 
escasez: emprender con 
los recursos disponibles

Uno de los hallazgos más relevantes de la 
investigación es que la innovación no sur-
gió como resultado de amplias capacida-
des financieras o tecnológicas, sino de la 
necesidad de aprovechar los recursos dis-
ponibles para convertir una idea en una 
iniciativa empresarial. En los tres casos 
analizados, el inicio del emprendimiento 
estuvo condicionado por limitaciones eco-
nómicas que obligaron a los emprendedo-
res a desarrollar soluciones creativas para 
poner en marcha sus negocios.

El caso de Marela Coast  representa clara-
mente esta situación. La fundadora mani-
festó que el emprendimiento nació a partir 
de una motivación personal por transmi-
tir la esencia del mar mediante produc-
tos con identidad costera, más que de un 
plan de negocios previamente estructura-
do. La decisión de emprender respondió 
a la identificación de una oportunidad de 
mercado: ofrecer accesorios y prendas con 
acabados artesanales a precios accesibles 
para un segmento de consumidores que 
valoraba el diseño sin disponer de un alto 
poder adquisitivo.

No obstante, la puesta en marcha del ne-
gocio estuvo marcada por la ausencia de 
capital semilla. Los recursos iniciales se li-
mitaron al trabajo desde el hogar, el uso 

de un teléfono celular, plataformas digitales gratuitas y el 
apoyo de familiares y amigos. Esta situación obligó a opti-
mizar cada recurso disponible y a priorizar aquellas activi-
dades que generaban mayor valor para el cliente sin incre-
mentar significativamente los costos operativos.

Lejos de representar un obstáculo definitivo, la escasez se 
convirtió en un factor que estimuló la creatividad y la expe-
rimentación. En lugar de esperar contar con mejores con-
diciones financieras, la emprendedora optó por lanzar una 
colección piloto de dimensiones reducidas para evaluar la 
aceptación del mercado. Esta decisión permitió obtener 
información temprana sobre las preferencias de los consu-
midores, ajustar diseños, identificar oportunidades de me-
jora y disminuir el riesgo asociado a una inversión inicial de 
mayor magnitud.

Los resultados muestran que esta estrategia favoreció 
un proceso de aprendizaje progresivo, donde cada in-
teracción con el mercado aportó información útil para 
perfeccionar la propuesta de valor. En este sentido, la 
innovación estuvo estrechamente relacionada con la 
capacidad para aprender mientras el emprendimiento 
se encontraba en funcionamiento, más que con la pla-
nificación exhaustiva previa al inicio de operaciones.

Un aspecto que sobresale en este proceso es el papel des-
empeñado por las herramientas digitales. Las redes socia-
les permitieron difundir los primeros productos, establecer 
contacto con potenciales compradores y construir una 
presencia comercial sin requerir inversiones significativas 
en publicidad o infraestructura física. Para emprendimien-
tos universitarios con recursos limitados, estos medios se 
consolidan como instrumentos que reducen las barreras 
de entrada al mercado y facilitan la validación inicial de las 
ideas de negocio.

Fuente: IconScout
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Asimismo, los relatos evidencian que las primeras decisio-
nes empresariales estuvieron fundamentadas principal-
mente en la observación del entorno y en la experiencia 
cotidiana, antes que en modelos administrativos forma-
les. Los emprendedores reconocieron que muchas de sus 
acciones fueron tomadas con información incompleta, 
adaptándose continuamente a los cambios del mercado y 
aprendiendo de los resultados obtenidos. Este comporta-
miento refleja una lógica de experimentación permanen-
te, característica de iniciativas empresariales que se desa-
rrollan en contextos de incertidumbre.

Otro hallazgo importante corresponde a la percepción del 
riesgo. Aunque el miedo al fracaso estuvo presente duran-
te las primeras etapas del emprendimiento, este no se tra-
dujo en la paralización de los proyectos. Por el contrario, 
las dificultades fueron interpretadas como oportunidades 
para adquirir nuevos conocimientos y fortalecer las capa-
cidades empresariales. En consecuencia, la incertidumbre 
dejó de entenderse únicamente como una amenaza para 
convertirse en un elemento inherente al proceso empren-
dedor.

En conjunto, estos resultados muestran que la innova-
ción dentro de los emprendimientos universitarios ana-
lizados no depende exclusivamente de la disponibilidad 
de recursos económicos. Más bien, surge de la capaci-
dad para identificar oportunidades, utilizar estratégi-
camente los recursos existentes y aprender de manera 
continua a partir de la experiencia. La escasez, lejos de 
limitar completamente el desarrollo empresarial, actuó 
como un estímulo para la creatividad y la búsqueda de 
soluciones adaptadas a las condiciones reales del entor-
no.

2. La validación 
cualitativa del mercado: 
aprender desde la 
experiencia del cliente

La segunda categoría identi-
ficada durante el análisis co-
rresponde al proceso de vali-
dación cualitativa del mercado. 
Los resultados evidencian que, 
para los emprendimientos es-
tudiados, la consolidación de 
la propuesta de valor no estu-
vo determinada por estudios 
de mercado formales o análisis 
estadísticos complejos. Por el 
contrario, el conocimiento del 
cliente se construyó a partir de 
la interacción cotidiana con las 
personas que adquirían los pro-
ductos y compartían sus opi-
niones sobre la experiencia de 
compra.

El emprendimiento Cayetana  
constituye el caso que mejor ilustra esta 
dinámica. Su fundador relató que uno 
de los momentos más significativos fue 
la primera venta realizada a una persona 
desconocida, distinta del círculo de fami-
liares y amigos que inicialmente apoyaban 
el proyecto. Más allá del valor económico 
de la transacción, este acontecimiento re-
presentó una evidencia concreta de que 
la propuesta comercial despertaba interés 
en consumidores externos y podía tener 
posibilidades reales de crecimiento.

A partir de ese momento, cada interacción 
con los clientes comenzó a ser entendida 
como una fuente de información para me-
jorar el emprendimiento. Las preguntas 
frecuentes, las dudas manifestadas antes 
de comprar y las recomendaciones reali-
zadas después de cada venta permitieron 
identificar necesidades que inicialmente 
no habían sido consideradas.

Uno de los aprendizajes más relevantes 
surgió cuando una clienta expresó la ne-
cesidad de recibir mayor información 
sobre algunos productos de maquillaje 
antes de tomar una decisión de compra. 
Aunque esta observación parecía un as-
pecto menor, produjo cambios importan-
tes en la forma como el emprendimiento 
desarrollaba su proceso comercial. En res-
puesta a esta necesidad, se fortaleció la 
asesoría personalizada, se ampliaron las 
explicaciones sobre las características de 
los productos y se ofrecieron recomenda-

Fuente: Magnific
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ciones ajustadas a las preferencias individuales de 
cada cliente.

Este cambio permitió comprender que el valor 
ofrecido por el emprendimiento trascendía la sim-
ple comercialización de accesorios y maquillaje. 
Los clientes no buscaban únicamente adquirir un 
producto; también esperaban orientación, con-
fianza y acompañamiento durante el proceso de 
compra. En consecuencia, la atención personaliza-
da comenzó a consolidarse como uno de los princi-
pales elementos diferenciadores de la marca.

Los resultados también muestran que el com-
portamiento de los consumidores permitió 
descubrir usos no previstos inicialmente para 
los productos comercializados. Mientras el em-
prendimiento suponía que la mayoría de las 
compras estarían destinadas al consumo perso-
nal, una proporción importante de clientes ad-
quiría los productos como obsequios para fami-
liares, amigos o parejas. Este hallazgo modificó 
la comprensión de la propuesta de valor, al evi-
denciar que el emprendimiento también parti-
cipaba en experiencias asociadas con el afecto, 
la celebración y el fortalecimiento de relaciones 
personales.

Esta información, obtenida directamente de las 
conversaciones con los clientes, permitió reali-
zar ajustes tanto en la comunicación como en la 
presentación de los productos. De esta manera, el 
conocimiento del mercado fue construido progre-
sivamente mediante procesos de observación, es-

cucha activa y adaptación constante, sin depender 
exclusivamente de investigaciones comerciales 
tradicionales.

Otro aspecto destacado es la importancia atribui-
da a la confianza como factor determinante de la 
fidelización. Diversos clientes manifestaron valorar 
especialmente la cercanía, la disposición para re-
solver inquietudes y la rapidez en la atención. Es-
tas características fortalecieron la relación entre el 
emprendimiento y sus consumidores, generando 
vínculos que difícilmente podrían ser sustituidos 
únicamente mediante estrategias de reducción de 
precios.

Los emprendedores reconocen que, incluso frente 
a la posibilidad de competir con empresas de ma-
yor tamaño, la relación personalizada representa 
una ventaja difícil de imitar. Mientras las grandes 
organizaciones pueden ofrecer amplios catálogos 
o campañas publicitarias de mayor alcance, los 
emprendimientos universitarios poseen la posibi-
lidad de construir relaciones más cercanas y flexi-
bles con sus clientes, adaptando continuamente 
su oferta a las necesidades identificadas durante 
cada interacción.

En este sentido, la validación del mercado dejó de 
ser entendida como una actividad realizada única-
mente al inicio del emprendimiento para conver-
tirse en un proceso permanente de aprendizaje. 
Cada venta, comentario, sugerencia o experiencia 
compartida aportó información relevante para for-
talecer la propuesta de valor y orientar futuras de-
cisiones comerciales.

Fuente: 123RF

Fuente: Mailchimp
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En términos generales, los hallazgos permiten 
afirmar que el cliente desempeñó un papel activo 
dentro del proceso de innovación. Las decisiones 
relacionadas con la comunicación, el servicio, la 
asesoría y la presentación de los productos fueron 
evolucionando a partir de la retroalimentación ob-
tenida durante las interacciones comerciales. De 
esta forma, la innovación dejó de ser un proceso 
exclusivamente interno para construirse conjun-
tamente con quienes participan diariamente en la 
experiencia de consumo.

Finalmente, los resultados evidencian que la 
cercanía con el cliente constituye uno de los 
principales activos de los emprendimientos uni-
versitarios analizados. La posibilidad de escu-
char, interpretar y responder rápidamente a las 
necesidades del mercado favorece procesos de 
mejora continua que fortalecen la competitivi-
dad de estas iniciativas empresariales, incluso 
en contextos caracterizados por recursos limita-
dos y alta incertidumbre.

DISCUSIÓN

Los resultados obtenidos permiten comprender el 
emprendimiento universitario como un proceso 
dinámico de aprendizaje, adaptación e innovación, 
más que como una secuencia lineal de etapas pre-
viamente definidas. A partir del análisis de los ca-
sos de Marela Coast, Cayetana y Buma, se evidencia 
que la creación y consolidación de estos emprendi-
mientos ha estado determinada por la capacidad 
de sus fundadores para responder a contextos de 
incertidumbre mediante el aprovechamiento de 
los recursos disponibles, la interacción constante 
con los clientes y la adaptación frente a las dificul-
tades propias de la gestión empresarial.

Uno de los principales hallazgos de la investigación 
corresponde al papel que desempeña la escasez de 
recursos durante las primeras etapas del empren-
dimiento. Contrario a la idea de que la innovación 

depende fundamentalmente de la disponibilidad 
de capital financiero o infraestructura tecnológica, 
los resultados muestran que las limitaciones eco-
nómicas impulsaron procesos de creatividad y ex-
perimentación. Los emprendedores iniciaron sus 
negocios utilizando recursos básicos, herramientas 
digitales de acceso gratuito y redes de apoyo cer-
canas, priorizando la acción sobre la planificación 
exhaustiva.

Este resultado coincide con el planteamien-
to de Sarasvathy (2001), quien sostiene que los 
emprendedores suelen construir sus proyectos 
a partir de los recursos que poseen en lugar 
de esperar condiciones ideales para comenzar. 
Desde esta perspectiva, el emprendimiento no 
sigue necesariamente un proceso racional de 
predicción del futuro, sino una lógica de adap-
tación continua donde las decisiones evolucio-
nan conforme aparecen nuevas oportunidades. 
La experiencia de Marela Coast refleja esta diná-
mica, ya que la creación de una colección pilo-
to permitió obtener información del mercado y 
ajustar la propuesta de valor sin requerir inver-
siones elevadas.

De igual manera, los hallazgos guardan relación 
con la literatura sobre *bootstrapping*, la cual plan-
tea que las empresas emergentes suelen recurrir a 
estrategias de aprovechamiento máximo de recur-
sos propios para superar las restricciones financie-
ras iniciales. En los tres emprendimientos estudia-
dos, el uso del hogar como espacio de trabajo, la 
utilización de redes sociales como principal canal 
comercial y el apoyo de familiares y amigos consti-
tuyeron mecanismos que facilitaron el inicio de las 
actividades empresariales sin depender de fuentes 
externas de financiación.

Otro aspecto relevante identificado durante la in-
vestigación es la importancia de la validación con-
tinua del mercado. Los resultados muestran que 
los emprendedores no construyeron su propuesta 
de valor únicamente a partir de supuestos perso-
nales, sino mediante un proceso permanente de Fuente: Agentur

Fuente: IconScout
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interacción con los clientes. Las observaciones rea-
lizadas por los consumidores modificaron decisio-
nes relacionadas con la asesoría, la comunicación, 
la presentación de los productos e incluso la com-
prensión del valor que ofrecían las marcas.

Estos hallazgos son coherentes con los plan-
teamientos de Ries (2011), quien propone que 
los emprendimientos deben validar temprana-
mente sus hipótesis mediante la retroalimen-
tación del mercado. En el caso de Cayetana, la 
necesidad expresada por los clientes de recibir 
una orientación más detallada sobre los produc-
tos llevó al fortalecimiento del servicio persona-
lizado, demostrando que el aprendizaje organi-
zacional surgió directamente de la experiencia 
comercial y no exclusivamente de procesos de 
planificación interna.

Asimismo, la investigación evidencia que la relación 
con los clientes constituye un activo estratégico 
para los emprendimientos universitarios. Mientras 
las grandes empresas suelen competir median-
te economías de escala, amplios portafolios de 
productos o fuertes inversiones en publicidad, los 
casos analizados muestran que los pequeños em-
prendimientos construyen ventajas competitivas 
basadas en la confianza, la cercanía y la atención 
personalizada. Este resultado coincide con investi-
gaciones recientes sobre marketing relacional, las 
cuales sostienen que la fidelización depende cada 
vez más de la calidad de la experiencia ofrecida al 
cliente que de las características funcionales del 
producto.

La evidencia también pone de manifiesto que el 
cliente deja de ser un receptor pasivo para conver-
tirse en un participante activo dentro del proceso 
de innovación. Las recomendaciones, preguntas 
y experiencias compartidas por los consumido-
res influyeron directamente en la evolución de las 
propuestas comerciales, fortaleciendo procesos de 
mejora continua que difícilmente habrían surgido 
mediante análisis exclusivamente internos.

La tercera categoría analizada permitió compren-
der que la resiliencia constituye una capacidad 
fundamental para la permanencia de los em-
prendimientos universitarios. Los relatos de Buma 
muestran que las principales dificultades no estu-
vieron relacionadas únicamente con la disminución 
de las ventas, sino con problemas administrativos 
derivados del manejo de costos, la planificación de 
la producción y el control financiero. Esta situación 
evidencia que el crecimiento de las ventas no ga-
rantiza, por sí mismo, la sostenibilidad del negocio.

En este sentido, los resultados respaldan los plan-
teamientos sobre resiliencia organizacional, según 
los cuales las empresas fortalecen su capacidad 
competitiva cuando transforman las crisis en opor-
tunidades de aprendizaje. En lugar de interpretar 
las pérdidas económicas como un fracaso definiti-
vo, los emprendedores revisaron procesos, ajusta-
ron cantidades de producción, renegociaron con 
proveedores y reorganizaron la distribución de res-
ponsabilidades. Estas acciones reflejan procesos 
de aprendizaje organizacional que permitieron for-
talecer la gestión del emprendimiento.

Otro hallazgo significativo corresponde a la rela-
ción entre la formación universitaria y la experien-
cia práctica. Los participantes reconocieron que los 
conocimientos adquiridos durante su formación 
académica proporcionaron herramientas impor-
tantes para comprender aspectos relacionados 
con costos, presupuestos y administración. Sin em-
bargo, también señalaron que muchas decisiones 
debieron tomarse en escenarios donde la infor-
mación era limitada y las condiciones cambiaban 
constantemente.Fuente: Google Gemini
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Este resultado no representa una contradicción en-
tre teoría y práctica, sino una relación complemen-
taria. La formación universitaria aporta fundamen-
tos conceptuales indispensables para comprender 
la gestión empresarial, mientras que la experiencia 
permite desarrollar capacidades de adaptación 
difíciles de adquirir exclusivamente en el aula. En 
consecuencia, el aprendizaje emprendedor se con-
figura mediante la interacción permanente entre 
el conocimiento académico y la experiencia acu-
mulada durante la operación cotidiana del nego-
cio.

De igual forma, la investigación pone en evidencia 
la importancia del ecosistema universitario como 
escenario para el desarrollo de competencias em-
prendedoras. Los tres casos analizados surgieron 
en un contexto donde la formación académica, las 
redes de apoyo y los espacios de intercambio fa-
vorecieron la materialización de iniciativas empre-
sariales. Aunque los emprendedores enfrentaron 
restricciones económicas y administrativas, el en-
torno universitario contribuyó al fortalecimiento de 
habilidades relacionadas con la resolución de pro-
blemas, el trabajo colaborativo y la identificación 
de oportunidades.

No obstante, los resultados también permiten 
identificar desafíos para el fortalecimiento del eco-
sistema emprendedor en Barranquilla y su área 
metropolitana. Las principales dificultades expre-
sadas por los participantes continúan asociadas al 
acceso limitado a fuentes de financiación, la esca-
sa experiencia en gestión administrativa durante 
las etapas iniciales y la necesidad de contar con 
procesos de acompañamiento que trasciendan la 
formulación de ideas de negocio. Estos aspectos 
sugieren la conveniencia de fortalecer programas 
universitarios que acompañen a los emprende-
dores durante las primeras fases de consolidación 
empresarial, momento en el que suelen presentar-
se los mayores niveles de incertidumbre.

Finalmente, los hallazgos permiten respon-
der al objetivo de la investigación al demostrar 
que la innovación, la validación del mercado y 
la resiliencia no constituyen procesos indepen-
dientes, sino dimensiones estrechamente rela-
cionadas dentro del emprendimiento universi-
tario. La innovación surge del aprovechamiento 
creativo de recursos limitados; la validación del 
mercado orienta el perfeccionamiento conti-
nuo de la propuesta de valor; y la resiliencia po-
sibilita la adaptación frente a las crisis propias 
de la actividad empresarial. En conjunto, estas 
capacidades fortalecen la sostenibilidad de los 
emprendimientos y contribuyen a comprender 
el emprendimiento universitario como un pro-
ceso continuo de aprendizaje más que como la 
aplicación estricta de modelos administrativos 
preestablecidos.

En consecuencia, este estudio aporta evidencia 
cualitativa que complementa la literatura sobre 
emprendimiento universitario en Colombia, al 
visibilizar las experiencias cotidianas de jóvenes 
emprendedores que construyen sus negocios 
desde contextos de incertidumbre. Más allá de 
los indicadores tradicionales de desempeño em-
presarial, los resultados destacan la importancia 
de comprender el emprendimiento como una 
experiencia de aprendizaje permanente, donde 
la capacidad para adaptarse, escuchar al mer-
cado y transformar las dificultades en oportuni-
dades constituye uno de los principales factores 
para la sostenibilidad de las iniciativas empresa-
riales.

CONCLUSIONES

La presente investigación tuvo como propósito 
analizar las dinámicas de innovación, validación 
del mercado y resiliencia en tres emprendimientos 
universitarios del área metropolitana de Barran-
quilla. A partir del estudio de los casos de Marela 
Coast, Cayetana y Buma, fue posible comprender 
que el emprendimiento universitario constituye un 
proceso de aprendizaje continuo en el que la ca-
pacidad de adaptación resulta más determinante 
que la disponibilidad inicial de recursos económi-
cos.

Los hallazgos evidencian que la innovación en es-
tos emprendimientos no se origina principalmen-
te en el desarrollo de tecnologías complejas o en 
grandes inversiones financieras. Por el contrario, 
surge del aprovechamiento estratégico de los re-
cursos disponibles, de la experimentación constan-

Fuente: Dreamstime
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te y de la capacidad de transformar las limitaciones 
en oportunidades de mejora. En este sentido, la es-
casez no actuó únicamente como una restricción 
para el desarrollo empresarial, sino también como 
un estímulo para la creatividad y la búsqueda de 
soluciones ajustadas a las condiciones del entorno.

Asimismo, el estudio permitió identificar que la 
validación del mercado constituye un proceso per-
manente de construcción de conocimiento. La in-
teracción cotidiana con los clientes posibilitó ajus-
tar productos, fortalecer la atención personalizada 
y comprender que el verdadero valor de los em-
prendimientos no radica únicamente en los bienes 
ofrecidos, sino también en la confianza y la cerca-
nía construidas con los consumidores. Esta eviden-
cia confirma que los clientes desempeñan un pa-
pel activo dentro de los procesos de innovación y 
mejora continua de las empresas emergentes.

Por otra parte, los resultados muestran que la re-
siliencia organizacional representa una compe-
tencia indispensable para la sostenibilidad de los 
emprendimientos universitarios. Las dificultades 
relacionadas con la administración de costos, la 
planificación de la producción y la incertidumbre 
del mercado obligaron a los emprendedores a de-
sarrollar procesos permanentes de ajuste y apren-
dizaje. Más que evitar las crisis, los casos analizados 
demuestran que la capacidad para aprender de 
ellas fortalece la gestión empresarial y favorece la 
permanencia de los negocios.

En conjunto, los tres casos permiten afirmar 
que el emprendimiento universitario debe en-
tenderse como un proceso dinámico donde in-
novación, validación del mercado y resiliencia 
se fortalecen mutuamente. Estas dimensiones 
no aparecen de forma aislada, sino que evolu-
cionan simultáneamente conforme los empren-
dedores interactúan con su entorno, enfrentan 
nuevos desafíos y consolidan sus capacidades 
de gestión.

Desde una perspectiva práctica, los resultados 
sugieren la necesidad de que las instituciones de 
educación superior fortalezcan sus ecosistemas de 
emprendimiento mediante estrategias que tras-
ciendan la enseñanza tradicional de los planes de 
negocio. Los hallazgos muestran la importancia de 
promover espacios de mentoría, acompañamien-
to empresarial, formación en gestión financiera, 
validación temprana de mercados y fortalecimien-
to de habilidades para la toma de decisiones bajo 
incertidumbre. De esta manera, las universidades 
pueden contribuir no solo a la creación de nuevos 
emprendimientos, sino también a incrementar sus 
posibilidades de permanencia y crecimiento.

Finalmente, esta investigación aporta evidencia 
cualitativa sobre el emprendimiento universitario 
en el contexto de Barranquilla y su área metropo-

litana, contribuyendo a una comprensión más am-
plia de las experiencias que viven los emprendedo-
res durante las primeras etapas de sus negocios. 
No obstante, el estudio presenta algunas limitacio-
nes derivadas del número de casos analizados y de 
su enfoque cualitativo, por lo que futuras investi-
gaciones podrían incorporar un mayor número de 
emprendimientos, realizar comparaciones entre 
diferentes regiones del país o integrar metodolo-
gías mixtas que complementen la interpretación 
de los resultados.

Fuente: iStock
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RESUMO

A emissão de valores mobiliários por produtores 
rurais tem despertado o interesse da Comissão de 
Valores Mobiliários (“CVM”), que incluiu o tema em 
sua Agenda Regulatória 2023-2024. A autarquia 
reconhece o agronegócio como setor estratégico 
para a ampliação do financiamento via mercado 
de capitais, em consonância com o aumento do 
interesse por investimentos sustentáveis, como 
“títulos de floresta em pé” e “fundos verdes”. Nes-
se contexto, torna-se fundamental analisar as mo-
dalidades de emissão utilizadas pelos produtores 
rurais e avaliar a viabilidade de democratizar seu 
acesso ao mercado de valores mobiliários. A pes-
quisa adotou abordagem de Direito Comparado, 

examinando a regulação brasileira em contrapo-
sição aos regimes jurídicos dos Estados Unidos 
e da Inglaterra, a fim de identificar boas práticas 
passíveis de incorporação ao ordenamento jurídico 
nacional para promover a inclusão ampla dos pro-
dutores rurais no mercado. A metodologia combi-
nou análises qualitativa e quantitativa. A primeira 
baseou-se em normas, doutrina, jurisprudência 
e decisões administrativas, enquanto a segunda 
utilizou dados da CVM e de organismos interna-
cionais. Foram identificadas quatro categorias de 
produtores rurais — agricultores familiares, peque-
nos, médios e grandes —, sendo os dois primeiros 
os que enfrentam maiores restrições de acesso ao 
crédito e ao mercado de capitais. A inclusão desses 
agentes é compreendida como estratégia de des-
envolvimento econômico. A pesquisa sugere que 
a redução de entraves regulatórios, simplificação 
da governança do emissor produtor rural — requi-
sito presente na Resolução CVM n° 80/2022 para 
emissores do mercado de valores mobiliários — e 
incentivos fiscais poderiam facilitar o ingresso dos 
produtores rurais, e em especial, dos menores, sem 
afetar negativamente os montantes captados, ex-
periência já efetuada no Direito Estrangeiro.

Emissões de valores mobiliários 
por produtores rurais no 
mercado de valores mobiliários 
brasileiro

Securities Issuances by Rural Producers in the Brazilian 
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ABSTRACT

The issuance of securities by rural producers has 
drawn the attention of the Brazilian Securities and 
Exchange Commission (“CVM”), which included 
the topic in its 2023–2024 Regulatory Agenda. The 
CVM recognizes agribusiness as a strategic sector 
for expanding financing through the capital mar-
ket, in line with the growing interest in sustaina-
ble investments such as “standing forest bonds” 
and “green funds.” In this context, it is essential to 
analyze the issuance modalities used by rural pro-
ducers and assess the feasibility of democratizing 
their access to the securities market. The research 
adopted a Comparative Law approach, examining 
Brazilian regulation in contrast 
with the legal frameworks of 
the United States and England, 
in order to identify best practi-
ces that could be incorporated 
into the national legal system 
to promote broader inclusion 
of rural producers in the capital 
market. The methodology com-
bined qualitative and quanti-
tative analyses. The qualitative 
stage relied on legislation, legal 
doctrine, case law, and admi-
nistrative decisions, while the 
quantitative stage used data 
from the CVM and international 
organizations. Four categories 
of rural producers were identi-
fied — family, small, medium, 
and large — with the first two 
facing greater restrictions in ac-
cessing credit and the capital 
market. The inclusion of these 
agents is understood as a stra-

tegy for economic development. The research su-
ggests that reducing regulatory barriers, simpli-
fying the governance structure of rural producer 
issuers — a requirement under CVM Resolution No. 
80/2022 for securities market issuers — and imple-
menting tax incentives could facilitate the entry of 
rural producers, particularly smaller ones, without 
negatively affecting the amounts raised, a practice 
already implemented in Foreign Law.

KEYWORDS

Securities Law, Commercial Law, Securities, Far-
mers. 

INTRODUÇÃO

O Brasil, notável por sua forte atividade agroexpor-
tadora, se posiciona como um dos maiores forne-
cedores de produtos agrícolas no mercado interna-
cional. Em 2023, a exportação de soja, por exemplo, 
alcançou o patamar de segundo maior volume da 
história, segundo dados da Secretaria de Comér-
cio Exterior (GOV, 2024). O setor agropecuário, a 
seu turno, é um dos mais representativos na con-
tribuição para o Produto Interno Bruto (“PIB”) do 
Brasil, entretanto, carece de vias de financiamento 
acessíveis, eficientes e que se adequem às pecu-
liaridades do setor (Rocha, 2020). Nesse contexto, 
o mercado de valores mobiliários surge como uma 
fonte dinâmica e plural de oportunidades de fi-
nanciamento, através da captação de recursos via 
emissão de valores mobiliários (CVM, 2023)

A crescente demanda do setor agropecuário por 
alternativas de financiamento e a busca por maior 

Fuente: Seu Dinheiro

Fuente: Mongabay
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participação no mercado de valores mobiliários 
(IBDA, 2024) indicam um caminho de integração 
mais forte entre o setor rural e o mercado de va-
lores mobiliários. A utilização desses mecanismos 
pode representar uma alternativa promissora para 
os produtores rurais, auxiliando no desenvolvimen-
to de um setor vital para a economia nacional.

Desse modo, a emissão de valores mobiliários por 
produtores rurais vem merecendo o interesse do 
regulador estatal, a Comissão de Valores Mobi-
liários (“CVM”). Tema da ‘Agenda Regulatória’ da 
autarquia para 2023 e 2024, a CVM reconhece no 
agronegócio um setor relevante e identifica o po-
tencial para expandir o financiamento dos produ-
tores rurais via mercado de valores mobiliários, im-
pulsionando o desenvolvimento deste segmento 
produtivo. A CVM, dessa forma, tem demonstrado 
realizar esforços a fim de atender às novas deman-
das do setor, visando aproximar efetivamente o 
segmento agropecuário do mercado de valores 
mobiliários e promover soluções inovadoras para 
o desenvolvimento sustentável do setor rural. No 
mesmo sentido, cresce o interesse dos detentores 
da poupança popular por investimentos susten-
táveis alinhados com responsabilidade social, a 
exemplo de “títulos de floresta em pé” e dos “fun-
dos verdes” (CVM, 2024). 

Importa, portanto, para o Direito, mapear os valores 
mobiliários emitidos por produtores rurais assim 
como as modalidades de emissões praticadas na 
atualidade, de forma a avaliar as espécies de ofer-
tas possíveis nos termos da regulamentação hoje 

vigente à luz da perspectiva de 
adequação destas como instru-
m e n t o de captação de 
r e - cursos para tais 

agentes econô-
micos. Importa, 

ainda, refletir so-
bre potenciais arran-

jos negociais inova-
dores, inclusive com 

vistas a ampliar a 
participação des-
se importante 
setor da econo-
mia no mercado 

e a democratizar 
o acesso desses 
agentes, inclusi-

ve os de menor 
porte, a recur-
sos via merca-
do de valores 
mobiliários.

Dessa forma, 
esta pesquisa 

identifica os valores 
mobiliários passíveis 

de serem emitidos pelos produtores rurais e anali-
sa as modalidades de oferta efetivamente empre-
gadas, com o objetivo de compreender como essas 
emissões têm sido realizadas no Brasil e em outros 
países, e de identificar práticas adotadas para facili-
tar o acesso dos produtores ao mercado de valores 
mobiliários, promovendo um financiamento mais 
eficiente e sustentável para o setor agropecuário.

Para tanto, a pesquisa combinou abordagem 
qualitativa e quantitativa. A etapa qualitati-
va baseou-se na análise de normas, doutrina, 
jurisprudência e decisões administrativas de 
Direito Empresarial e do Mercado de Valores 
Mobiliários, além de pesquisa bibliográfica em 
bases acadêmicas nacionais e internacionais e 
em documentos oficiais da Comissão de Valo-
res Mobiliários (“CVM”) e Conselho Monetário 
Nacional (“CMN”). Já a etapa quantitativa utili-
zou dados da CVM, CMN, Securities Exchange 
Commission (“SEC”), World Bank e Organization 
for Economic Co-operation and Development 
(“OECD”), com o objetivo de identificar o perfil 
dos produtores rurais e mapear as modalidades 
de emissão de valores mobiliários utilizadas no 
Brasil e no exterior, valendo-se de Estados Uni-
dos e Inglaterra, permitindo uma análise com-
parada e fundamentada para a formulação de 
propostas de aprimoramento regulatório.

O CONCEITO DE PRODUTOR 
RURAL

De acordo com o VII Plano Diretor da Embrapa 
(2020-2030), “a agricultura brasileira é reconhecida 
como altamente competitiva e uma grande ge-

Fuente: Compilatio
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radora de empregos, riqueza, alimentos, fibras e 
bioenergia, tanto para o Brasil quanto para outros 
países”. O plano destaca ainda que o setor agrope-
cuário é um dos maiores responsáveis pelo cresci-
mento do PIB, representando 21% do total de rique-
zas produzidas, gerando um quinto dos empregos 
e 43,2% das exportações brasileiras, com vendas de 
US$ 96,7 bilhões em 2019. O setor continua apre-
sentando crescimento positivo, contribuindo tam-
bém para a estabilização do preço da cesta básica.

O mercado financeiro tem sido uma fonte tradi-
cional de financiamento agropecuário, ao lado das 
linhas de crédito governamentais, com os bancos 
atuando como principais intermediários. No en-
tanto, para muitos produtores, especialmente os 
de menor porte, o custo do crédito bancário é ele-
vado, com juros altos, condições restritivas e exi-
gências de garantias muitas vezes abusivas. Além 
disso, os subsídios governamentais mostram-se 
insuficientes para atender aos produtores rurais, o 
que dificulta a manutenção das atividades e impe-
de a modernização do setor (Rocha, 2020).

Segundo dados da FEBRABAN (2023), a concessão 
de crédito rural no Brasil é significativamente baixa 
em comparação com outras áreas, como o setor 
imobiliário, representando menos de um terço do 
crédito destinado a esse segmento e com taxas de 
juros mais altas. O crédito escasso fornecido pelos 
bancos gera endividamento dos produtores rurais.

A Confederação da Agricultura e Pecuária do 
Brasil (CNA) e o Serviço Nacional de Aprendiza-
gem Rural (Senar) apontam que a dificuldade 
de acesso ao crédito é mais acentuada entre 
pequenos e médios produtores. Conforme da-
dos, 38% dos entrevistados nunca haviam con-
tratado crédito rural, enquanto apenas 26,6% o 
fizeram em 2020, constatando-se que quanto 
menor a renda, menor o acesso.

A análise realizada pela presente pesquisa, a fim 
de entender os perfis de produtores rurais, indicou 
4 grandes categorias de produtores rurais na eco-
nomia brasileira: agricultores familiares, pequenos 
produtores, médios produtores e grandes produto-

res. Os agricultores familiares são a 
única categoria de produtores ru-
rais com definição legal própria.

Após o Estatuto da Terra, outras 
normas contribuíram para a con-
solidação da terminologia “agri-
cultores familiares”, como a Lei n° 
8629/1993 (Reforma Agrária), e a 
Lei n° 12.512/2011 (Conservação Am-
biental e Atividade Produtiva Rural), 
sendo apenas a Lei n° 11.326/2006 
(Programa Nacional de Fortaleci-
mento da Agricultura Familiar, o 
“Pronaf”) a que de fato conceituou 
a figura do agricultor familiar.

No Brasil, agricultores familiares 
são definidos na lei instituidora do 
Pronaf como aqueles que possuem 
uma área de terra de até 4 módulos 
fiscais e que dependem do trabalho 
familiar para a produção, enquanto 
pequenos e médios produtores se 
distinguem por diferentes faixas de 
faturamento anual e áreas de culti-
vo. 

Muito se confunde a figura do agri-
cultor familiar e do pequeno produ-
tor. Entretanto, é possível que um 
agricultor familiar seja concomi-
tantemente também um pequeno 
produtor, mas não é regra que um 
pequeno produtor seja concomi-
tantemente um agricultor familiar. 
Alguns doutrinadores defendem 
que os agricultores familiares se-
riam um segmento dentro de um Fuente: Sygma Sistemas
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gênero maior, os pequenos produto-
res, enquanto outros defendem que 
os agricultores familiares seriam uma 
figura independente dada sua ori-
gem e histórico de surgimento (Lima, 
2019). Essas classificações, em geral, 
se fazem essenciais não só para pre-
ciosismos técnicos, mas sim para fins 
de enquadramento nos programas 
de subsídios governamentais. 

No caso dos pequenos, médios e 
grandes produtores, as categorias não 
são definidas em lei. Os Planos Safra 
— principal linha de crédito fornecida 
pelo governo através de programas 
de subsídio governamental que visa 
apoiar o setor agropecuário —, con-
tudo, utilizam as referidas categorias 
para instituir as faixas de produtores 
rurais. As faixas de produtores rurais 
têm como objetivo atender às espe-
cificidades e necessidades de cada 
categoria de produtor rural, incluindo, 
também, subdivisões com base na 
atividade desempenhada pelo produ-
tor e a cultura desenvolvida. 

A seu turno, as Resoluções do CMN 
complementam os planos de fomen-

to, como o Plano Safra, o Pronamp, 
o Pronaf e o Plano Safra da Agricul-
tura Familiar. Exemplificativamen-
te, a Resolução CMN n°4.889/2021 
classifica como pequeno produ-
tor aquele com faturamento anual 
de até R$ 415.000,00 para até R$ 
500.000,00, o médio produtor acima 
de R$ 500.000,00 até R$ 2.400.000,00, 
e o grande produtor acima de 
R$2.400.000,00. Os grandes produ-
tores, por sua vez, são aqueles com 
capacidade de produção significati-
vamente superior, geralmente com 
propriedades de maior porte e maior 
capacidade financeira (Brasil, 2024). 
As divisões dos perfis de produtores 
rurais, portanto, baseiam-se, princi-
palmente, em tamanho de proprieda-
de e em faturamento anual gerado. 

A legislação brasileira se restringe a 
estabelecer a definição legal de agri-
cultor familiar, ao turno que os peque-
nos, médios e grandes produtores não 
possuem conceituação legal, apenas 
critérios para enquadramento como 
tal. Há, ainda, a carência legislativa 
quanto à definição de produtor rural 
como figura mais ampla. O Direito 
brasileiro concebe definições quanto 
às propriedades rurais, às atividades Fuente: EatPinch

Fuente: Farm Progress
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rurais, aos aspectos tributários, entre outros, sem 
definir através de legislação a figura do produtor 
rural. 

Por sua vez, a chamada Lei de Reforma Agrária, a 
Lei n° 8.629/1993, apresenta termos importantes 
como Pequena Propriedade (até quatro módulos 
fiscais) e Média Propriedade (de quatro até quinze 
módulos fiscais), além da definição de proprieda-
de produtiva no artigo 6°, que se caracteriza como 
“aquela que, explorada econômica e racionalmen-
te, atinge, simultaneamente, graus de utilização da 
terra e de eficiência na exploração, segundo índi-
ces fixados pelo órgão federal competente”.

O chamado ‘Estatuto da Terra’, a Lei n° 
4.504/1964, trouxe as definições de Imóvel Ru-
ral, de Propriedade Familiar, de Módulo Rural, 
de Latifúndio, entre outras, apresentadas no Ar-
tigo 4°. Além disso, aborda o conceito de Empre-
sa Rural. A produção rural apresenta definição 
somente na Lei nº 8.212/91 com redação dada 
pela Lei n° 13.986/2020 (Lei do Agronegócio) 
no artigo 25, § 3º. Por construção interpretativa, 
pode-se depreender que produtor rural seria 
aquele que desempenha a atividade de pro-
dução rural, mas não afastando a necessidade 
de uma definição normativa concisa da figura 
do produtor rural. 

Recorrendo ao Código Civil, temos a definição de 
empresário rural no artigo 971, nos seguintes ter-
mos: 

O empresário, cuja atividade 
rural constitua sua principal 
profissão, pode, observadas as 
formalidades de que tratam 
o art. 968 e seus parágrafos, 
requerer inscrição no Registro 
Público de Empresas Mercantis 
da respectiva sede, caso em 
que, depois de inscrito, ficará 
equiparado, para todos os 
efeitos, ao empresário sujeito a 
registro.

De acordo com Scalzilli, Tellechea e Spinelli, a si-
tuação do produtor rural é sui generis, dado seu 
passado histórico em que “(...) na maior parte dos 
casos, tratava-se de uma atividade de subsistên-
cia da família rural”. Fato que explica o afastamen-
to do Direito Comercial, condição que se reverteu 
com o advento de tecnologias e ostensivo capital 
no campo. Dessa forma, valendo-se da adoção do 
sistema de opção (Forgioni, 2019) foi possível facul-
tar ao produtor rural se sujeitar ou não ao regime 
empresarial, possibilidade presente no artigo 971 
do Código Civil de 2002: ao agricultor é facultado 
assumir a condição de empresário e os deveres co-

rrespondentes. Sobretudo, conforme apontado por 
Francisco Satiro, o tratamento favorecido ao pro-
dutor rural é explicado pela sua “situação especial 
de vulnerabilidade” e sua “relevância na geração 
de riqueza para o país”, tratamento que harmoniza 
com o disposto pelo Estatuto da Terra e pela legis-
lação fiscal. O art. 970, portanto, reconhece obje-
tivamente o tratamento favorecido dessa figura, 
regida pelo Direito Civil e que pode tornar-se em-
presária na forma dos artigos 971 e 984 do Código 
Civil através da matrícula no Registro de Empresas.

 Entretanto, apesar dos diplomas legais apresenta-
rem importantes conceituações para o segmento 
rural, como no Estatuto da Terra e na Lei de Refor-
ma Agrária, em contrapartida, ainda carecem de 
um conceito unificado e preciso sobre quem é o 
produtor rural e seus perfis. Embora existam nor-
mas que abordam a produção rural, a classificação 
de agricultores familiares e a qualificação como 
empresário rural, essas definições são fragmenta-
das e aplicadas em contextos distintos, especial-
mente nas áreas tributária e previdenciária. 

Dessa forma, na falta de uma definição clara, na 
sua necessidade, faz-se uso de fontes diversas para 
conferir resposta ao enquadramento da figura de 
produtor rural.

Fuente: Sociedad de Agricultores de Colombia
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O Ministério da Agricultura e Pecuária (MAPA) e 
o Ministério do Desenvolvimento Agrário e Agri-
cultura Familiar (MDA), através dos programas de 
fomento, a exemplo dos mais conhecidos, como 
Plano Safra e o Plano Safra da Agricultura Fami-
liar (ambos com fulcro na Lei n°8.171/1991), como o 
Pronaf (Lei n° 11.326/2006), entre outros, acabam 
por definir as faixas de produtores rurais através 
dos requisitos para enquadramento nas linhas de 
subsídios governamentais. 

Além disso, o CMN também influi nas definições 
de produtores rurais, vez que as Resoluções pro-
feridas pelo órgão podem alargar ou restringir 
as faixas correspondentes aos perfis de produ-
tores para fins de enquadramentos nas linhas 
de crédito oferecidas. Assim é que a Resolução 
CMN nº 4.889/2021 que passou a estabelecer a 
elevação dos limites da Receita Bruta Agrope-
cuária Anual (RBA) para efeito da classificação 
do produtor rural, alterando a classificação dos 
pequenos, médios e grandes produtores rurais. 
Referida resolução apresenta os seguintes en-
quadramentos dos perfis de produtores rurais: 

pequeno produtor: de até 
R$ 415.000,00 para até R$ 
500.000,00

médio produtor: de acima de R$ 
415.000,00 até R$ 2.000.000,00 
para acima de R$ 500.000,00 até 
R$ 2.400.000,00; e

grande produtor: de acima de 
R$2.000.000,00 para acima de 
R$2.400.000,00.

Em contrapartida, nos Estados Unidos as defi-
nições de produtores rurais mostraram-se mais 
centradas em questões fiscais, com regulamen-
tações que podem variar significativamente de um 
estado para outro. Em nível federal, a categoria de 
“agricultor familiar” é essencialmente determinada 
por uma combinação de fatores, incluindo a receita 
gerada pela propriedade e a quantidade de trabal-
ho familiar envolvido na produção. O Departamen-
to de Agricultura dos Estados Unidos (USDA) ado-
ta uma abordagem que permite flexibilidade nas 
definições, pois os limites podem ser ajustados de 
acordo com o tipo de cultivo ou atividade agríco-
la. Por exemplo, uma fazenda de menor porte de-
dicada à produção de hortaliças pode ser tratada 
de forma diferente de uma fazenda de grãos, com 
base em sua receita e no número de trabalhadores 
empregados. 

Nos Estados Unidos, a legislação sobre a defi-
nição de “produtor rural” ou agricultor é mul-
tifacetada e varia de acordo com os estados. 
O enquadramento nos perfis de produtor en-
volve questões como a atividade econômica, 
como a fiscal e como a regulatória. Dentre as 
principais leis estão o Farm Security and Rural 
Investment Act (Farm Bill), o Internal Revenue 
Code (IRCe regulamentações do United States 
Department of Agriculture (USDA), para além 
de outras agências federais. Essas leis categori-
zam os produtores rurais de acordo com o tipo 
de atividade agrícola, tamanho da propriedade, 
a renda gerada e as características fiscais, dados 
que geram impactos significativos em sua ele-
gibilidade para programas de subsídios, crédito 
e outros incentivos. 

Fuente: BNP Paribas

Fuente: Iowa Agribusiness Radio Network
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De acordo com o Farm Bill e regulamentações do USDA, a definição de produtores rurais se dá com 
base no tamanho da propriedade e na quantidade de receita gerada pelas atividades agrícolas. Sendo 
assim, os pequenos produtores (chamados small farmers) devem apresentar propriedades com menos 
de 500 acres de extensão (dependendo da cultura) e gerar até $250.000 (dólares) de receita bruta anual. 
Já os médios produtores (médium farmers), devem apresentar propriedades maiores que 500 acres de 
extensão e gerar entre $250.000 e $1.000.000 (dólares) em receita bruta anual. Os grandes produtores 
(large farmers), por sua vez, devem apresentar propriedades com milhares de acres de extensão e gerar 
mais de $1.000.000 (dólares) em receita bruta anual.

Para além desses critérios principais, também pode 
dividir-se os produtores rurais com base no tipo de 
propriedade e modo de gestão da terra, com base 
na cultura desenvolvida, entre outros fatores. As re-
gulamentações dos estados também podem con-
ferir divisões dos perfis de produtores rurais, uma 
vez que estes fazem distinções na classificação 
dos produtores rurais devido à diversidade agríco-
la, condições econômicas regionais, necessidades 
específicas de crédito e financiamento, objetivos 
de preservação ambiental e até mesmo interesses 
políticos e locais. Essas distinções permitem que os 
estados ajustem suas políticas agrícolas de forma 
a atender às necessidades específicas de seus pro-
dutores, proporcionando apoio mais eficaz e ade-
quado ao tipo de produção dominante em cada 
região (IPEA, 2022).

Já na Inglaterra, a definição de produtores ru-
rais é mais inclusiva e abrange uma gama mais 
ampla de gestores de terras. A legislação inglesa 
considera não apenas os proprietários de gran-
des propriedades agrícolas, mas também arren-
datários, aqueles que gerenciam terras sob con-
tratos de arrendamento e, em alguns casos, até 
aqueles envolvidos em práticas de agricultura 
orgânica ou sustentável, independentemente 
do tamanho da propriedade. Esse modelo tem 
como objetivo incentivar a sustentabilidade, a 
inovação e a viabilidade econômica no campo, 
ao mesmo tempo que se respeita as tradições 
de gestão familiar das propriedades (GOV UK, 
2020)

Fuente: HispanTV Fuente: ChileBio

O sistema britânico visa reconhecer a diversidade 
das práticas agrícolas, promovendo um enfoque 
que vai além da mera classificação por tamanho 
de propriedade, incluindo fatores como o tipo de 
gestão agrícola e os métodos de produção adota-
dos. No país, a legislação vigente une-se à atuação 
de agências governamentais que emitem normas 
de administração do segmento e também a de as-
sociações que desempenham papel de destaque 
frente à definição e regulação dos produtores ru-
rais.

Um importante marco legal que tangenciou 
a definição de produtor rural inglês foi o Agri-
cultural Holdings Act 1986, a norma versa sobre 
arrendamento agrícola, mas trouxe a definição 
de agricultor como qualquer pessoa que esteja 
envolvida no cultivo da terra, criação de gado ou 
outras formas de produção agrícola. Apesar de 
não tratar especificamente das definições e ca-
tegorias de produtores rurais, a legislação se fez 
importante por conferir direitos e deveres aos 
arrendatários e proprietários de terras agrícolas. 

Atualmente, a Rural Payments Agency (RPA) é a 
agência governamental do Reino Unido responsá-
vel pelos programas de pagamento de subsídios 
ao setor agropecuário, esta, por sua vez, possui im-
portante papel da definição dos produtores rurais e 
suas categorias. A agência considera como produ-
tor rural uma abrangente quantidade de ativida-
des agropecuárias, definindo os produtores rurais 
baseando-se na escala de produção (pequenos, 
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médios e grandes produtores), no tipo de atividade 
agrícola desempenhada (culturas, pecuária, pro-
dutos ambientais), e nos programas de subsídios 
em que estão envolvidos, visando o pagamento de 
subsídios a estes e maior alinhamento dos produ-
tores com as responsabilidades socioambientais.

Na contemporaneidade, outro ponto importante, 
após a saída do Reino Unido da União Europeia, 
foi a instituição do Agriculture Act 2020 em subs-
tituição à Política Agrícola Comum da União Euro-
peia. A nova legislação trouxe grandes inovações, 
principalmente ligadas à sustentabilidade, ofere-
cendo inventivos a produtores rurais sustentáveis. 
Para além disso, houve a redefinição da definição 
de produtor rural, que passou a incluir atividades 
rurais além da produção de alimentos, como a ges-
tão de terras naturais e a prestação de serviços am-
bientais.

Há, conforme analisado, grandes diferenças na 
definição dos produtores rurais nos três países 
abordados, que refletem as especificidades dos 
mercados agropecuários dos três países, e influem 
diretamente na variação das políticas de crédito, 
do financiamento e da regulamentação do setor 
agropecuário que são definidas, em cada contex-
to, de acordo com os perfis de produtores rurais. 
Apesar dos três países pesquisados apresentarem 
enfoques diversos na definição de produtores ru-
rais é possível traçar pontos convergentes observa-
dos pela legislação de ambos na classificação dos 
perfis de produtores (IPEA, 2022), sendo eles: i) fa-
turamento anual da propriedade rural ii) principal 
atividade desempenhada na propriedade e modo 

de gestão; e iii) a definição de propriedade familiar 
e agricultores familiares.

A legislação brasileira concentra-se nas dimensões 
de propriedade e faturamento, enquanto a estadu-
nidense prioriza fatores fiscais, a depender dos es-
tados. Por sua vez, a legislação inglesa adota uma 
abordagem mais inclusiva, englobando uma maior 
diversidade de práticas agrícolas e gestores de te-
rras. 

Produtores rurais e Mercado de 
Valores Mobiliários 

Após observação das definições de produtor rural, 
a pesquisa mostrou que, no Brasil, os produtores 
rurais de menor porte apresentam dificuldade de 
acesso ao crédito pelas vias tradicionais em detri-
mento dos demais (CPI/PUC, 2023), e que somen-
te os grandes produtores acessam atualmente 
ao mercado de valores mobiliários brasileiro. Esse 
fenômeno não se apresentou com a mesma inten-
sidade nos países pesquisados, EUA e Inglaterra. 

Diferentemente, as possibilidades de acesso ao 
crédito já alcançaram a utilização do mercado 
de valores mobiliários como via de captação 
de recursos, experiência já vivida pelos small 
farmers nos Estados Unidos. Os pequenos pro-
dutores nos EUA vêm apresentando destaque, 
emitindo certificados de recebíveis agrícolas e 
protagonizando a pauta das recentes isenções 
promovidas pela SEC envolvendo custos regu-
latórios de emissão de GEE The Enhancement 
and Standardization of Climate-Related Disclo-
sures for Investors para o setor da agricultura 
(SEC, 2024). 

O Regulation A flexibilizou o registro do emissor, o 
registro de emissão a emissão por agente de me-
nor porte no mercado de valores mobiliário estadu-
nidense, inclusive os produtores rurais. A alteração 
no Securities Act 1933 teve como efeito a redução 
dos custos regulatórios aos emissores, principal-
mente no que tange a governança enquanto “con-
junto de práticas que tem por finalidade otimizar 
o desempenho de uma companhia ao proteger 
todas as partes interessadas, tais como investido-
res, empregados e credores, facilitando o acesso ao 
capital” (CVM, 2002). O Regulation A dispõe que “A 
public offer or sale of eligible securities, as defined 
in Rule 261 (§ 230.261), pursuant to Regulation A 
shall be exempt under section 3(b) from the regis-
tration requirements of the Securities Act of 1933”. 
Alguns requisitos para enquadramento na isenção 
incluem valor máximo de oferta (dentro dos limi-
tes), atividade empresarial registrada e regular, 
possuir propósito específico, ramo de atuação (ve-
dados alguns como petróleo e gás), entre outros 
(GOV US, 2015).

Fuente: OpenAI (ChatGPT)



129

Ademais, outros resultados sobre práticas interna-
cionais que poderiam gerar acessibilidade envol-
vem os pequenos produtores da Inglaterra atuan-
do no mercado de crédito de carbono (LSEG, 2023), 
experiências em que a adequação dos arranjos 
de valores mobiliários, a flexibilização dos custos 
de governança, a criação de uma ramificação no 
mercado especializada, a exemplo do Sustainable 
Bond Market (SBM) e do Voluntary Carbon Market, 
e os incentivos fiscais foram medidas essenciais. 

Através do Direito Estrangeiro, foi possível obser-
var as mudanças regulatórias realizadas com fins a 
incluir os produtores rurais no mercado de valores 
mobiliários das respectivas nações e viabilizando, 
consequentemente, uma alternativa promissora 
de acesso ao crédito.

A CVM tem realizado esforços no sentido da 
aproximação tanto dos investidores tanto dos 
emissores para com o mercado de valores mo-
biliários. A atração da Agenda Regulatória da 
autarquia para temas desenvolvimentistas vem 
em resposta ao mercado internacional que já 
apresenta, em países como os Estados Unidos, 
grande diversidade de frentes de investimento. 
A Resolução CVM 193, que dispõe sobre a elabo-
ração e divulgação do relatório de informações 
financeiras relacionadas à sustentabilidade, 
com base no padrão internacional emitido pelo 
International Sustainability Standards Board – 
ISSB e a Resolução CVM 175, que dispõe sobre 
a constituição, o funcionamento e a divulgação 
de informações dos fundos de investimento, 
bem como sobre a prestação de serviços para os 
fundos vão no sentido de perpetuar esse novo 
caminho traçado pelo mercado de valores mo-
biliários brasileiro. Em entendimento nesse sen-
tido, o presidente da CVM manifestou que “(...) O 
Brasil tem todas as características para ser um 
grande líder na pauta das finanças sustentáveis, 
e a CVM se posicionou em relação ao assunto 
e tem conseguido reconhecimento importante 
nos fóruns internacionais sobre o tema e mos-
trado que a sustentabilidade também está no 
Mercado de Capitais.” 

Dessa forma, valendo-se do potencial brasileiro no 
que tange ativos verdes – investimentos que aten-
dem à critérios de sustentabilidade, destinados 
a projetos que promovem práticas sustentáveis, 
como o uso de energias renováveis, refloresta-
mento, preservação de recursos naturais e a ges-
tão eficiente de resíduos - e seu reconhecimento 
internacional quanto à agropecuária. A CVM tem 
desempenhado papel de fomento ao setor, atra-
vés de uma Agenda Regulatória preocupada com 
a edição de resoluções relevantes para o setor e da 
elaboração de materiais de cunho didático para 
que seus agentes passem a acessar efetivamente e 
habitualmente ao mercado de valores mobiliários.

A concessão de crédito para os produtores rurais 
pelos meios tradicionais tem se mostrado insu-
ficiente para atender às demandas surgentes no 
setor, tendo em vista a carência de financiamen-
to pela maioria dos produtores, em especial os de 
menor porte, e da necessidade de investimento 
para desenvolvimento de suas atividades (CNA, 
2021). A falta de crédito para os pequenos produ-
tores não só demonstra uma problemática para as 
atividades produtivas como também demonstra 
um entrave econômico para o país. A possibilidade 
de inserção dos produtores rurais em sua integra-
lidade, com enfoque nos pequenos produtores, no 
mercado de valores mobiliários é uma estratégia 
promissora de desenvolvimento econômico, uma 
vez que seria demasiadamente custoso para o Es-
tado fornecer linhas de crédito para atender a to-
dos os produtores. 

Fuente: InfoCongo

Fuente: Farmers2Founders
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Dessa forma, o mercado de valores mobiliários se propõe a 
atuar como meio para a captação de recursos pelos produ-
tores rurais para o custeio de suas atividades, investimen-
tos em maquinários e insumos, aprimoramento técnico, 
e as mais diversas possibilidades de utilização dos recur-
sos financeiros providos. Os grandes produtores, em geral 
constituídos como empresários rurais, ou até mesmo como 
sociedades empresárias ou cooperativas, já experienciam 
a captação de recursos via mercado de valores mobiliários. 
Os valores mobiliários mais comumente emitidos pelos 
produtores rurais em são Ações, Derivativos, Fundos de 
Investimento (Fiagro), Letra de Câmbio do Agronegócio, 
Certificados de Recebíveis Agrícolas e Cédula de Produtor 
Rural. Em relação às modalidades de emissão, observou-se 
que as ofertas públicas de valores mobiliários são realiza-
das por meio de ofertas públicas de rito ordinário, ofertas 
públicas de rito automático e ofertas via crowdfunding.

De acordo com o Boletim do Agronegócio da CVM, o 
crescimento do segmento agropecuário no mercado 
de valores mobiliários tem sido expressivo, incluindo 
ativos de renda fixa, renda variável e fundos de investi-
mento (CVM, 2024). A destinação principal dos recursos 
captados tem como objetivo o fomento de atividades 
produtivas, da comercialização, do beneficiamento e da 
industrialização.

No Direito Estrangeiro, observou-se que os produtores ru-
rais emitem valores mobiliários comuns aos produtores 
brasileiros e outras diferentes. Os grandes produtores, por 
exemplo, emitem derivativos lastreados em commodities 
agrícolas, possuindo uma comissão própria de mercado 
de futuros do segmento agropecuário (Commodity Futu-
res Trading Commission). Além disso, não é incomum a 
emissão de debêntures por grandes produtores, constituí-
dos como Sociedades Anônimas, para além da oferta de 
emissão de ações. 

Observou-se, também, que os fun-
dos de investimento são uma ten-
dência entre os produtores rurais, 
em todos seus perfis, sendo muitos 
voltados para captação de recursos 
objetivando o emprego de novas 
tecnologias no campo e a segurida-
de alimentar. Os bonds são valores 
mobiliários mais comumente emi-
tidos pelos produtores, desde os 
small farmers até os large scale far-
mers, são títulos de dívida de renda 
fixa, tendência entre os investimen-
tos verdes que já incorporaram a 
emissão dos green bonds. 

Outra novidade no mercado de va-
lores mobiliários são as ofertas rea-
lizadas através de crowdfunding, 
que, de acordo com a CVM, é um 
modelo de financiamento coletivo 
que permite que empresas ou in-
divíduos captem recursos por meio 
de contribuições de um grande nú-

mero de pessoas, geralmente através de 
plataformas online. 

Valendo-se do rol taxativo com cláusula 
exemplificativa disposto no artigo 2° da 
Lei N°6385/76, consideram-se valores 
mobiliários “quando ofertados publi-
camente, quaisquer outros títulos ou 
contratos de investimento coletivo, que 
gerem direito de participação, de par-
ceria ou de remuneração, inclusive re-
sultante de prestação de serviços, cujos 
rendimentos advêm do esforço do em-
preendedor ou de terceiros.” Fez-se ne-
cessário, portanto, avaliar a viabilidade 
de emissão das tipologias de valor mo-
biliário por parte dos produtores rurais 
em geral, abordando as barreiras ainda 
existentes nas operações que inviabili-
zam a efetiva inserção desse segmento 
como emissores no mercado de valores 
mobiliários brasileiro.

Os resultados revelaram que valores mobi-
liários como ações, fundos de investimen-
to (em especial o FIAGRO), letra de câmbio 
do agronegócio, certificados de recebí-
veis agrícolas e cédula de produtor rural, 
comumente emitidos pelos produtores 
atuantes no mercado brasileiro, apresen-
tam barreiras para agricultores familiares 
e para pequenos produtores (a exemplo 
da capacidade financeira, da produção e 
do custo de observância regulatória).

Os produtores rurais de menor porte en-
frentam limitações financeiras que dificul-
tam sua participação no mercado de valo-

Fuente: Asgco
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res mobiliários. O processo que envolve a emissão 
da maioria das modalidades de valores mobiliários, 
a exemplo das ações ou dos certificados de rece-
bíveis agrícolas, requer um volume mínimo de ca-
pital e um fluxo de caixa consistente para garan-
tir a viabilidade da emissão e o pagamento das 
obrigações. A capacidade financeira limitada dos 
produtores menores impede que eles cubram os 
custos iniciais associados a essas emissões, como 
taxas de registro, auditorias e custos administrati-
vos, os custos das práticas de governança exigidas, 
além de não possuírem a mesma escala de pro-
dução ou ativos para oferecer como garantia como 
os grandes produtores.

Ademais, o faturamento desses produtores ru-
rais também é uma limitação importante, o que 
reduz sua possibilidade de atuação no merca-
do de valores mobiliários frente ao atual cenário 
de regulação que apresenta arranjos custosos à 
emissão de valores mobiliários pelos produto-
res rurais, em especial os de menor porte. Dessa 
forma, o faturamento reduzido, aliado aos ris-
cos inerentes da atividade agropecuária, como 
possibilidade de perda da produção, podem ser 
fatores negativos para a atração de investidores 
que geralmente buscam investimentos com 
maiores perspectivas de lucro aliados a me-
nores riscos. A falta de uma produção robusta 
também impede que esses produtores emitam 
contratos de futuros ou recebíveis agrícolas con-
sistentes que possam ser securitizados ou usa-
dos como lastro para emissões. 

Cabe salientar, ainda, que o processo de emissão 
de valores mobiliários exige conformidade com 
uma série de normas infralegais, o que pode repre-
sentar um custo de observância — os custos deco-
rrentes da atividade regulatória — elevado para os 

agentes de menor porte (Eizirik et al., 2019). A re-
gulamentação da CVM, por exemplo, impõe a ne-
cessidade de auditorias financeiras (Lei n° 6385/76), 
relatórios financeiros detalhados, análise de riscos 
e outras exigências, em conformidade com a Reso-
lução CVM n°80/2022, que, para muitos produtores 
rurais são custos proibitivos. 

Além disso, os custos de observância com essas 
obrigações regulatórias podem ser mais eleva-
dos do que os benefícios financeiros gerados pela 
emissão de valores mobiliários, o que desestimu-
la a participação desses produtores no mercado, 
uma vez que impacta negativamente nos valores 
totais levantados através da captação de recursos 
pelo pagamento de custos onerosos decorrentes 
da atividade regulatória. 

CONCLUSÃO

Há, no Brasil, diversas espécies de valores mobi-
liários disponíveis para emissão por produtores 
rurais. Concluiu-se, entretanto, que há barreiras 
de acesso ao mercado de valores mobiliários para 
emissores de pequeno porte, a exemplo dos agri-
cultores familiares e dos pequenos produtores ru-
rais. Uma análise de Direito Comparado examinan-
do o regime jurídico brasileiro em contraste com 
os regimes jurídicos estadunidense e inglês mos-
trou ser possível estruturar valores mobiliários com 
vistas a fomentar emissões por tais categorias de 
produtores. 

O mapeamento dos valores mobiliários emitidos 
por produtores rurais brasileiros em contraposição 
com os EUA e Inglaterra permitiu observar que há 
convergência entre os três país pesquisados no 
que tange a popularidade dos títulos de dívida e 
os fundos, em todos os perfis de produtores. Além 

Fuente: Reliabuilt
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disso, as divergências encontradas incluem uma 
grande tendência nos EUA em relação aos contra-
tos futuros envolvendo commodities e os títulos de 
dívida, na Inglaterra em relação aos títulos de dívi-
da, em especial ligados à sustentabilidade, e uma 
grande tendência no Brasil em relação aos CRAs e 
ao FIAGRO.

Em relação às modalidades de ofertas de valo-
res mobiliários, destacaram-se as ofertas públi-
cas de rito ordinário, as ofertas públicas de rito 
automático e as ofertas via crowdfunding — 
modelo de financiamento promissor nos países 
pesquisados no que tange os produtores rurais.

Verificou-se, ainda, que há perspectiva econômi-
ca de interesse dos investidores por investimen-
tos verdes (“green bonds”) nos regimes jurídicos 
pesquisados, fator que pode ser considerado pela 
regulação na elaboração de normas destinadas a 
fomentar a participação de emissores de menor 
porte do segmento rural no mercado de valores 
mobiliários. 

Portanto, a redução dos entraves regulatórios, tan-
to para o registro do emissor quanto para o registro 
da emissão, através de processos de autorização 
simplificados para entrada e exercício de ativida-
des no mercado pelos produtores podem facilitar 
o acesso de produtores rurais de menor porte ao 
mercado de valores mobiliários. 

A exigência de práticas de governança menos cus-
tosas, definidas como “conjunto de práticas que 
tem por finalidade otimizar o desempenho de uma 
companhia ao proteger todas as partes interes-
sadas, tais como investidores, empregados e cre-
dores, facilitando o acesso ao capital” (CVM, 2002), 
a exemplo do envio do formulário de referência, 
demonstrações financeiras e formulário de infor-
mações trimestrais, entre outros, à CVM, de modo 
a flexibilizar as exigências dispostas na Resolução 
CVM N°80/2022.. Ademais, a estruturação de novos 
valores mobiliários mais adequados aos produto-
res rurais, observando as práticas internacionais 
já utilizadas, também são medidas que poderiam 
culminar em maior acessibilidade ao mercado de 
valores mobiliários pelos produtores rurais. 

Adicionalmente, a diminuição dos custos envol-
vendo operações com securitizadoras, e, eventual-
mente, benefícios (a exemplo de incentivos fiscais) 
em emissões envolvendo produtores rurais, seriam 
medidas que poderiam reduzir sensivelmente os 
custos de intermediação de modo, em linha com 
as práticas internacionais, a não impactar negati-
vamente os recursos captados pelos produtores 
rurais.

Fuente: StockCake
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ABSTRACT

This article reflects on absenteeism in 
English classes among a group of stu-
dents who were taking their seventh le-
vel at Fundación Universitaria San Martín 
during the 2025-2 semester. At the time of 
writing this article, those students were ta-
king their eighth English level in the 2026-
1. The purpose of this study was to provide 
a negative reinforcement to their previous 
behavior to motivate them to attend their 
classes.

This reflection describes the importance 
of learning English, in the sense that it is 
considered a lingua franca. Also, the litera-
ture review presents some important insi-
ghts on how to make students internalize 
the foreign language, so that the process 
lasts for a long period of time and beco-
mes meaningful for them in order to avoid 
learning by hearth.

Since motivation is the core content of this 
academic article, some strategies were gi-
ven in order to reduce absenteeism and 
encourage the students to take advanta-
ge of the possibilities they have to access 
to this knowledge as a part of their rights 
for being Colombian citizens.

KEYWORDS

Absenteeism, Motivation, Strategies, Tra-
ditional Learning, Experiential Learning,

RATIONALE

Learning a foreign language is percei-
ved in different ways by many people: 
For instance, it can be a tool to improve 
their living conditions, to travel, to make 
friends or even to expand one´s knowle-
dge by studying abroad. To achieve these 
goals, parents often make efforts i to pay 
for courses, learning programs and even 
private trainers. It is also common to find 
young adults working to afford their lear-
ning plans. The key question is to know to 
what extend their efforts provide success-
ful outcomes.

When talking about face to face learning 
settings, attendance is one of the most 
important factors.” Poor attendance is an 
early warning sign of disengagement, it 
has serious implications for student per-
formance” (Wan Sieng Yeo,n.d, p. 254). 
This issue is one of the main concerns that 
has recently arisen at my work place as an 
English teacher. It is due to the fact that 
the majority of the English students have 
evidenced a certain type of lack of moti-
vation; consequently, they did not attend 
their classes¸ they also arrived late and 
used to complaint about their lessons ac-
cording to the description given by my co-
lleagues, as I was a new teacher there.

Non-attendance is also known as absen-
teeism refers to “a situation where the 
learner is not present or available in the 
study area for whole day” (Anees Majeed, 
2019,p1894.). When trying to understand 
the reason why the learners did not attend 
their classes, it is said that:

Fuente: OpenAI (ChatGPT)
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Students who feel lost in class 
and are unable to take notes 
often seek other ways to get the 
material without having to be in 
class. For example, being able 
to get notes that are posted on 
the web, or better yet, simply 
downloading the lecture on an 
iPod provides students with 
additional justifications for not 
coming to class”.

Furthermore, students are more likely to be absent 
from classes where they find their teacher boring 
(Van Blerkom, 1992; Wyatt, 1992) cited by (F.Gabriel, 
2023).

Those points of view called the attention, in order 
to gather information about the type or reasons 
the students had to miss their classes. Addressing 
these issues could be a meaningful contribution 
to the learning environment to support undergra-
duate students who are considered as chronic ab-
sentees and who are missing a great opportunity 
to access to the mastery of the foreign language.

All in all, the main purpose of this article is to provi-
de insights on how to motivate the students to at-
tend their English classes as a way to improve their 
learning process.

1. LITERATURE REVIEW

1.1. UNDERSTANDING THE USEFULNESS 
OF LEARNING ENGLISH AS A FOREIGN 
LANGUAGE

As it was mentioned above, as a research teacher, 
one of the main concerns appeared once some of 
the students were described as those who had evi-
denced a certain type of rejection to the process 
of learning English as a foreign language. Con-
sequently, they missed their classes, something 
which is disappointing because “it constitutes a 
disengagement strategy […] after all, if you don’t 
attend the class, you will not be exposed to answe-
ring questions or participating in class discussions 
when you are no prepared or don’t understand the 
material […] (H.Dembo, 2020) As it is seen, the to-
pic was very important for any academic setting 
; therefore, the main purpose of this study was to 
gather information on how to encourage the stu-
dents ,so that they could n feel more motivated 
and took advantage of the possibility to wide their 
communicative competence.

To begin with, it is worthy to describe the impor-
tance of learning English as a foreign language. Ac-
cording to (Seidlhofer,2011,p. 1) “ English has spread 

all over the globe to become the predominant 
international language. This, after all, is the prin-
cipal reason why it figures as the primary foreign 
or other language in school curricula all over the 
world. In the early 21st century, English is not only 
an international language, but the international 
language”. Taking into

consideration this idea, a question arises in order 
to realize about why this language is considered 
like this and, if it is possible to say that; to justify 
the concerns about the specific case of our stu-
dents who do not want to attend their English 
class.In order to wide this idea, it is important 
to mention that English is also considered as a 
lingua franca which means that the language 
is spoken by people from different countries 
which involves that their mother tongues are 
not the same (Seidlhofer, 2007,p. 138).

Based on the the previous concepts It is not diffi-
cult to identify that, for the future professionals, 
the mastery of at least one foreign language repre-
sents an important tool to succeed. That is why, as 
a research teacher, the case of the students who 
did not use to attend their classes motivated the 
teacher to find out the way to make them get in-
volved in their language learning process by means 
of finding strategies to encourage them to take ad-
vantage of the possibility to internalize the langua-
ge so that , they can compete in the settings that 
surround their workplace.

Consequently , some learning strategies will be 
described below in order to motive the students to 
improve their communicative competence.

Fuente: Pexels
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1.2. LEARNING STRATEGIES

The aim of using language learning strategies is to 
make learners become able to communicate. It is 
important to keep in mind that the “Communicati-
ve competence, then, is that aspect of our compe-
tence that enables us to convey and interpret mes-
sages and to negotiate meanings interpersonally 
within specific contexts” (Brown, 1994, p. 227). To 
achieve this purpose, learners have to think about 
how to deal with the difficulties they find when 
trying to decode and encode a message and it is 
here where the so called strategies play a crucial 
role.

A study carried out by (Uhl, 1990, p. 123) identified 
seven language learning activities that students 
learning a foreign language used in their class-
rooms. They were:

- Vocabulary learning

- Written composition

- Oral or written grammar drills

- Listening comprehension

- reading comprehension

- Oral presentations

In addition, the researchers considered that or-
dering food at a restaurant ( in Spanish or Rus-
sian) and dealing with social communication 
such as engaging in a conversation with native 
speakers of Spanish or Russian could also be 
meaningful so that, they make their students 
get involved in those types of experiences. The 
study was carried out with sixty-seven high 
school Spanish students and thirty -four college 
Russian students.

Beyond checking and evaluating some learning 
strategies to overcome the lack of attendance in 
the students, other proposals must be incorpora-
ted in order to deal with absenteeism as discussed 
below.

1.3. THE IMPORTANCE OF MOTIVATION 
TO AVOID ABSENTEEISM

Firstly, understanding absentees´ behavior contri-
butes in essential to face the problem effectively 
Questions should be considered to what extend if 
teachers create an appropriate learning setting his 
or her students will show up more frequently.

The solution lies in changing 
what goes on during the 50 to 
70 minutes of scheduled class 
time. Instead of the typical 
lecture for the entire period 
(where a student’s role is to sit, 
listen, and take notes), we need 
to use meaningful educational 
tasks to allow students to write, 
share, report, or solve problems. 
This kind of structure activities 
will increase class attendance 
and encourage active learning, 
which is another principle of 
good practice. As Chickering 
and Gamson(1987) point out, 
“learning is not a spectator sport. 
Students do not learn much by 
sitting in classes and listening 
to teachers…they must talk 
about what they are learning, 
write about it, relate it to past 
experiences and apply it to their 
daily lives (Gabriel, 2023)

Fuente: Mahara



140

In order to overcome those senseless 
classroom experiences mentioned above, 
teachers must think about how to switch 
from teacher-centered settings into stu-
dent-centered classrooms. “Constructivist 
educational philosophy believes that peo-
ple only truly learn when they are enga-
ged in ´meaning-making activities´ That 
is, constructing knowledge from oneself 
leads to genuine learning and mastery 
of materials and skills. Student- centered 
classrooms are the inevitable product of 
constructivist thinking” (Johnson, 2003.p. 
19 )

In order to better understand the proble-
matic previously mentioned, it is neces-
sary to identify some of the main charac-
teristics of both of the classroom settings, 
as it is described below.

1.4. Differences between a 
teacher -centered and student 
-center classroom

In order to understand the type of activi-
ties students develop to internalize a new 
language, it is important to mention that 
the type of beliefs a teacher has about 
his-her students as well as about the way 
they learn, definitely frame the learning 
process. It is said that “teachers who “see 
learners as ´resisters ‘or ´receptacles ‘or 
´raw material´ teach in a teacher-cente-
red. way [….] Teachers who see learners as 
´clients´ or ´partners´ or individual ex-
plores´ or democratic explores´, teach in 
a learner-centered way since learners are 
regarded to be active rather than passive 
“Meighan R. and Meighan J. cited by (Kay-
makamoglu,2018, p.30).

The following chart provides significant 
differences between the traditional (beha-
viorism) and experiential (constructivism) 
models of education:

Fuente: Higher Education Services Corporation
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Table 1. Traditional and experiential 
educational models compared

Dimension Traditional model: 

behaviorism

Experiential model: 

constructivism

1 View of learning Transmission of knowledge Transformation of knowledge

2 Power relation Emphasis on teacher´s authority Teachers as ´learner among others

3 ´Teacher´s role Providing mainly frontal instruction; 
professionalism as individual auto-
nomy

Facilitating learning (largely in small 
groups); collaborative professiona-
lism

4 Learner´s role Relatively passive recipient of infor-
mation; mainly individual work

Active participation, largely in colla-
borative small groups

5 View of Knowledge Presented as ´certain´; application 
problem solving

Construction of personal knowled-
ge; identification of problems

6 View of curriculum Static; hierarchical grading of sub-
ject matter, predefined content and 
product

Dynamic; looser organization of sub-
ject matter, including open parts 
and integration

7 Learning experiences Knowledge of facts, concepts and 
skills, focus on content and product

Emphasis on process; learning skills, 
self. Inquiry, social and communica-
tion skills

8 Control of process Mainly teacher-structured learning Emphasis on learner; self-directed 
learning

9 Motivation Mainly extrinsic Mainly intrinsic

10 Evaluation Product-oriented: achievement 
testing; criterion-referencing (and 
norm-referencing)

Process-oriented: reflection on pro-
cess, self – assessment; criterion- re-
ferencing)

(Nunan, Learner-Centered English Language Edu-
cation, 2013, p. 50)

The table proposed by Nunan, can be an impor-
tant reference when designing a language sy-
llabus, due to it provides insights on both of the 
models so that, teachers can differentiate the 
academic tasks from one another. Teachers are 
required to have clear ideas about the type of 
model he – she is applying to facilitate the in-
ternalization of the new language. This central 
point has to do with students´ engagement and 
commitment to their classes as many efforts are 
made to involve them in their learning process. 
However, “Student engagement is the glue, or 
mediator, that links important contexts- home, 
school, peers and community- to students and, 
in turn, to outcomes of interests” (Christenson, 
2012, p.3)

Moreover, it is said that

Authentic work is a term used 
to characterize ´tasks that are 
considered meaningful, valuable, 
significant, and worthy of one´s 
effort, in contrast to those 
considered nonsensical, useless, 
contrived, trivial, and therefore 
unworthy of effort´(Newmann 
et al.,1992, p.23) cited by (Ellen A. 
Skinner, 2012, p. 29). This point 
makes teachers react on the 
type of lesson plans designed 
to their students as perhaps if 
the students are given some 
tasks according to their needs, 
they would probably feel more 
motivated to attend their classes.
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1.5. REWARDING EXCELLENT 
SCHOOL ATTENDANCE

The problem of absenteeism is faced all 
around the world. Consequently, a lot of 
efforts had been done to overcome this 
behavior. That is the case of Newcastle 
where they implemented a project in or-
der to reward excellent school attendance. 
The proposal considered the following ac-
tivities: Pupils with 100% attendance can 
have reward events with the local sports 
clubs such as Newcastle United Football 
Club or the new castle Eagles. Opportuni-
ties for rewards at local leisure events (ice 
skating, football tickets Celebration events 
and visits to school assemblies by local 
sports celebrities.	 Publicity campaigns 
and advice sheets/posters for parents and 
for use in schools (Grewe, 2005,p.163). Be-
sides that, a study carried out by (Assefa, 
2018, p.17) found that giving books, pencils 
among other simple rewards to excellent 
or improved attendees could be a part of 
the solutions to overcome the lack of at-
tendance in secondary school students.

The last insights from those research 
projects could be a meaningful propo-
sal to reduce chronic absenteeism as it 
might wide the student’s motivation 
to attend their classes. The first study 
presented above showed a meaningful 
impact in the school settings; that is to 
say that there was a result of 553 fewer 
pupils having unauthorized absence (at 
primary phase) and 918 pupils(primary) 
and 440 pupils (secondary) having 
fewer authorized absences.

The type of motivation mentioned above, 
is found in the behaviorist approach which 
is” majorly concerned with observable and 

1.6. CLASSROOM APPROACHES

The Constructivist model at, Fundación Universataria San 
Martín, was selected in order to carry out the learning pro-
cess. That is why, the students were involved in a variety of 
communicative experiences to reinforce the four language 
skills: reading, writing, speaking and listening. Working to-
gether was the core of the learning process. Nevertheless, 
it is necessary to differentiate the concepts about coopera-
tive and collaborative learning due to both of the theories 
were considered to promote the students´ performance:

Cooperative learning is a very 
structured process characterized 
by a high degree of individual 
accountability, positive member 
independence, and social skill 
development. Positive independence 
is central to the development of a 
cooperative learning environment and, 
subsequently, to the commitment of 
success of each and every member 
of the group: This is the heart of 
cooperative learning (Johnson et 
al.,1988)

[…] Collaborative learning does not share the elements 
of cooperative learning, nor does it share the common 
goal. Collaborative learning is an unstructured, small 
group process that cultivates independence, free thin-
king and dissent. The goal of the collaborative learning 
process is to have group members think about and sol-
ve abstract problems, problems that may have no spe-
cific answers, or multiple solutions. In short, the goal 
of collaborative learning is to create new knowledge 
through a social context. Although group members are 
expected to work together, there is no commitment to 
group members that each will learn and be successful 
as a result of the process. Collaborative learning is, fun-
damentally, an intellectual process within a laissez-faire 
social framework (J. Olivares,2009, p.133)

measurable aspects of behavior” 
(Rogti,2021,p.31). As it is possible to 
keep track on students´ attendan-
ce, the implementation of certain 
types of rewards might work pro-
perly to verify how well students 
change their behavior from chro-
nic absenteeism to punctuality and 
consistent attendance. It would 
not affect directly the foundations 
of the cognitive and social learning 
(constructivism) or even the cogni-
tive and eclectic model (behavior 
and cognitive theories) chosen by 
the learning setting. It could be 
seen as a part of the whole stra-
tegies suggested to overcome the 
problem. Fuente: Magnific
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The approaches mentioned above were applied 
in order to provide a Student- Centered learning. 
They really worked to the process of making stu-
dents become aware of their self- responsibility 
and commitment to the class. The teacher was 
considered as a facilitator who was able to reali-
ze about the students ‘needs not only about the 
contents of the course but also about their role 
as active learners in the process. Besides thin-
king about the model to access new knowled-
ge, the research teacher dealt with a materials 
design strategy which is going to be explained 
below.

1.7. MATERIALS DESIGN

The academic reflection carried out in this article 
was based on a group of Advertising and Marke-
ting students. Finding materials to meet the stu-
dents´ expectations is not easy; that is why the re-
search teacher decided to create some materials in 
order to make the course challenging, motivating 
and useful to the students. This decision was made 
in the sense that:

Unfortunately, quite a good 
deal of activities featured 
in coursebooks, which are 
ordinarily used as teaching 
materials are mere ´time-
fillers´ which demand almost 
no cognitive processing on 
the part of students […] Those 
materials which do not cater for 
worthwhile meaningful learning 
experiences should be rejected 
and substituted by other, 
more effective ones. Thus, the 
contribution of the teacher as 
materials developer proves more 
than critical” (Cabrera, 2012, p.131)

As it was mentioned by the author, teachers can 
contribute a lot when designing their own ma-
terials due to they are the ones who know about 
their students ‘needs. For the subjects of this re-
flection, learning new vocabulary was also very im-
portant; to do so, artificial intelligence was used to 
create some games to make the students learned 
in a pleasant way. Teachers can take advantage of 
the variety of free platforms in order to make their 
classes more interesting; anyway, it is important to 
highlight that those activities demand a certain 
amount of time to create them but the results are 
a reward for both; that is to say, the students and 
their teacher.

Those artificial intelligent resources can create in-
teresting warming up activities so that the classes 
become different and get student’s attention. They 

also enjoy creating new learning materials to share 
among them.

As a part of the process, the students were also 
asked to read authentic materials on topics about 
their field. Advertising and Marketing were the 
umbrella terms to wide their knowledge through 
the use of English. The aim of this idea was to use 
the foreign language transversely.

In brief, making students work together is a way to 
promote meaningful learning. Besides that, desig-
ning materials according to students´ needs can 
benefit the learning process in the sense that the 
type of activities is different and pleasant conside-
ring that they are a kind of digital natives.

2. DATA COLLECTION

In order to narrow this academic reflection, the 
research teacher considered very significant to in-
corporate a triangulation technique in order to ga-
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ther information from the classroom setting. First-
ly, a survey was applied to the students who were 
identified as those who did not usually attend their 
English class; secondly, the students’ academic 
performance was analyzed; thirdly, the students´ 
commitment to the class was also taken into con-
sideration as a part of the triangulation technique. 
Those instruments explained below.

2.1 SURVEY

This instrument was applied to three participants 
out of five in the sense that some of them felt com-
fortable with the idea that it was a volunteer task. 
However, the ones who answered the questions 
provided meaningful information to this reflection. 
This instrument can be seen in the appendix 1. The 
questions from 1 to 14 were planned in order to ga-
ther information about the type of experiences the 
learners had had during their previous semesters 
while the questions number 15 ,16 as well as the last 
open one had the intention to figure out the impact 
of the classes given by new teacher. The questions 
were classified into four categories; that is to say: 
Use of English in their last semesters as a funda-
mental part to learn the language; self- motivation 
to internalize the language; classes based on tradi-
tional model, student-centered learning evidences 
and the impact of the current experiential model 
to develop the class. The results are analyzed in the 
following graphics.

Question 1: Did you speak 
English in class during your last 
semesters? 

Question 3: Did you enjoy 
speaking Spanish in your English 
class?

Graph 1. Questions 1 and 3- Use of 
English in class

The results evidenced a lack of use of the foreign 

language during their training process. Conse-
quently, the students struggle when they are as-
ked to perform a task; therefore, in the current 
semester some activities have been designed in 
order to make them participate and interact with 
their partners as well as their teachers. A language 
day was planned, so that they had the chance to 
talk about Valentine´s Day. This activity gave them 
the chance and the challenge to speak English as 
well as to apply some concepts related to the field 
of advertising and marketing to make the expe-
rience became a meaningful one. Besides that, the 
classes are taught in English so that they develop 
the ability to listen and speak.

All in all, some efforts have been made to provi-
de different learning experiences to develop their 
fluency.

Graph 2. Questions 2,4 and 7- Self-
motivation

Question 2: Did you find your 
classes boring in the previous 
levels? 

Question 4: Did you only care 
about getting passing grades?

Question 7: Were you interested 
in acquiring new knowledge?

Fuente: Cognodata
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As it was mentioned previously, one of the main 
causes of the lack of attendance has to do with the 
fact that students find their class boring. Neverthe-
less, our subjects stated that, they were conscious 
about the importance of the English language for 
their professional development, so they mentio-
ned that the type of new knowledge they acquired 
was based on their self- motivation.

Due to the fact that the student involved in this 
reflection, find the foreign language important, it 
is possible to say that they have a type of intrinsic 
motivation which is one of the most important re-
quirements to access their learning process.

Question 5: Were you exposed 
to what is called a spoon-feed 
system?

Question 6: Did your teacher 
provide all the information 
required to understand a topic? 
Question10: Did you learn English 
by doing some exercises in class 
or by doing your homework? 
Question 11: Did you prepare for 
your exams by only checking the 
past activities?

Question 12: Did you read stories 
as a part of the activities? 

Question 13: Did you solve filling 
in the blanks exercises?

Question 14: Were you asked 
to underline the unknown 
vocabulary and then to jot them 
in a notebook?

Graph 3. Questions 
5,6,10,11,12,13,14-Traditional methodology

The last responses are a clear example of a traditio-
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nal learning setting. The students were not given 
a chance to do anything on their own in order to 
improve their learning. As a result, some new stra-
tegies must be applied in order to switch the pro-
cess from a traditional model into an experiential 
one. Vocabulary learning from realia can be a good 
strategy to deal with this purpose. Written compo-
sitions about their current projects could be mea-
ningful for them as they can find topics of interests 
to write about.

Oral presentations about their topics related to 
Advertising and Marketing could be motivating 
for them as they could see that the foreign lan-
guage gives them a new tool to read books and 
understand the new trends all around the world. 
Reading comprehension activities can also make 
them wide their knowledge about what is going 
on around the world to recreate their marketing 
strategies. New language functions can be incor-
porated as well ,but it is worthy for them to inter-
nalize the prior knowledge and to use it in mea-
ningful contexts. Those strategies were mentioned 
previously, so as a research teacher, they should be 
incorporated as a part of the needs analysis.

Question 8: Do you think that 
giving a brief talk on the topics 
could motivate students to 
explore by themselves?

Question 9: Do you think 
students can rely on knowledge 
acquired in lectures? 

Graph 4. Questions 8 and 9- Student- 
Centered learning.

The responses given and presented in Graph 4 gi-
ves a clear idea about the type of beliefs the stu-
dents have about learning. Clearly, according to the 
literature review presented above, teachers should 
not provide the total information about a topic. 

Instead of that, they could make students become 
motivated to search for more concepts, more expe-
riences to recreate their new knowledge. The idea 
is to make students become less dependent on 
their teacher and become aware of their capacities 
to learn on their own.

Graph 5. Impact of the current 
approach.

Question 15: Were you asked 
to underline the unknown 
vocabulary and then to jot them 
in a notebook?

Question 16: Has your motivation 
to the class increased during this 
semester? 

Graph 5. Questions 15 and 16- Impact of 
current experiential model

The last responses to questions number 15 and 16 
are a clear idea that the students ‘attendance can 
be positively influenced by preparing motivating 
learning experiences. During this semester, the 
students have been free to decide on some free 
topics to talk about. That is the case of Valentine’s 
day celebration. They worked together in order 
to plan an activity to facilitate interaction among 
them. Also, they have been exposed to written ac-
tivities in order to internalize new vocabulary and 
improve the language usage. They have also lear-
ned about advertising and marketing by using the 
foreign language to gather information and access 
to new knowledge provided by some cultures whe-
re English is spoken.

All in all, it has been a challenge to make the stu-
dents feel more comfortable and more committed 
to their class.
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2.2. OBSERVATION TECHNIQUE

As a research teacher, attendance to the English 
class has been observed constantly. It has been 
a surprise in the sense that the students were 
identified as the ones who did not show up. 
However, they started to attend the class and to 
present their activities regularly. It is important 
to mention that they currently miss their class 
due to health problems and job responsibilities. 
All of them usually show their medical excuses 
and ask for a chance to submit their tasks.

2.3. CLASS PERFORMANCE

As they were involved in their learning process, 
their class performance improved. They were able 
to interact and take part in conversations that in-
volve familiar topics. Writing was also improved by 
working on workshops. Moreover, they appear very 
motivated to the learning of vocabulary which has 
to do with Marketing and Advertising. Besides that, 
they were exposed to a variety of listening activities 
which involve songs, lectures and podcasts. Conse-
quently, they made some progress in this skill.

The last questions were planned to gather more 
deep information about the students ‘experience 
with their current class. It was very significant to 
realize about how the students’ impression chan-
ged to their class. They emphasized that the res-
ponses to questions 1 to 14 were given when thin-
king about their experience faced during their first 
six semesters in the sense that the type of learning 
experienced by them when taking their 7th and 
8th semesters were totally different and there were 
not any complaints. There was an answer which ca-
lled the attention as one of the subjects mention 
that” the teacher had a concern to make them 
learn English, about their curricula and the life”. 
The last word, probably was written to point out 
that their teacher cared about personal aspects of 
the students´ life; that is to say, that the students 
realize about when their teachers see them as hu-
man beings.

CONCLUSIONS

Based on this academic reflection some new cha-
llenges emerged in order to avoid the lack of atten-
dance to the English class.

Firstly, it is necessary to expose students to expe-
riential learning activities in order to make them 
get involved in their process and become more 
independent ones. When doing so, students avoid 
learning by heart and become able to incorporate 
the new knowledge to solve problems which are 
part of their daily life. It is worthy to mention that 
they recognized how important this language is 

for the professional development but unfortuna-
tely the type of learning experiences the students 
faced during the training process made them feel 
a little disappointed.

Secondly, motivation is definitely the clue to suc-
ceed in the process of learning a foreign language. 
Consequently, it is necessary to consider the stu-
dents´ needs. When doing so, the type of activities, 
materials and experiences are planned, designed 
as well as selected ahead to fulfill the learners ‘ex-
pectations. Learning must be dynamic and stu-
dents need the chance to do something in a class 
instead of sitting down to listen to a lecture. Ins-
tead of that, they need to be given the chance to 
work together in a collaborative or cooperative way 
so that they can recreate their own knowledge.

However, it is important not to consider that the 
only reason why students do not show up to their 
classes is due to the lack of motivation. There are 
some other aspects that surround this fact: job res-
ponsibilities, health problems and family are other 
side aspects that must be considered.

Consequently, professors and administrative staff 
must be aware of those difficulties a student faces 
in order to avoid making him-her feels alone. Once 
the community knows what is going on about a 
student´s absenteeism some strategies can be im-
plemented. For example, some rewards as the ones 
mentioned before when talking about the case of 
the students in New Castle could be a type of moti-
vation for the students to attend their classes.

Overall, the English language is considered as a 
lingua franca. As a result, it becomes an impor-
tant tool to meet new people and cultures. Be-
sides that, it is a very useful resource to improve 
the possibilities to get a job, in the sense that 
being able to interact with people from diffe-
rent countries is required to exchange knowled-
ge and deal with innovation and new trends all 
around the world.

Finally, administrative staff, professors, families, 
learners and classmates must make efforts in or-
der to guarantee one of the most important rights 
stablished by the Colombia Government which is 
the right to internalize a foreign language.

Fuente: Google Gemini
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ANNEX 1

APPENDIX 1

SURVEY

FUNDACIÓN UNIVERSITARIA 
SAN MARTÍN

SURVEY: April /2026

Objective: The aim of this survey is to co-
llect data in order to identify the main 
causes of absenteeism in the English 
class specifically in the Advertising and 
Marketing Faculty.

Main Information

My name is Miryan Cruz Ballesteros and 
I am currently writing an article about 
the main causes of absenteeism in the 
English class. Consequently, as a re-
search teacher I considered that appl-
ying a survey would be a good strategy 
to gather information. However, com-
pleting this research instrument is not a 
requirement. Students participate as vo-
lunteer ones to provide information. It is 
also necessary to mention that personal 
information will be saved according to 
the guidelines given by the Colombian 
Law. Finally, the data collected through 
this survey will	 be used to find 
solutions about the lack of attendance. 
Would you like to contribute?
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Question Yes No S t u d e n t ´ s 

name

1 Did you speak English in class during your last semes-
ters?

2 Did you find your classes boring in the previous levels?

3 Did you enjoy speaking Spanish in your English class?

4 Did you only care about getting passing grades?

5 Were you exposed to what is called a spoon-feed sys-
tem?

6 Did your teacher provide all the information required 
to understand a topic?

7 Were you interested in acquiring new knowledge?

8 Do you think that giving a brief talk on the topics could 
motivatestudents to explore by themselves?

9 Do you think students can rely on knowledge acquired 
in lectures?

10 Did you learn English by doing some exercises in class 
or by doing your homework?

11 Did you prepare for your exams by only checking the 
past activities?

12 Did you read stories as a part of the activities?

13 Did you solve filling in the blanks exercises?

14 Were you asked to underline the unknown vocabulary 
and then to jot them in a notebook?

15 Do you feel more comfortable with your current me-
thodology

The questions were rewritten by using some 
non-previously prepared conversations the author 
had had with some students at a University setting. 
(NUNAN, 2013, pág. 86)

16 Has your motivation to the class increased during this 
semester?

Yes No Name

Which of the activities developed during this se-
mester are considered as significant to your lear-
ning process?

Thank you!
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